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Presentación





Se presenta en esta edición la recopilación de las diferentes intervenciones regis-
tradas durante la celebración en Madrid de las XIV Jornadas de Presupuesta-

ción, Contabilidad y Control Público.

Estas jornadas se han dedicado monográficamente a estudiar y analizar las sub-
venciones y ayudas públicas, y en especial a su control, permitiendo una reflexión
no sólo sobre la situación del tema en estos momentos, sino también sobre las posi-
bles soluciones a las insuficiencias y problemas que aún se mantienen. Todo ello
puede contribuir de manera positiva a la nueva regulación general de subvenciones
y ayudas.

Se incluyen en esta obra además de una visión global sobre el tema, el marco
político del estado subvencional, las conferencias, ponencias y mesas redondas sobre
los diversos aspectos contemplados: planificación del gasto en subvenciones, recep-
ción de las ayudas por los beneficiarios finales, verificación del cumplimiento de lo
establecido, etc. Los análisis proceden de distintos ámbitos competenciales, el
comunitario, el estatal y el autonómico, y han sido expuestos por ponentes y con-
ferenciantes expertos conocedores de los temas tratados, a quienes la Intervención
General de la Administración del Estado agradece nuevamente su participación en
estas Jornadas.
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Inauguración
de las Jornadas1





En estas jornadas que se van a dedicar al estudio de las subvenciones y ayudas
públicas, quiero comenzar anunciándoles la intención del Gobierno de impulsar la
mejora del procedimiento de concesión de las subvenciones y ayudas públicas, tan-
to nacionales como comunitarias, así como de perfeccionar su seguimiento para
garantizar el adecuado uso de los recursos públicos y, en caso contrario, exigir su
devolución y las responsabilidades que se pudiesen deducir.

Estamos pues ante el trabajo de un nuevo texto normativo, una nueva ley, que
abarque toda la problemática relacionada con las subvenciones.

Hasta ahora, como es conocido, la regulación básica de subvenciones se incluía
en la Ley General Presupuestaria, pero hemos entendido conveniente darle un tra-
tamiento diferenciado, por lo que estamos ya acometiendo la elaboración de ese
texto legal para reunir en él toda la normativa sobre subvenciones que hoy está dis-
persa en varios textos legales y subsanar las lagunas legislativas existentes.

Otras razones que justifican ese tratamiento son la necesidad realmente
perentoria de reforzar el control de las subvenciones con procedimientos más
rápidos y más eficaces, así como dar respaldo al procedimiento de reintegro para
asegurar la devolución de la subvención en los supuestos de uso indebido de los
fondos.

Hace dos años participé como Secretario de Estado de Economía en las Jorna-
das que conmemoraban el CXXV aniversario de la creación de la Intervención
General de la Administración del Estado y que supusieron el reconocimiento de su
prestigio como Institución y la valoración de la profesionalidad de las personas que
desempeñan sus funciones, tanto en el ámbito del centro directivo como en las
Intervenciones delegadas, regionales y territoriales.

En efecto, se cumplen ahora ya 127 años desde que el Ministro de Hacienda,
D. José Echegaray, crease la Intervención General con el objetivo de controlar el
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gasto desde aquella proverbial preocupación por el equilibrio de las finanzas públi-
cas o, empleando sus palabras, «desde el santo temor del déficit».

Este objetivo fundacional de la IGAE de velar por el saneamiento de las cuen-
tas públicas cobra en estos años especial relieve, especial interés. Creo que estamos
ante un relieve y un interés extraordinario, en los comienzos del siglo XX, y tam-
bién en la circunstancia actual de la sociedad española que alcanzará el equilibrio
presupuestario en este año 2001, por primera vez en la historia de la Hacienda
Pública española después de décadas y cuando están a punto de aprobarse las Leyes
de Estabilidad Presupuestaria.

La IGAE es pues una Institución decisiva para lograr el equilibrio presupuesta-
rio. Siga siendo en adelante el escenario y el escenario estable y permanente de la
economía española. Eso es lo que esperan los ciudadanos de nosotros, que real-
mente contribuyamos a que la casa del estado esté saneada, esté en equilibrio.

Quiero en este terreno agradecer el esfuerzo y la dedicación de todo el personal
de la IGAE que tanto está haciendo por contribuir a los logros obtenidos por la
política presupuestaria aplicada en España en los últimos años.

La política presupuestaria es, en efecto, un instrumento clave de la política eco-
nómica de estabilidad que ha protagonizado el destacado impulso de crecimiento
económico y del empleo que está viviendo nuestra sociedad desde el año 1996. Esta
política económica es la que nos ha posibilitado una tasa media de incremento de
nuestro PIB del 3,8% en el período 1996-2000, muy lejos del 1,4% que alcanzamos
en el quinquenio anterior. De hecho, en este año, el año 2001, pese a la desacelera-
ción de la economía mundial, nuestro crecimiento económico se situará en torno al
3%; y es que el poder adquisitivo de los españoles está ya situado en el 83% de la
media europea y nuestro objetivo para el próximo año es que de ese 83% pasemos
al 85%, manteniendo un diferencial de crecimiento económico superior, claramen-
te, al experimentado por las economías más avanzadas de la Unión Europea.

La convergencia real es pues un hecho, un hecho acelerado desde el año 1995,
fruto de la etapa en la que estamos sacando el mejor aprovechamiento de nuestra
integración plena en la Unión Europea, en la unión económica y monetaria
europea. La estabilidad de precios ha sido otro factor esencial para nuestro elevado
ritmo de crecimiento. Entre 1996 y 2000 la subida media de nuestro IPC ha sido
del 2,6%, frente al 5,16 del período 1991-1995. Este año el IPC está flexionando
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hacia una cifra inferior al 3%, con la que acabaremos este año y, para el año 2002,
por tanto podemos aspirar a que nuestra evolución de precios se acerque al 2% que
propone el Banco Central Europeo.

Todo ello ha dado como resultado una extraordinaria creación de empleo, espe-
cialmente en los grupos sociales que tenían mayores dificultades para encontrar tra-
bajo. Según la Encuesta de Población Activa, desde 1996 se han ganado en España
más de 2.560.000 puestos de trabajo, de los que 1.280.000 son mujeres, un 50%
prácticamente de los empleos creados han sido para la mujer y entre los demás, de
2.500.000 de nuevos ocupados, 750.000 son jóvenes entre 16 y 29 años y otros
tantos son mayores de 45 años.

Otro hito relevante, no sólo de la política económica del Gobierno, sino del
conjunto de la sociedad española, es el saneamiento financiero de la Seguridad Social
que superando su etapa de tradicionales déficit, ha pasado a tener un superávit de al
menos el 0,5% del PIB este año; seguramente superaremos esa cifra y ello supone la
mejor garantía para el futuro, no sólo para el presente, de nuestras pensiones.

Desde 1996 el número de afiliados ha aumentado casi 3.500.000, exactamen-
te 3.463.000; el año pasado eran 3.000.000 lo que demuestra los magníficos datos
del presente ejercicio, un ejercicio que ha estado enmarcado en la ralentización de
la economía internacional. Así pues, desde niveles de déficit público cercanos al 7%
del PIB en el año 1995, hemos llegado al equilibrio presupuestario en el año 2001
por primera vez en 25 años. Y este saneamiento de las cuentas públicas se ha con-
seguido principalmente el 80% controlando el gasto, reduciendo incluso el gasto,
conteniendo fundamentalmente la evolución, la trayectoria del gasto corriente. Así
es como se ha logrado situar la deuda pública este año por debajo del 60% del PIB,
8 puntos menos de los que había en 1996, y es que si se hubiera continuado con
la política presupuestaria del año 1995, ahora el volumen de deuda del conjunto de
las Administraciones Públicas representaría el 76% del PIB frente al 57% previsto
para este año 2001, lo que nos situaría en los puestos de cabeza de la Unión
Europea por volumen de deuda.

El proceso de consolidación fiscal iniciado en el año 1996 nos ha permitido
ahorrar en intereses durante los últimos 5 años 9,5 billones de pesetas, lo que equi-
vale prácticamente a casi el 70% de las inversiones de capital realizadas por las
Administraciones Públicas en ese período de tiempo. El creciente ahorro público,
que ha subido desde el año 96 en 5,6 puntos del PIB, ha mejorado sustancialmen-
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te las condiciones de financiación de nuestra economía. Así ha sido posible la rea-
lización de un importante programa inversor, la rebaja considerable del precio de la
financiación de empresas y familias, la creación de 300.000 nuevas empresas y la
contribución a la integración de nuestra economía y de nuestras empresas en los
mercados internacionales.

El equilibrio presupuestario es pues la mejor garantía frente a las actuales difi-
cultades que vive la economía mundial, permitiéndonos, si las circunstacias lo
demandan, que el presupuesto pueda cumplir su función estabilizadora de las des-
viaciones de la coyuntura económica. No hay razón alguna para pensar que la dis-
ciplina fiscal haya de dejar de ser un factor esencial de estabilidad, como lo ha acre-
ditado fehacientemente en los últimos 5 años.

Debo insistirles esta mañana en que la polémica que la situación económica
internacional ha desatado entre defensores de estimular la economía a través de un
mayor déficit público y los que propugnamos la estabilidad presupuestaria, tiene
bastante de falacia; es inútil intentar levantar la actividad económica a través de
mayor déficit, mayor deuda, sobre todo para economías como la española de tama-
ño medio, inmersa en una Unión Monetaria Europea. El dilema no es ese, el dile-
ma auténtico es mantener la estabilidad presupuestaria compaginada con reformas
profundas de nuestro sector público, que pasan por el control presupuestario y que
se ven flanqueadas por las reformas tributarias que sigue necesitando nuestro país.

Unas finanzas públicas equilibradas dan valor a nuestro país como marco polí-
tico e institucional de las actividades económicas, porque razonablemente los agen-
tes económicos lo que demandan fundamentalmente es estabilidad, seguridad y
confianza para acometer y para localizar sus inversiones. Es por ello por lo que el
Gobierno ha entendido la importancia del control presupuestario desde el primer
momento y ha reforzado el papel de la IGAE a este respecto.

Una de las primera medidas adoptadas por el primer Gobierno del Partido
Popular en el ámbito organizativo, fue elevar la Intervención al rango de Subsecre-
taría. Esta medida no sólo tenía la intención de darle mayor relieve dentro del orga-
nigrama de la Administración, sino que además pretendía concederle más autono-
mía para ejercer sus funciones, unas funciones que a veces exigen adoptar criterios
que soy consciente no siempre coinciden con el punto de vista de los gestores
públicos, pero de eso se trata. Realmente como ustedes conocen en su función dia-
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ria no siempre hay que coincidir con el gestor, hay que explicarle al gestor público
la necesidad de llevar adelante ese control presupuestario con más eficiencia.

Posteriormente, en 1998, entró en actividad la Oficina Nacional de Auditoría,
que reforzó el protagonismo de la Intervención en el área del control financiero y
que ha posibilitado incrementar no sólo la cantidad sino, sobre todo, la calidad de
su trabajo. Hoy, los informes de la IGAE son un punto de referencia indiscutible
para valorar las actuaciones de nuestros Organismos, de nuestras Empresas Públi-
cas y de la Administración del Estado en su conjunto y son sus informes un pun-
to ineludible también para promover las mejoras de la gestión pública.

Estos cambios organizativos han contribuido a potenciar el desempeño de las
funciones que ejercen los Interventores en la elaboración, la contabilidad y control
de los presupuestos públicos. Es fundamental el papel que juegan, como decía, los
informes de la IGAE, tanto en el asesoramiento de la Comisión General de Secre-
tarios Estado y de Subsecretarios y del Consejo de Ministros, como en las reco-
mendaciones que se promueven para los gestores directos.

En estos momentos, en estas semanas, se están debatiendo en las Cortes los Pre-
supuestos Generales del Estado para el año 2002, instrumento primordial de la
política económica, con los que el Gobierno se propone impulsar el crecimiento
económico y la creación de empleo desde el equilibrio de las cuentas públicas. El
equilibrio presupuestario respalda la prosperidad de la sociedad española en el cor-
to, medio y largo plazo, porque contribuye a la estabilidad de los precios, asegura
la protección social, facilita nuevas bajadas de impuestos y garantiza una inversión
pública elevada y sostenida, compatible con una reducción de deuda pública. Des-
de la perspectiva de la Intervención, son muy significativos los avances en la con-
tabilidad presupuestaria gracias, sobre todo, a los nuevos instrumentos, a las nue-
vas dotaciones informáticas que contribuyen a dar más transparencia a la
información y a facilitar unos datos contables más homogéneos de las distintas uni-
dades gestoras del presupuesto.

También debo resaltar esta mañana, los progresos en la Cuenta General del
Estado que se rinde al Tribunal de Cuentas, ya que en estos últimos años se han
ido incorporando diversas observaciones que éste había formulado. Además, en la
cuenta de 1999 el Consejo de Ministros aprobó su remisión al Tribunal de Cuen-
tas en octubre del 2000, se agregaron por primera vez la Cuenta General de las
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Administraciones Públicas, la Cuenta General de las Empresas Estatales y la Cuen-
ta General de la Fundaciones Públicas Estatales.

La contabilidad nacional es una herramienta indispensable para que los países
miembros de la Unión Europea hablemos un mismo lenguaje contable a la hora de
cuantificar nuestras magnitudes económico-financieras, a la hora de dotar a esas
magnitudes de unos criterios homogéneos que además contribuye, sin duda algu-
na, a evaluar y a definir los logros, las aspiraciones en forma de objetivos económi-
cos de nuestras políticas económicas.

La IGAE desempeña esta función siempre en coordinación con el Instituto
Nacional de Estadística y con el Banco de España. Asimismo, la IGAE participa
en la determinación de la necesidad o capacidad de financiación de las Adminis-
traciones Públicas de acuerdo con las normas del SEC’95 y es la Institución res-
ponsable de remitir esta información a la Comisión Europea según exige el pro-
cedimiento de déficit excesivo. Además, en los proyectos de la Ley General de
Estabilidad Presupuestaria y de su Ley Orgánica complementaria, se determina
que es el Gobierno de la nación el que velará por el cumplimiento del objetivo
de estabilidad presupuestaria en todo el ámbito del sector público, es decir, de las
unidades que según el SEC’95 forman parte del sector Administraciones Públi-
cas.

Los proyectos de Ley de Estabilidad Presupuestaria ofrecen una solución demo-
crática, una vía democrática al control del presupuesto público. Las Cortes Gene-
rales intervendrán desde el primer momento en la programación plurianual de la
que se derivan los objetivos presupuestarios. Gracias a este control democrático, la
gestión de las cuentas públicas será más transparente y los ciudadanos tendrán un
valioso, un preciso punto de referencia para valorar mejor los costes y los beneficios
de las diferentes propuestas públicas. Concretamente se establece que la IGAE sea
quien eleve al Gobierno, a través del Ministerio de Hacienda, un informe sobre el
grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria.

No puedo olvidar el importante apoyo prestado por la Intervención para faci-
litar el tránsito contable al euro. Gracias a este trabajo, a partir del 2 de enero se
podrá contabilizar el Presupuesto y su ejecución en euros. También tengo que agra-
decer el esfuerzo realizado este año para elaborar la nómina de Clases Pasivas y su
notificación a los perceptores en esta manera.
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Respecto al control, el Gobierno decidió incrementar los requisitos a compro-
bar en la fiscalización previa, a la vez que fortaleció el control financiero. Hoy dis-
ponemos de informes de cada Centro Gestor Público en los que se analiza no sólo
el cumplimiento de la legalidad, sino además la asignación apropiada y eficiente de
los recursos públicos.

En los últimos años, la IGAE ha hecho un gran esfuerzo personal y material al
realizar un importante número de controles financieros y en especial en el ámbito
de la auditoría de cuentas y del control de las subvenciones, tanto nacionales como
comunitarias, por eso es un acierto que sea ésta la materia a la que se van a dedi-
car estas Jornadas.

En estos últimos años, se ha potenciado en España el control de los recursos
públicos y de gestión económico-financiera. De esta forma, se responde a la exi-
gencia democrática de mayor transparencia en la gestión pública. Así, en el Plan de
Auditorías 2001 de la IGAE, está prevista la realización de 2.875 controles, inclu-
yendo los correspondientes a los ámbitos de la Intervención General de la Defensa
y de la Intervención General de la Seguridad Social. Controles que no sólo se limi-
tan a la auditoría de cuentas, sino que cada vez más intentan abarcar aspectos de
procedimientos economía y eficiencia, y son herramientas, por tanto, cada vez más
útiles para los gestores.

Animo a todos a continuar con ilusión las tareas que tienen encomendadas,
tareas que están contribuyendo significativamente a mejorar cualitativamente el
gasto público, hacerlo más transparente, a acercarlo a la sociedad española, lo que
sin duda alguna, con su trabajo, con su labor, están haciendo una formidable con-
tribución, en favor de la mejora del bienestar de los ciudadanos.
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Presentación
de las Jornadas2





Para la Intervención General de la Administración del Estado es un motivo de
satisfacción la celebración de las XIV Jornadas de Presupuestación, Contabilidad y
Control Público, y continuar con la tradición que se inició en 1974 con ocasión de
la celebración del primer centenario de la IGAE, y cuya anterior edición en 1999
coincidió con el CXXV Aniversario de esta Institución que hoy nuevamente nos
congrega aquí.

Las Jornadas celebradas por la Intervención General han querido ser siempre
un lugar de encuentro entre profesionales que aporten desde distintas perspectivas,
conocimientos y experiencias que enriquezcan nuestra labor diaria, un foro de
debate en el que desde un punto de vista constructivo se intercambien ideas y se
discutan cuestiones que permitan mejorar el ejercicio de unas funciones que no son
sino la expresión de la función de servicio público que cumplimos.

Dedicar estas Jornadas monográficamente a estudiar y a analizar las subvencio-
nes y ayudas públicas y su control en especial, nos debe permitir reflexionar con
cierta calma sobre el estado de la cuestión y hacer una valoración crítica de los
avances que se han ido produciendo, pero también de las insuficiencias que aún se
mantienen y cuál puede ser el modo adecuado de superarlas.

Adicionalmente al crecimiento de los recursos económicos públicos que se des-
tinan a las políticas de ayudas y subvenciones, que cuantitativamente por sí mismos
ya justifican una especial atención, debe tomarse en consideración la trascendencia
social y económica de la actuación del Estado a través de ayudas y subvenciones que
debe evitar por todos los medios que una actuación indebida o inadecuada de los
perceptores de ayudas genere no sólo perjuicios al patrimonio público, sino distor-
siones en las actuaciones cuyo fomento o protección se perseguían con la concesión
de tales ayudas y subvenciones públicas.

Jurídicamente, la gestión de subvenciones ha carecido tradicionalmente de una
regulación unitaria con anterioridad a la publicación de la Ley General Presupues-
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taria. Con anterioridad a dicha Ley, ni siquiera existía una norma con rango legal
que regulara los principios básicos y generales aplicables a todas ellas. Como saben,
con la Ley General Presupuestaria, los artículos 81 y 82 pasan a regular esta mate-
ria, si bien de una forma todavía insuficiente. No creo necesario, en este momen-
to, revisar los antecedentes más remotos en materia normativa de subvenciones,
cuestión que analizarán otros ponentes con mayor y mejor detalle, por ello voy a
situarme directamente en la etapa más reciente en lo que a esta materia se refiere;
así, en lo relativo al control de subvenciones y ayudas públicas, desde la reforma de
1991, quedó definitivamente claro que la dirección del control financiero en este
ámbito corresponde a la Intervención General, aunque se reconocen las facultades
que corresponden a los propios órganos gestores de subvenciones, reforma que
desembocó en un desarrollo importante del control de subvenciones en la Inter-
vención General que a partir de entonces adquirieron una importancia fundamen-
tal en la ejecución del Plan Anual de Auditorías. Desde entonces, la regulación del
control de subvenciones se ha beneficiado de la mejora que sobre el régimen de
control en general introdujo en 1995 el Decreto 2.188 de control interno, pero
fundamentalmente del reforzamiento que en el control financiero introduce el Real
Decreto 339 de 1998. Este último modifica el anterior y regula el procedimiento a
seguir en aquellos casos en que de las conclusiones de los controles financieros se
requieran actuaciones concretas e inmediatas por parte de los órganos gestores para
evitar perjuicios económicos a la hacienda del sujeto controlado, en especial en
materia de reintegros y subvenciones, al contemplar la obligación del órgano gestor
de iniciar expediente de reintegro y enviar posteriormente a la Intervención Gene-
ral una resolución motivada sobre la procedencia o improcedencia del reintegro y
su cuantificación.

Al reforzamiento del control de subvenciones contribuye igualmente la crea-
ción de la Oficina Nacional de Auditoría, que en el marco de una estructura con
el suficiente grado de flexibilidad y adecuación a las necesidades específicas de los
controles que se deban abordar, dedica dos de sus divisiones al control de subven-
ciones, una al control de subvenciones nacionales y otra al control de subvencio-
nes de fondos comunitarios. Debo hacer referencia, además, a la publicación de la
Orden de 12 de enero de 2000 por la que se regula la remisión de información
sobre subvenciones y ayudas públicas para la creación de la base de datos nacional
a la que se refiere el artículo 46 del Real Decreto 2.188 anteriormente citado.
Dicho artículo establece, en su apartado uno, la obligación de los titulares de los
departamentos ministeriales y presidentes y directores de organismos autónomos y
entes públicos de facilitar información a la Intervención General sobre las ayudas
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públicas por ellos gestionadas, y en el apartado dos dispone que con esta infor-
mación la Intervención General formará una base de datos nacional que facilite la
planificación y el seguimiento de las actuaciones de control cuya ejecución tiene
atribuida por el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria. También esta-
blece que la creación de la base de datos se efectuará por Orden del Ministerio de
Hacienda.

Así, esta Orden Ministerial viene a dar respuesta a las obligaciones, que tanto
la normativa nacional como la comunitaria, encomiendan a la Intervención Gene-
ral, y permite disponer de sistemas de información adecuados para coordinar la
lucha contra el fraude al presupuesto nacional y comunitario, realizar aquellas veri-
ficaciones que sólo la disposición del conjunto de la información permite.

Para su aplicación, la Intervención General ha desarrollado el sistema de infor-
mación TESEO, orientado a la creación y actualización de dicha base de datos.
Además, dado que la gestión de las subvenciones públicas es competencia de dis-
tintas Administraciones Publicas, lo que genera multiplicidad de controles y órga-
nos que intervienen, la coordinación entre ellos es de extrema importancia. Para
facilitarla y para alcanzar una mayor eficacia en la gestión del control de subven-
ciones, está prevista la celebración de convenios en colaboración con las Comuni-
dades Autónomas y Entidades Locales en el ámbito de sus correspondientes com-
petencias.

Este repaso a los avances normativos que a lo largo de los últimos años han ido
sucediendo, no quedaría completo si no hiciera mención al esfuerzo y a la dedica-
ción profesional de los funcionarios encargados de llevar a cabo lo que la normati-
va prevé, ya que sin su concurso, desarrollando metodología y planificando y eje-
cutando controles, en poco o en nada se hubieran concretado las previsiones y
posibilidades a que la normativa se refiere. Por ello, si la existencia de lagunas e
insuficiencias normativas, las debilidades en procedimientos de gestión y control o
una creciente propensión al fraude que se ha detectado y puesto de manifiesto, pue-
den poner en riesgo la eficacia del gasto público en subvenciones y puede compro-
meter objetivos de política económica y presupuestaria, por ello debemos plantear-
nos si ha llegado el momento de abordar una nueva regulación jurídica para la
gestión y el control de subvenciones. Dicha regulación, entre otros fines, intentaría
clarificar el ámbito objetivo y subjetivo del régimen legal de subvenciones o intro-
ducir procedimientos de control más ágiles y eficaces en la prevención y reducción,
así como eliminar o reducir la dispersión normativa actual.
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Es el propósito de estas Jornadas reflexionar conjuntamente, intercambiar ideas,
experiencias y visiones para tratar de obtener conclusiones que permitan, a las ins-
tancias competentes para ello, adoptar las medidas que respecto a una nueva regu-
lación de subvenciones se consideren oportunas.

Estoy convencida de que en el curso de estos dos días, las intervenciones pre-
vistas de los conferenciantes y ponentes de las mesas redondas nos proporcionarán
un conocimiento más cabal de la situación, puesto que ésta se va a abordar desde
distintos puntos de vista.

Iniciamos el seminario con una visión global, el marco político del estado sub-
vencional, a partir de entonces tendremos ocasión de disertar desde distintas ópti-
cas, la de quienes planifican el gasto público y la de los gestores de subvenciones,
la de quienes colaboran con el gestor para que las subvenciones lleguen a los bene-
ficiarios finales y la de quienes desde los distintos órganos de control, interno y
externo, se ocupan de verificar el cumplimiento de lo establecido.

Era imprescindible que las diversas visiones procedieran de los ámbitos compe-
tenciales de las distintas administraciones; así, tendremos aquí intervenciones des-
de la óptica de las Instituciones Comunitarias y desde las Comunidades Autóno-
mas, ámbitos ambos con los que especialmente, desde las funciones que competen
a la Intervención General de la Administración del Estado, se promueve un espíri-
tu de coordinación que facilite y optimice el aprovechamiento de los medios dis-
ponibles.

La visión, sin embargo, no sería completa sin la participación de todos ustedes
que han tenido la amabilidad de responder a nuestra invitación, y les animo a que
participen y a que manifiesten sus dudas o expongan sus opiniones.

No quiero finalizar la presentación de estas Jornadas sin aprovechar el excelen-
te foro de audiencia que se me ofrece para hacer una referencia, aunque breve, a
otros aspectos del trabajo de la Intervención General. Nuestras funciones como
órgano de control interno, a través de la función interventora y del control finan-
ciero, como órgano directivo y gestor de la contabilidad pública, y como órgano
encargado de la planificación, diseño y ejecución de la política informática de la
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, harían excesivamente prolija una
referencia a los proyectos, avances o actuaciones llevadas a cabo en los dos últimos
años, los transcurridos desde las anteriores Jornadas; por ello, quiero referirme, sin
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merma de la relevancia del resto, a aquéllos que, por uno u otro motivo, son de
más actualidad o de más interés para la mayor parte de ustedes.

En el ámbito del control del gasto público, me gustaría recordar que éste tiene
una doble vertiente: cualitativa y cuantitativa. En la primera de ellas es donde tra-
dicionalmente ha desempeñado sus funciones la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, determinando la legalidad, eficiencia y economía del gasto y
del ingreso, tanto a través de la función interventora como de los controles finan-
ciero, o auditorías posteriores. No hay que olvidar la segunda faceta complementa-
ria que se refiere al control cuantitativo del gasto que deriva de nuestras compe-
tencias en materia contable y que nos enlaza con los compromisos de estabilidad
ante la Unión Europea y con nuestro propio proyecto de Ley de Estabilidad Pre-
supuestaria. Debemos ser conscientes de que ambos aspectos son necesarios y com-
plementarios, sin que uno sin el otro pueda cobrar su sentido.

Tras esta breve reflexión sobre el control financiero, me gustaría poner de relie-
ve las actuaciones derivadas de la aplicación de los ya citados Decretos 2.188 de
1995 y el posterior 339 de 1998, que han posibilitado llevar a la práctica los lla-
mados informes de actuación y los informes a Consejo de Ministros, en el prime-
ro de los casos con obligado seguimiento por el titular del departamento responsa-
ble de las recomendaciones formuladas en los respectivos informes.

Con motivo de la ya muy próxima introducción del euro como única moneda
de curso legal, la Intervención General ha venido trabajando desde hace tiempo
para que el periodo de transición y la implantación de la moneda única se desarro-
llen en relación con nuestras competencias de la mejor forma posible. Esta labor se
ha desarrollado en tres campos:

• Dictando y participando en la elaboración de normas contables tanto para la
Administración del Estado como para la Administración Local, formando al
personal encargado de los procesos contables públicos y adecuando los siste-
mas de información a la nueva realidad, de tal forma que a la fecha actual
todos superan el 90% del avance en la adaptación y en varios de ellos ya se
ha logrado la adaptación al 100%.

• Por otro lado, quiero también comentar la situación de la revisión del Acuer-
do de Consejo de Ministros de 1997 sobre extremos a verificar en la fiscali-
zación limitada previa. Dicha revisión se ha abordado a la vista de las nece-
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sidades que se han ido manifestando con el transcurso del tiempo y como
consecuencia de importantes modificaciones normativas, en especial la nue-
va Ley y el nuevo Reglamento de contratos. Esperamos haber finalizado el
proyecto de acuerdo antes de la finalización del presente ejercicio.

• Por último, quiero hacer mención a la importante labor que la Intervención
General desarrolla como encargada de la elaboración de la cuentas naciona-
les de las Administraciones Públicas, función a la que los proyectos de Ley de
Estabilidad Presupuestaria otorgan una especial relevancia para verificar el
cumplimiento de los objetivos que allí se establecen. La Ley de Estabilidad
Presupuestaria emplaza además, como ya saben, a que en el plazo de seis
meses se elabore y se presente por el Gobierno un nuevo texto de Ley Gene-
ral Presupuestaria. La Ley de Medidas de 1998 anticipó la reforma de los
títulos correspondientes al control y a la contabilidad pública; no obstante,
el dinamismo de nuestras funciones pone de manifiesto la necesidad cons-
tante de revisión de nuestros procedimientos y normativas, por lo que dicho
nuevo proyecto será fundamental para el trabajo de la Intervención General
de la Administración del Estado, sin ir más lejos en materia de subvenciones.

Quiero acabar esta presentación deseando que estas Jornadas sirvan para cum-
plir los objetivos que en su organización nos marcamos, agradeciendo a los confe-
renciantes y ponentes que hayan aceptado participar y compartir con todos noso-
tros sus conocimientos y experiencias, a todos ustedes su asistencia y atención, y
especialmente al Excmo. Sr. Ministro de Hacienda que haya tenido la deferencia de
acudir a inaugurarlas, gesto con el que respalda y apoya la labor de la Intervención
General.
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El Estado subvencional: el marco político
Excmo. Sr. D. Íñigo Cavero Lataillade
Presidente del Consejo de Estado

Una buena manera de acercarnos al concepto de Estado Subvencional es sin
lugar a dudas empezar por las previsiones que nuestra Constitución nos brinda, es
decir, por su marco jurídico y político, ya que el sentido y alcance que se quiera dar
a la expresión Estado Subvencional puede ser objeto de diferentes interpretaciones.

El marco constitucional de una teoría subvencional se basa en lo que trataré
de resumir a continuación. El Preámbulo de la Constitución (C.E.) parte de que
«la Nación Española proclama su voluntad de, entre otras cosas, promover el pro-
greso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de
vida» e inmediatamente después el artículo 1.1. establece que «España se consti-
tuye en un Estado Social y Democrático de Derecho que propugna como valores
superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el plu-
ralismo político».

El art. 9.2. señala que «corresponde a los poderes públicos promover las condi-
ciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se
integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su
plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, eco-
nómica, cultural y social».

De este modo, los objetivos proclamados en el Preámbulo se complementan
con los preceptos del artículo 1.1. en cuanto define al Estado y sus principios supe-
riores y la fijación de obligaciones para los poderes públicos en el 9.2.

Ese artículo 1.1. es un artículo de inicio, de definición de un modelo de Esta-
do al que a lo largo del resto del articulado se le va dando forma; es la primera con-
secuencia normativa de lo manifestado en el Preámbulo de la Constitución como
intenciones y objetivos. Producto de ello es esa definición y caracterización de un
tipo de Estado.



Señala Lucas Verdú, al referirse al Estado Social y Democrático de Derecho,
recogido en el art. 1.1., que el Estado español descansa en una estructura socioe-
conómica neocapitalista típica de las democracias occidentales desarrolladas y seña-
la tres como rasgos salientes de nuestro Derecho Constitucional Económico:

• Regulación jurídico constitucional de una economía mixta con un sector pri-
vado predominante (arts. 33 y 38) y otro sector público más reducido sus-
ceptible de ampliación (arts. 128 y 131).

• Una caracterización de la función social de la propiedad privada y de la
herencia.

• Subordinación de toda la riqueza del país en sus distintas formas, cualquiera
que sea su titular, al interés general, (art. 128).

A lo que habría que añadir los imperativos, auténticos mandatos constitucio-
nales, contenidos en los arts. 9.2., 40 y 129, cuya aplicación puede transformar la
estructura socioeconómica del Estado.

El Estado social de Derecho, que participa de la preocupación liberal por los
derechos y libertades individuales, plasma en el art. 1.1. de la Constitución el
enunciado que deberá encontrar su contenido en el cumplimiento del mandato
del art. 9.2., en cuanto ordena a los poderes públicos que hagan «reales y efecti-
vas» la libertad y la igualdad. Este artículo orienta imperativamente la actuación
de los poderes públicos para que estos desempeñen una tarea en pro de la nive-
lación social y a la vez preserven la libertad individual, objetivo que, aunque no
fácil, es obligatorio en función de las circunstancias y disponibilidad de medios y
recursos.

El art. 9.2. completa su encomienda a los Poderes públicos impulsándoles a
facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
social y cultural.

Cuando se refiere a la vida política no se limita a la elección de los represen-
tantes, sino que se extiende a la participación ciudadana en todo tipo de actuacio-
nes susceptibles de ser calificadas así, haciendo referencia a la participación social,
los derechos y deberes de intervención en los asuntos públicos, etc. En cuanto a la
vida económica es preciso destacar que la igualdad social puede, teóricamente, con-
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seguirse por la acción intervencionista directa de los poderes públicos, pero indu-
dablemente ese derecho queda garantizado cuando se posibilita un marco de rela-
ciones sociales que tiende a hacerla posible sin necesidad de emplear, como recur-
so único, la acción redistributiva de la Administración ejercida a posteriori.

Si bien el art. 38 de la Constitución reconoce la libertad de empresa en el mar-
co de la economía de mercado, sin embargo los poderes públicos deberán garanti-
zar y proteger su ejercicio, así como la defensa de la productividad, de acuerdo con
las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación como recur-
so extremo. Buena parte de las previsiones de este artículo están encuadradas en el
capítulo segundo «Derechos y Libertades» sección 2.ª «de los Derechos y Deberes
de los Ciudadanos».

El modelo económico que vino a instaurar la C.E. de 1978 ha sido fruto del
espíritu de consenso. La C.E. no ha establecido una organización económica fija,
sino que ha optado por establecer una combinación de conceptos lo suficiente-
mente abiertos para permitir la actuación de diversas opciones políticas. Pero un
condicionante de la evolución del modelo de nuestra economía era, inicialmente
nuestra pretensión y luego logro, de ingreso en la Comunidad Económica a cuyas
prescripciones o directrices de economía social de mercado deberíamos sujetarnos.

Si bien la C.E. recogió la expresión «Economía de Mercado» y no «Social de
Mercado» (Alfred Müller Armack-Ludwig Erhard) por considerar los sectores de
UCD Social Demócrata (L. González Seara) y Liberal (A. Jiménez Blanco) que
tenía demasiadas reminiscencias demócrata-cristianas.

Como señala Martín Retortillo, en sus reflexiones sobre la Constitución Eco-
nómica, habrá que estudiar el encuadramiento económico que resulta del texto
constitucional, puesto que, junto a derechos tutelables judicialmente, se contienen
principios que deben informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actua-
ción de los poderes públicos en cuanto suponga actuar en el ámbito económico al
tiempo que establecen simultáneamente un auténtico límite competencial a tales
actuaciones.

El artículo 38 no debe ser estudiado de forma aislada. Como ha indicado el Tri-
bunal Constitucional (T.C.), la Constitución contiene una serie de principios bási-
cos de orden económico que han de entenderse de forma unitaria y armónica. El
propio Preámbulo de la C.E. establece la voluntad de la Nación española de garan-
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tizar la convivencia democrática, dentro de la Constitución y de las leyes, confor-
me a un orden económico y social justo. La propia definición del Estado como
social y democrático de Derecho (art. 1.1) y la obligación impuesta a los poderes
públicos para promover las condiciones necesarias para que la libertad y la igualdad
sean reales y efectivas, y faciliten la participación ciudadana, pueden ser una mues-
tra de la filosofía que subyace en el orden constitucional económico español.

La Constitución ha situado en el centro de los llamados derechos económicos
el derecho a la propiedad (art. 33) y el derecho a la libertad de empresa dentro del
marco de la economía de mercado (art. 38). Lo ha hecho de tal forma que, como
ha indicado Alzaga Villamil, puede decirse que, en realidad, nuestro modelo eco-
nómico constitucional es el llamado de «economía social de mercado». Por dos cau-
sas; porque el artículo 33 reconoce el derecho a la propiedad privada, pero consti-
tucionaliza la función social de la propiedad y porque, al reconocer la libertad de
empresa sitúa su ejercicio dentro de las exigencias de la economía general y, en su
caso, de la planificación.

La C.E. no determina cuál es el contenido esencial del derecho a la libertad de
empresa. Pero si por contenido esencial entendemos, como lo ha hecho el Tribunal
Constitucional, aquella parte del contenido de un derecho sin la cual éste pierde su
peculiaridad, debemos de concluir que, en la consideración de la libertad de empre-
sa, y en la definición de la economía de mercado, están involucrados aquellos
aspectos que le dan una plena virtualidad, y entre ellos los artículos 128 y 131, lo
que nos permite también hablar de la «función social» de la libertad de empresa.

El modelo económico definido por la C.E., en opinión de Entrena Cuesta,
sería un sistema de competencia económica que vincula la libertad de competencia
con la garantía de propiedad privada y la libre iniciativa empresarial con el progre-
so social.

Situado el artículo 38 dentro del contexto constitucional, se hace preciso defi-
nir el marco dentro del cual ha de desenvolverse la libertad de empresa: la econo-
mía de mercado. Ariño Ortiz señala cómo la economía de mercado, en su sentido
más puro, es un modelo de orden económico en virtud del cual el protagonismo
de la acción económica corresponde a la sociedad, a la iniciativa privada.

En esta interpretación, (que no es unánime) el Estado no entraría más que en
aquellos casos en que la iniciativa privada no puede hacerlo o no lo hace con la
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intención y alcance que la sociedad requiere. No se trata de que el Estado asuma
aquel papel que corresponde al sector privado, entiende el autor citado, sino de
determinar si tienen cabida la iniciativa económica pública y la iniciativa privada
en la economía.

No contempla, es cierto, la C.E. la iniciativa pública como el supuesto normal
en virtud del cual se mueva el sistema económico español, pero tampoco la prevé
como excepcional. Lo que la C.E. constitucionaliza es la compatibilidad entre
ambos sectores económicos en aras a la defensa del interés general.

Son trabajos interesantes, entre los muchos publicados, el del Instituto de
Estudios Económicos «El modelo económico de la Constitución Española», diri-
gido por Fernando Garrido Falla (con Ariño, Bassols, Baena y Entrena) y «La
Constitución a examen» (García de Enterría, Sagardoy y Gasoliba). Todos los
comentaristas del Derecho Constitucional español se han ocupado de la Consti-
tución Económica.

Juan Asenjo considera que el reconocimiento constitucional de la libertad de
empresa dentro de la economía de mercado y el reconocimiento de la iniciativa
pública en la actividad económica manifiestan la coexistencia y complementariedad
de la iniciativa pública con una iniciativa privada orientada por opciones macroe-
conómicas que se adoptan a través de procedimientos públicos de decisión, y con-
figuran un mercado social en el que colaboran conjuntamente la fuerzas del sector
privado y del sector público en aras a la consecución de intereses conjuntos y nun-
ca contrapuestos.

Definido el marco dentro del cual se debe situar la libertad de empresa en nues-
tra Constitución, esto es, la economía de mercado, se hace preciso delimitar el con-
tenido de aquélla.

Según Bassols, es aquella libertad que se reconoce a los ciudadanos para afectar
o destinar bienes para la realización de actividades económicas al objeto de produ-
cir e intercambiar bienes y servicios conforme a las pautas o modelos de organiza-
ción típicas del mundo económico contemporáneo con vistas a la obtención de un
beneficio o ganancia.

El T.C. ha perfilado el contenido de la libertad de empresa, entendiéndola no
como el derecho a acometer cualquier empresa, sino como el derecho a iniciar y
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sostener en libertad la actividad empresarial cuyo ejercicio está disciplinado por
normas de muy distinto orden.

Esbozado ese modelo económico que técnicamente presenta la Constitución, se
trata ahora de plantearnos qué papel representa en ese modelo la subvención y si su
empleo puede llevarnos a hablar de un Estado Subvencional.

Fernando Garrido Falla, siguiendo a D. Luis Jordana de Pozas señala como
tipología de la actividad administrativa:

1. Acción de coacción.
2. Acción de estímulo o persuasión.
3. Acción de prestación. Aquí por sí o por terceros (Subvención).

Como primer punto hay que plantearse cuál es el concepto y significado de la
subvención. La actividad subvencional es tan compleja y variada que resulta difícil
encuadrarla en un molde único. Las subvenciones públicas constituyen, al propio
tiempo, una actividad administrativa, una modalidad de gasto público, una mane-
ra de hacer política y una manera de entender cómo y hasta dónde ha de interve-
nir el Estado en el desarrollo de determinados sectores económicos.

Las fórmulas intervencionistas utilizables serían:

• Legislativa (53.1) (128.2)
• (Positive Bindeurg) (103) y (97)
• Intervenciones administrativas
• Planificación

En la medida en que la subvención es una institución de Derecho Público, que
participa del Derecho Administrativo y del Financiero, es necesario acudir a ambas
ramas del Derecho para definirla.

Según el Diccionario Económico y Financiero (Bernard-Colli) subvención es
«el gasto otorgado a título definitivo a una persona pública o privada a fin de ali-
gerar o compensar una carga o fomentar una actividad determinada» y, de modo
más especializado, son «las transferencias efectuadas por una colectividad pública en
provecho de otras colectividades públicas, instituciones sociales o empresas».
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El Diccionario de la Lengua Española —R.A.E. vigésimo segunda edición
(2001)— define «subvención: acción y efecto de subvenir/Cantidad con que se
subviene» y «subvenir: venir en auxilio de alguien o acudir a las necesidades de
algo».

En la doctrina administrativa Fernández Farreres señala que la subvención con-
siste en «una atribución patrimonial a fondo perdido, normalmente una suma dine-
raria, sin obligación de devolver por el beneficiario, que una Administración Públi-
ca realiza a favor de otra Administración Territorial distinta o, más frecuentemente,
a favor de particulares, afectada o vinculada a un fin por el que otorga».

Díaz Lema refiriéndose a las de carácter económico la define como «todos y
cada uno de los beneficios económicos contenidos en la legislación de dirección y
promoción económica» y señala como notas características su no concesión de
acuerdo con las condiciones del mercado, su no vinculación a una determinada for-
ma jurídica y el ser instrumento del Estado para dirigir y promover la economía
privada.

En el ámbito supranacional, la Unión Europea no utiliza el concepto estric-
to de subvención, sino que se refiere a las ayudas estatales, ligadas a la realización
de objetivos económicos y sociales concretos, con el límite del respeto y garantía
del principio de libre competencia entre los Estados miembros. De su importan-
cia no es necesario insistir: la actitud europeísta mayoritaria de la opinión públi-
ca española está muy ligada a las «ayudas europeas», sean compensatorias (de soli-
daridad y agrarias) o estructurales. ¿Qué pasará cuando desaparezcan o se
reduzcan?

Para la concepción administrativista tradicional, la subvención ha venido sien-
do considerada como una técnica propia de la administración de fomento que con-
siste en una atribución patrimonial, con el fin de llevar a cabo determinados com-
portamientos considerados de interés general. Como decía Jordana de Pozas, el
hombre se mueve por el honor, el derecho y el provecho. Aún cuando esta idea de
subvención vinculada a la de fomento sigue vigente, ha sido criticada también por
distintas voces que proponen sustituir la categoría de la actividad de fomento por
la de acción dispensadora de ayudas.

De lo dicho hasta ahora se desprende que cuando hablamos de subvenciones
estamos en presencia según la doctrina de tres notas caracterizadoras: en primer
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lugar la Administración concedente lleva a cabo un acto de disposición del que se
deriva un beneficio para el destinatario, sea un particular, sea otra Administración.

En segundo lugar, es preciso destacar que el beneficiario no asume obligación
alguna de reintegrar la cantidad recibida y, finalmente, las subvenciones van ligadas
a unos objetivos o fines concretos lo que supone un marco delimitador de la sub-
vención que es susceptible de control, al igual que todo el procedimiento de otor-
gamiento.

El momento del cumplimiento de esa finalidad permite distinguir entre sub-
venciones «ex ante», que se conceden previamente al cumplimiento de las condi-
ciones y exigen, por tanto, que se realice una determinada actividad o las «ex post»,
en las que la exigencia radica en demostrar cumplidos los requisitos.

Por su parte la variedad de fines ya sean económicos, sociales o culturales, nos
llevan a una diversidad de tipos de subvenciones, aún cuando todas ellas impliquen
el desarrollo básico de una actividad económica. Mas recientes a Partidos Políticos,
Sindicatos, Elecciones, Fundaciones políticas, aunque no explícitamente.

En el ámbito del Derecho financiero y presupuestario, se ha subrayado el carác-
ter de gasto público de la subvención, reconociendo su estudio a los aspectos con-
tables, a la fiscalización y al cumplimento de los objetivos y programas de las asig-
naciones presupuestarias.

Los subsidios, por otro lado, tienen efectos tanto microeconómicos, como
macroeconómicos. Por lo que afecta a la primera premisa es obvio que pueden
introducir distorsiones en el sector al que van dirigidos, falseando la competencia e
incluso dificultando la libre actuación del mercado.

En el sentido macroeconómico se puede considerar el posible aumento del défi-
cit presupuestario con sus sabidas consecuencias, teniendo en cuenta además que
los costes del subsidio deben ser financiados por diversos mecanismos, como redu-
cir otros gastos, elevar los impuestos, o recurrir a la creación monetaria.

Tal dispersión en el estudio económico, administrativo y financiero ha sido,
en buena medida, reconducida a unidad en sus aspectos esenciales a partir de la
Ley de Presupuestos Generales del Estado del año 1991, que modificó el Texto
Refundido de la Ley General Presupuestaria introduciendo una sección: «Ayudas
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y subvenciones públicas», a partir de la cual cabe un estudio completo de las sub-
venciones.

Tales notas son las siguientes:

a) La subvención es un acto de disposición de fondos a título gratuito.
b) La Entidad concedente ha de ser una Administración Pública.
c) El objeto de la subvención es la entrega de fondos públicos.
d) Los fondos objeto de la subvención se entregan con un fin público com-

prendido en el ámbito de las competencias materiales de la Entidad conce-
dente.

Actualmente hemos alcanzado una política subvencional tan desarrollada (tan-
to por la diversidad de actuaciones, como por las grandes cantidades de recursos
destinados a ellas) que hoy resulta impensable gobernar sin subvencionar. La sub-
vención ha sido la principal forma —junto a los beneficios fiscales— de ayuda
pública. Sin embargo, hoy la subvención ni es la única técnica de fomento ni
siquiera es exclusivamente una técnica de fomento. La subvención ha pasado a ser
directamente una forma de intervención del Estado en la economía; se presenta no
sólo como una clásica técnica de fomento sino como un instrumento de la planifi-
cación económica.

La subvención se configura como una forma de asistencia económica a favor
de los productores o consumidores de determinados bienes o servicios que resul-
ta sufragada por los propios contribuyentes. Sus efectos se dejan sentir en la asig-
nación de recursos, en la productividad de las empresas y en el bienestar de la
sociedad.

En una sociedad democrática cabe distinguir unos inputs demandantes y unos
oferentes de intervención estatal. Los primeros lo constituyen los votantes y los gru-
pos de presión, sobre los que de una forma u otra influyen los medios de comuni-
cación, las condiciones económicas y la ideología. Entre los oferentes nos encon-
tramos a los políticos y la propia estructura administrativa, en concreto los altos
funcionarios que también resultan permeables a las demandas sociales.

En opinión de Downs los partidos políticos formulan sus políticas como medio
para obtener votos, y los ciudadanos votantes apoyaran a los partidos según los
beneficios que esperen conseguir.
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Por su parte, la actuación de los partidos políticos es muy diferente si compiten
por el gobierno o si ya han llegado a él. Considera este autor la importante influen-
cia de los llamados burócratas y de los grupos de presión que buscan como una de
sus funciones influenciar en la formulación y ejecución de la política representada
como un conjunto de decisiones tomadas por el ejecutivo, legislativo o judicial.

No sólo en el aspecto interno cabe hablar de tensiones a la hora de definir cuá-
les son los fines merecedores de las subvenciones. En la política internacional las
subvenciones son la figura más genuina de ayuda estatal. Los instrumentos a través
de los cuales se canalizan las ayudas se clasifican según OCDE en directos e indi-
rectos. Entre los primeros están las subvenciones, los préstamos de interés privile-
giado, las garantías de participación en el capital de las empresas, la restricción a las
importaciones y la concesión de incentivos a las empresas para su establecimiento
en determinadas áreas en el contexto de la política regional.

Entre los indirectos destaca la Organización los incentivos fiscales, la política de
compras y contratos públicos y el establecimiento de normas que dificultan el acce-
so al mercado interno de los productos de otros países.

La gran complejidad de los esquemas de apoyo gubernamental puestos en prác-
tica a lo largo de los años provoca que las ayudas estatales sean en gran medida opa-
cas, reduciendo la posibilidad de cuantificarlas y analizar su impacto económico a
nivel internacional, problema que se traduce en la diversidad de procedimientos
institucionales. En opinión de la U.E. «la necesidad de transparencia se hace más
acuciante debido a la proliferación y magnitud de las ayudas, que obligan a contar
con un marco estructurado que permite analizar la equivalencia de las nuevas medi-
das y revisar las de los ya existentes».

Junto a los análisis y estudios que se han venido realizando de la subvención,
ya sea desde una perspectiva propia del Derecho Administrativo, ya sea desde la
óptica del Derecho Financiero, surge un aspecto básico en nuestro modelo territo-
rial de Estado, no ya a la hora de analizar la naturaleza jurídica de la subvención,
sino atendiendo a si la subvención puede servir de criterio delimitador de compe-
tencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Cuando hablamos del Estado subvencional, referido a nuestro Estado, hemos
partido de la definición de este Estado como social y democrático de derecho, pero
desde el punto de vista territorial es un Estado autonómico consolidado a lo largo
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de estos años y de la labor que han ido realizando los órganos competentes a la hora
de definir y delimitar sus competencias.

En esta línea es preciso traer a colación la labor del Tribunal Constitucional a
la hora de analizar y decidir un elevado número de conflictos de competencia en
los que el fondo del asunto era de una u otra forma las subvenciones. Se han plan-
teado así varias cuestiones que fundamentalmente llevan a la pregunta de si el Esta-
do, al convocar determinadas subvenciones en materias sobre las que las Comuni-
dades Autónomas tenían competencias, altera o no el reparto de competencias.

Es una constante que en los Estados cuyo modelo territorial de distribución del
poder es similar al nuestro, el poder central subvencione, con cargo a su presu-
puesto, actividades que caen en el ámbito competencial de los entes territoriales
autónomos. Se trata de subvenciones finalistas, afectadas a un fin concreto de inte-
rés público. Las subvenciones han sido, son y serán un medio de intervención en
la política económica y social.

La preocupación por un desarrollo equilibrado de los sectores productivos y de
las diferentes zonas del territorio así como el objetivo de la igualdad explican ese
intervencionismo estatal en ámbitos en los que se dan cita las competencias auto-
nómicas.

A lo largo de las diferentes y abundantes sentencias del T.C. cabe señalar la
siguiente conclusión: la subvención no es un concepto que delimite competencias.
Si se aceptara que la potestad de gasto habilita sin más al Estado para ejercer las
competencias, esto trastocaría el sistema de distribución de competencias que se
desprende de la Constitución y los Estatutos.

En los supuestos en que en una materia interviene el Estado a través de la con-
cesión de una subvención y las Comunidades Autónomas por razón de su compe-
tencia en la materia, el T.C. señala que «lo que acontece al establecerse la relación
jurídica subvencional es que las respectivas competencias, estatal y autonómica,
entran en un marco necesario de cooperación y colaboración en cuanto se orien-
tan a una actuación conjunta en la que no deben mermarse ni la competencia de
la Comunidad sobre la materia subvencionada, ni la que el Estado tiene para
garantizar la coordinación y la unidad política económica, así como la efectiva
consecución de los objetivos perseguidos en los programas a los que se asignan las
subvenciones».
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De acuerdo con lo que ha venido sosteniendo el T.C. a efectos de competen-
cias, cabe señalar:

• En cuanto a la forma de consignación presupuestaria.

— Los fondos destinados a materias cuya competencia sea exclusiva de la
Comunidad Autónoma y el Estado no invoque título competencial algu-
no, deben atribuirse directa e incondicionadamente a las Comunidades
Autónomas y si es posible deben territorializarse en la propia Ley de Pre-
supuestos aplicando el art. 153 de la LGP.

— En el caso de referirse a competencias compartidas, el Estado puede con-
signar subvenciones de fomento en sus presupuestos generales, especifi-
cando su destino y regulando las condiciones de otorgamiento, dejando
siempre un margen de actuación a las Comunidades Autónomas.

• En cuanto a la normativa que rige la concesión.

— Esa normativa será en general determinada en función de quién sea la
Administración competente en la materia. Si bien las condiciones básicas
podrán ser fijadas por el Estado en aras a la necesaria coordinación y
mantenimiento de condiciones igualitarias en todo el territorio.

• Por último, en cuanto a la gestión de la subvención, es decir, recepción de
solicitudes, verificación de datos, tramitación, liquidación, pago y control,
que sea o no competencia estatal es una cuestión esencial por cuanto supone
en su caso la aplicación de los arts. 81 y 82 de la L.G.P.

Llegados a este punto conviene detenerse y examinar la admisibilidad constitu-
cional de la intervención pública mediante subvenciones. Nuestra Constitución
más que establecer las líneas generales de las subvenciones fija unos límites o con-
dicionamientos a la política subvencionadora, a través del establecimiento de prin-
cipios como el de igualdad, no arbitrariedad, legalidad, publicidad en la asignación
de recursos públicos, eficiencia, objetividad, etc.

En la configuración de nuestro Estado, tal y como lo define la Constitu-
ción, la admisibilidad constitucional de las subvenciones, en cuanto formas de
intervención de los poderes públicos en la economía, se encuentra esencial-
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mente en la formulación de los principios rectores de la política social y eco-
nómica.

La referencia en los preceptos del Título I, Capítulo II, al fomento, promo-
ción, estimulo, o ayuda en múltiples y diversos sectores ha legitimado el empleo
de las subvenciones públicas en muy variados ámbitos. Ello no significa que esos
principios supongan para los poderes públicos un deber de subvencionar, sino que
simplemente permiten que se pueda emplear este instrumento de política social y
económica. Por lo tanto, el ciudadano no puede pensar que tenga un derecho a la
subvención derivado directamente de la Constitución. En este sentido se expresó
el T.C. en su sentencia 86/1985 referida a las ayudas a los centros docentes.

En su fallo, el Tribunal estimó que «en el artículo 27.9(...) no se enuncia como
tal un derecho fundamental a la prestación pública... Está materializada en la téc-
nica subvencional o, de otro modo, habría de ser dispuesta por la Ley... Ley de la
que nacería, con los requisitos y condiciones que en la misma se establezcan, la
posibilidad de instar dichas ayudas y el correlativo deber de las Administraciones
Públicas de dispensarlas, según la previsión normativa»...

Lo que resulta indudable es el obligado respeto de la decisión de subvencionar
a los principios que se derivan de la Constitución, tales como el de igualdad, no
arbitrariedad, legalidad, libertad de empresa, etc..

El principio de igualdad tiene una importancia decisiva en la prestación de sub-
venciones por los poderes públicos. Como indica Santamaría Pastor «Es un hecho
clamoroso el que la actividad subvencional de las Administración Públicas..., se rige
todavía, en buena parte de sus diversas manifestaciones, por reglas que desconocen
los principios de transparencia, de mérito y desde luego de igualdad. Todavía hoy
se sigue partiendo de la errónea creencia de que la actividad subvencional, en cuan-
to cara amable del poder público, se halla exenta de la aplicación de los principios
del Estado de derecho... y regida de facto por los viejos criterios absolutistas del pri-
vilegio. Queda aún mucho camino que recorrer en este ámbito, sin duda; pero la
inexcusable aplicación del principio de igualdad en este campo habrá de provocar
profundas reformas en la misma».

La protección de la igualdad en materia de política subvencional, habida cuenta
de las particularidades propias de la subvención, exige un procedimiento reglado de
la concesión y unos criterios que se adecuen a la finalidad propia de la subvención.
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Otro de los principios constitucionales que actúa de límite a la política sub-
vencional, es el principio de libertad de empresa en una economía de mercado.
En esta línea también juega un papel limitador el principio de libre competen-
cia, es decir, de actuación de las empresas en condiciones de igualdad en el mer-
cado.

Finalmente la subvención como instrumento de intervención del Estado en la
economía se ve condicionado en positivo o negativo por el catálogo de derechos
fundamentales reconocidos en la Constitución.

A la vista del texto constitucional, no cabe hablar de un Estado subvencional
en términos absolutos y literales, lo que no quiere decir ni mucho menos que la
subvención sea un instrumento ajeno a nuestro sistema de actuación política, ni
alejado de la Constitución.

La Constitución lo permite y a su vez lo limita, pero en ningún caso lo exclu-
ye, aún cuando no lo impone.

A lo largo del tiempo ha venido siento un instrumento jurídico de fomento, de
promoción, equilibrador. Actualmente el panorama se nos presenta, por lo que a las
subvenciones se refiere, cargado de complejidad y ello por cuanto:

a) son distintas las posibles entidades concedentes y se pueden mover en el
plano nacional o supranacional;

b) son muy diversos y fraccionados los sectores objeto de trato subvencional.
De ahí la necesidad de una información accesible, comprensible y transpa-
rente a fin de hacer efectivos los principios delimitadores de las políticas de
subvención que prevé la Constitución;

c) esa complejidad exige una cierta uniformidad y seguridad en el esta-
blecimiento de las bases de regulación y fundamentalmente un escrupulo-
so seguimiento y control a fin de evitar fraudes cuyos efectos negativos, una
vez puestos al descubierto, se mantienen durante largo tiempo para los sec-
tores o Estados afectados.

La subvención es y seguirá siendo una técnica de intervención estatal clara y
con unos efectos políticos, económicos y sociales indiscutibles.
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De su bondad como instrumento de actuación hablarán el grado de consecu-
ción de los fines perseguidos y del grado de adecuación de esos fines y objetivos, al
interés general, ya que como cualquier instrumento de intervención no es bueno ni
malo en sí mismo, sino en función del uso que efectivamente se dé al mismo.

Un Estado subvencional no puede enmascarar permanentemente situaciones o
sectores críticos, y sobre todo no puede a través de fórmulas encubiertas limitar los
derechos y libertades que con carácter fundamental recoge la Constitución. Por eso
es preciso prestar especial atención a los límites que merece la opinión que estima
que la actividad subvencional se mueve en un terreno de libre apreciación por el
poder público. La Constitución nos brinda una serie de claros principios que bien
en negativo o en positivo delimitan lo que ha de ser propiamente la práctica sub-
vencional. Dentro de esos principios delimitadores hay que destacar, sin duda, el
principio de igualdad y el principio de libertad de empresa, junto con todos aque-
llos que se refieren a la actuación administrativa en general y los que el artículo 31
dedica en particular al gasto público.

La presencia de una regulación en exceso fraccionada de las subvenciones o
bien su tratamiento a través de las leyes anuales del Presupuesto han llevado a voces
autorizadas a plantearse si es o no necesario, una regulación específica de la sub-
vención que contenga los aspectos esenciales.

El Consejo de Estado ha tenido ocasión de pronunciarse a través de sus dictá-
menes en asuntos diversos que se referían de forma directa o indirecta a las sub-
venciones.

Quiero destacar dos tipos de dictámenes. En primer lugar, los que hacen refe-
rencia al concepto y naturaleza de las subvenciones, y en segundo, los que se plan-
tean al hilo de las dudas en la interpretación de los Tratados y delimitan cómo ha
de proceder el Estado español ante las decisiones de la Comisión Europea sobre pla-
nes o programas de ayudas nacionales.

Dentro del primer tipo, el Consejo ha tenido oportunidad de analizar, entre
muchos otros, el proyecto modificado de Real Decreto por el que se aprobaba el
Reglamento para la concesión de ayudas y subvenciones públicas. Se trataba de
emitir un segundo dictamen, ya que tras el primero, la Autoridad consultante
introdujo una serie de modificaciones, lo que motivó una segunda consulta con un
texto modificado (Dict. 1.361/93).
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En este nuevo texto se individualizaban los conceptos de «ayudas» y de «sub-
venciones», aunque se da, sin embargo, una definición omnicomprensiva de ambas.

Entiende el Consejo de Estado que las subvenciones, como técnica de fomen-
to, han sido definidas doctrinalmente como «cantidades globales de dinero público
que la Administración, dentro de los límites del poder presupuestario, otorga a fon-
do perdido». Desde un concepto estricto de las subvenciones, en el marco de la
actividad de fomento, podría pensarse que otras disponibilidades de dinero públi-
co no causalmente conectadas al fomento, podrían no comprenderse en el concep-
to de «subvención», como, a título de ejemplo, las prestaciones económicas de
carácter asistencial.

Con ocasión de este dictamen el Consejo de Estado se plantea la cuestión com-
petencial entre Estado y Comunidades Autónomas a la hora de abordar si la ges-
tión de todo tipo de ayudas ha de hacerse con sujeción al Reglamento proyectado.
Centrando el origen de la argumentación en que la gestión de las subvenciones y
ayudas pertenece al ámbito de las competencias ejecutivas y considerando que
cuando la gestión está atribuida a la Administración General del Estado no hay
duda de que su conexión ha de hacerse con sujeción a este Reglamento, matiza
estos principios posteriormente. Cuando señala la gestión es autonómica pero la
competencia normativa en su conjunto está atribuida al Estado, señala, la gestión
también se realizará conforme al texto consultado.

Analiza asimismo la efectividad de los principios de objetividad y publicidad.
Considera que se lograrán en la medida que los preceptos reglamentarios tengan
virtualidad para establecer un procedimiento que asegure la concurrencia y publi-
cidad y añade que mediante las exigencias proyectadas en el Reglamento se coad-
yuvará a la objetividad. Recuerda el Consejo de Estado que la objetividad es uno
de los principios constitucionales que obliga a todas las Administraciones (y a sus
gestores públicos).

Asimismo reviste interés singular el dictamen 1.428/2001 relativo al Proyecto de
Real Decreto por el que se establece el régimen de ayudas y el sistema de gestión del
Plan de consolidación y competitividad de la Pequeña y Mediana Empresa.

El proyecto de Real Decreto comienza con una referencia al Plan de Conso-
lidación y Competitividad de la Pequeña y Mediana Empresa, que tiene como
ámbito temporal de vigencia el período 2000-2006, y prevé «medidas de apoyo
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y actuaciones de fomento destinadas a las pequeñas y medianas empresas espa-
ñolas en el marco de una política orientada a consolidar el tejido empresarial
español, a aumentar la competitividad de la empresa, a mejorar el medio ambien-
te y, como consecuencia, a propiciar el empleo y la creación de riqueza». Desa-
rrolla el proyecto el régimen de ayudas previsto en el mencionado Plan de Con-
solidación y Competitividad, que ha de ser ejecutado por las Comunidades
Autónomas.

El artículo 88 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea dispone en
su apartado 3 que «la Comisión será informada de los proyectos dirigidos a conce-
der o modificar ayudas con la suficiente antelación para poder presentar sus obser-
vaciones». La Comisión examinará si el proyecto es compatible con el mercado
común. Así resulta del procedimiento regulado en el Reglamento (CE)
n.º 659/1999. El régimen de ayudas previsto en el Proyecto de Real Decreto con-
sultado responde al tipo regulado por el Reglamento (CE) n.º 659/1999.

Existen, sin embargo, dos clases de ayudas que quedan exentas del requisito
de notificación previa a la Comisión. La primera es la señalada en el artículo 89;
la segunda clase de ayudas exentas del requisito de notificación previa a la Comi-
sión es la que se beneficia de la denominada norma «de minimis». Dicha norma
fija un umbral absoluto de ayuda por debajo del cual se considera inaplicable el
apartado 1 del artículo 87 del Tratado CE, al entenderse que la ayuda no puede
producir ningún efecto significativo en el comercio intracomunitario. La norma
«de minimis», se aplica con independencia del tamaño de las empresas beneficia-
rias.

El régimen de ayudas contenido en el Real Decreto que se proyecta no ha sido
todavía autorizado por la Comisión Europea. Hasta tanto no se produzca tal auto-
rización, las ayudas previstas en el proyecto no podrán llevarse a efecto.

Dentro del segundo tipo de dictámenes a que me he referido, es preciso desta-
car en primer lugar el dictamen núm. 55.280, sobre el asunto denominado «Ayu-
das concedidas por el Gobierno español y los Consejos de Gobierno de varias
Comunidades Autónomas españolas a MAGEFESA».

La Comisión entiende que «las ayudas en litigio son ilegales», como conse-
cuencia de que el Gobierno español no ha cumplido con sus obligaciones deriva-
das del apartado 3 del artículo 93 del Tratado. Por otra parte, dichas ayudas no
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cumplen las condiciones que deben reunirse para la aplicación de las exenciones
previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 92. Las ayudas, por tanto, deben supri-
mirse.

La consulta que se le planteó al Consejo de Estado versa sobre la ejecución por
España de esa Decisión de la Comisión de las Comunidades Europeas que ha
ganado firmeza al no haber sido recurrida. Es evidente que dicha decisión ha de
cumplirse, pero las Decisiones comunitarias obligan a su ejecución de fondo,
dejando los medios o procedimientos conducentes a tal fin en manos del Estado
concernido.

A este respecto, señaló el Consejo de Estado, no hay indicio alguno, en cuan-
to a las subvenciones, para considerarlas de algún modo irrevocables. Se trata de
actos administrativos puros, evidentemente ínsitos a la actividad de fomento y no
sin limitaciones. Y, con igual evidencia, actos declarativos de derechos, lo que es
tanto como decir que su revisión administrativa de oficio sólo puede proceder por
la vía anulatoria de los artículos 109 y 110 de la Ley de Procedimiento, o por su
impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa en cuanto lesivos, en
un plazo próximo que vence en el momento de emisión del dictamen, según pare-
ce y si es que en algún caso no ha vencido ya.

Lo cierto es que la Decisión no es de por sí directamente aplicable a los bene-
ficiarios de que se ha hablado, pues el destinatario es el Reino de España. Lo que
ocurre es que la nulidad «ex tunc» que establece debe ser instrumentada eficaz-
mente aun sin perjuicio de las eventuales responsabilidades en que se pueda inter-
namente incurrir, que sólo en el ámbito nacional son discernibles y residencia-
bles.

En tales condiciones, entiende el Consejo, no hay mejor opción que proceder
en la forma prevista por los preceptos de que se ha hecho mención, sea por el cami-
no jurisdiccional, sea por la anulación del artículo 110 por infracción manifiesta del
Ordenamiento, pues del Ordenamiento jurídico vigente también forma parte del
Tratado Constitutivo de las Comunidades, lo que permite, incluso, que la causa sea
la nulidad derivada de la total y absoluta omisión del procedimiento legalmente
establecido.

La Decisión pone fin, de modo lamentable para España, a un procedimiento
cuyos costes de oportunidad y sus consecuencias económicas y jurídicas han de
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merecer una seria reflexión. A ello obliga la pertenencia a la Comunidad Europea,
cuyos pilares básicos se sitúan en la unidad de mercado y la libre competencia en
él, como matriz de todas sus libertades y raíz y norte de sus políticas comunes.

El problema teórico suscitado, que se ha afrontado por la vía más adecuada a
los términos de la consulta, es claro: se plantea si es o no necesaria —y hasta qué
punto— la mediación del Derecho interno para la ejecución de un acto comunita-
rio. El Consejo de Estado en este esencial dictamen inserta definitivamente en el
ordenamiento jurídico vigente, incluso a los efectos de la revisión de oficio las dis-
posiciones de carácter jurídico emanadas de la Unión Europea, aplicando el dere-
cho interno hasta llegar a definir un modo válido de ejecución.

Merece también especial atención, el dictamen número 428/1999, consecuen-
cia de la «Consulta en relación con la Decisión de la Comisión Europea según ayu-
das del Plan Renove Industrial».

Por acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos
de 28 de julio de 1994, se aprobó el «Plan Renove Industrial». El Acuerdo apro-
bado establece que el Instituto de Crédito Oficial abrirá una línea de crédito para
financiar parcialmente la adquisición de vehículos industriales. La ayuda consiste
en una subvención de hasta cinco puntos de los intereses de los créditos concedi-
dos para la compra. Por acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno, se
amplió el plan para incluir nuevos tipos de vehículos. Y por otro se prorrogó por
un año más.

El 1 de julio de 1998 la Comisión de las Comunidades Europeas adoptó la
Decisión C (1998), cuyo texto es el siguiente: Artículo 1. «Las ayudas concedidas
en el marco del Plan Renove Industrial a entidades públicas territoriales y entida-
des de prestación de servicios públicos locales, en forma de bonificación de intere-
ses, no constituyen ayudas estatales a efectos del apartado 1 del artículo 92 del Tra-
tado». Artículo 2. «Las ayudas concedidas a personas físicas o PYME dedicadas a
actividades distintas del transporte no constituyen ayudas estatales». Artículo 3.
«Todas las otras ayudas concedidas a personas físicas y a PYME constituyen ayudas
estatales y son ilegales e incompatibles con el mercado común». Artículo 4. «Espa-
ña suprimirá y recuperará las ayudas contempladas en el artículo 3».

Las cuestiones que se someten a dictamen del Consejo de Estado son varias: la
primera, si para ejecutar lo ordenado en la Decisión de la Comisión Europea, debe
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revocarse el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó-
micos de 28 de julio de 1994, que estableció dicho Plan.

En el supuesto de revocar el Acuerdo mediante su revisión en vía administrati-
va, si se requiere que el órgano competente del Ministerio dicte resoluciones indi-
vidualizadas dirigidas a todos y cada uno de los beneficiarios de las ayudas. Se plan-
tea además si el reintegro deberá realizarse aplicando el procedimiento establecido
en el Reglamento General de Recaudación.

El Consejo de Estado, que ya había sentado doctrina en cuanto a cómo proce-
de cumplir lo dispuesto por una Decisión adoptada por la Comunidad Europea en
la que se impone a España el deber de devolver ayudas o subvenciones ya percibi-
das por los ciudadanos, señala que a los efectos de lo consultado resulta especial-
mente importante el dictamen 5.356/97, relativo al «Anteproyecto de modificación
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común».

En dicho dictamen, se hizo notar que «podría ser conveniente incluir una pre-
visión legal sobre la revisión de oficio de los actos como consecuencia de una Deci-
sión comunitaria que así lo imponga a fin de facilitar el cumplimiento interno de
tal Decisión», de cuyo cumplimiento el Estado no puede sustraerse. La referida pre-
ocupación tiene su origen en dos problemas: el primero consiste en que la Decisión
no era de por sí directamente aplicable a los beneficiarios, pues el destinatario es el
Reino de España; el segundo en que «los problemas que entonces se originaron para
proceder a la ejecución no normativa del Derecho comunitario podrían agudizarse
con la desaparición de la potestad de revisión de oficio de los actos favorables anu-
lables. Por ello, la inclusión en este artículo de un apartado que permita la revisión
de oficio en los casos en que así lo exija una Decisión comunitaria vinculante para
España permitiría un cumplimiento que, en otro caso, podría devenir imposible o,
cuando menos, técnicamente complicado».

El referido Proyecto de Ley ha dado lugar a la Ley 4/1999, de 13 de enero. Esta
Ley modifica el artículo 102 de la LRJPAC. Pero ni en el referido artículo ni en
ningún otro apartado de la nueva Ley se ha atendido a la sugerencia en su momen-
to realizada por el Consejo de Estado.

En este caso, en el Plan Renove, el supuesto es el de una revocación que en
todo caso operaría por motivos de legalidad, y que se refiere a actos favorables a los
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interesados, de modo que debe entenderse que la «revocación» a que alude la con-
sulta supone la revisión de oficio de un acto favorable realizada por motivos de
legalidad.

Así, a la primera consulta, es decir, «si para ejecutar lo ordenado en la Decisión
de la Comisión Europea de 1 de julio de 1998, debe revocarse el Acuerdo de la
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 28 de julio de
1994, y si, en su caso, el procedimiento idóneo para ello es el previsto en el artícu-
lo 103 de la Ley 30/1992», es preciso tener en cuenta que lo que importa a la Deci-
sión son las ayudas y no su instrumento, en cuanto prescribe que «España supri-
mirá y recuperará las ayudas».

Sin embargo, para recuperar las ayudas, lo decisivo es el instrumento jurídico
que las otorgó. Y éste es, en origen, el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobier-
no, de modo que no puede anularse cada ayuda individual sin antes eliminar el
«acto-fuente» en el derecho interno, que es el Acuerdo de la Comisión Delegada.

Ahora bien, aunque esa anulación sería necesaria, no es viable anular el referi-
do Acuerdo, ni a través de un procedimiento administrativo, ni siquiera, previa
declaración de lesividad, impugnándolo ante los Tribunales. El artículo 103 de la
Ley 30/1992, establecía como requisito para la procedencia de la anulación que «el
procedimiento de revisión se inicie antes de transcurridos cuatro años desde que
fueron dictados». Sustituido este texto por el nuevo, que, como queda dicho, sólo
permite la declaración de lesividad, también ahora existe una limitación temporal
para ésta, que «no podrá adoptarse una vez transcurrido cuatro años desde que se
dictó el acto administrativo».

Pero ambos preceptos tienen como presupuesto lógico que el acto que se anu-
la es contrario a derecho. En este caso sería contradictorio, hasta tanto no recaiga
sentencia firme, dar por supuesto que esa medida infringe el ordenamiento comu-
nitario al mismo tiempo que se está sosteniendo lo contrario ante el Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas.

España ha negado que estas medidas contradigan el Derecho Comunitario, y el
Consejo de Estado apreció, en su dictamen, que el llamado «Plan Renove» se ajus-
taba a derecho, y, por supuesto, también al derecho comunitario. Hoy por hoy, no
hay por qué compartir el criterio jurídico expuesto por la Comisión Europea y, por
lo tanto, afirmar la ilegalidad de las referidas ayudas.
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Lo que procede, añade el Consejo de Estado, sólo es cumplir la Decisión de la
Comisión Europea, pero nada más. Y si así ha de hacerse, no resulta posible instar
la anulación acudiendo a razones que incluyan como presupuesto lógico la previa
asunción de la ilegalidad de las ayudas, pues España no comparte este criterio. En
resumen y por el momento, mientras no haya sentencia firme condenatoria, no
procede incoar expediente de revisión de oficio.

Aunque se llegara a anular el Acuerdo, señala el Consejo de Estado, tal anula-
ción además de no tener efectos retroactivos, no acarrearía automáticamente la del
Convenio celebrado con el ICO ni mucho menos la de los contratos de financia-
ción entre el ICO y las entidades financieras privadas que han actuado de inter-
mediarios, y menos aún, si cabe, la de los contratos de préstamo mercantil suscri-
tos por éstas con los beneficiarios. No hay base jurídica alguna para que la
Administración, invocando la anulación de un acto administrativo, pueda anular
de oficio o pretender que anulen los tribunales unas operaciones mercantiles de las
que no ha sido parte; de modo que por esta vía tampoco se podría lograr la devo-
lución de las ayudas.

La segunda cuestión que se planteaba en la consulta es si en el supuesto de que
se revocara el Acuerdo de la Comisión Delegada, habría que dictar resoluciones
individualizadas dirigidas a los beneficiarios de las ayudas reclamando la devolución
de su importe. Como ese supuesto no se va a dar, no hay lugar a dictar tales reso-
luciones. Aunque se dictaran no serían eficaces para exigir por vía administrativa la
devolución de las ayudas, porque los beneficiarios tienen suscrita con una entidad
de crédito privada una póliza de préstamo, contrato bancario del que se derivan sus
derechos y obligaciones, en el que no puede interferirse la Administración.

La tercera cuestión es si el reintegro al Tesoro Público del importe de las ayu-
das deberá realizarse por el procedimiento establecido para el reintegro de ayudas.
No obstante, mientras no haya un título jurídico que la ampare, no cabe reclamar
a los beneficiarios el importe de las ayudas.

Sobre el cumplimiento de la Decisión comunitaria, hay que tener en cuenta,
por un lado, que las Decisiones de la Comisión de las Comunidades Europeas son
obligatorias en todos sus elementos para sus destinatarios a partir de su notifica-
ción, sin que los recursos interpuestos ante el Tribunal de Justicia tengan efectos
suspensivos; y, por otro, el principio de primacía del Derecho comunitario en caso
de conflicto con el derecho del Estado miembro.
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En cuanto a lo primero, cabe sostener que la Decisión comunitaria de 1 de
julio de 1998 está formalmente cumplida porque: 1.º) las ayudas han quedado
suprimidas desde el 31 de diciembre de 1996; 2.º) la Comisión ha sido debida-
mente informada de las medidas adoptadas; y 3.º) respecto del reembolso de la ayu-
da «según las normas del Derecho interno» es poco factible y contrario, no sólo a
las reglas del Derecho interno sino también a uno de los principios del Derecho
comunitario, el de la confianza legítima que, según el artículo 14.1 del reciente
Reglamento (CE) n.º 659/1999, excusa de la devolución de las ayudas comunita-
rias y, por la misma razón, debe excusar de la devolución de las ayudas estatales. En
cuanto a lo segundo —el conflicto entre el Derecho interno y el Derecho comuni-
tario— cabría reconsiderar para evitarlo la sugerencia que hizo en su día este Con-
sejo de incluir en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, una nueva causa de revi-
sión de oficio de los actos administrativos para dar cumplimiento a una Decisión
comunitaria; pero esta iniciativa legislativa tampoco resolvería el problema ya plan-
teado, porque el derecho de los beneficiarios no trae causa de un acto administra-
tivo que pueda anularse de oficio, sino de un contrato mercantil.

La única solución efectiva sería pedir al Tribunal de Justicia de las Comunida-
des Europeas la suspensión de la Decisión impugnada.

El Consejo de Estado ha tenido pues la oportunidad de expresar su criterio en
unos supuestos en los que resulta claro la enorme complejidad que supone para
nuestro Estado y de acuerdo con nuestro Derecho cumplir con decisiones suprana-
cionales que anulen toda una política de subvenciones que es en sí misma una cla-
ra política económica.

Ello nos lleva a plantearnos cómo esas decisiones acerca de una determinada
decisión de intervención a través de todo un sistema de ayudas o subvenciones por
muy sujetas al plano nacional que se quieran mantener, se mueven inmediatamen-
te dentro del marco de la U.E. Así pues, es ésta en último extremo quien a su vez
condiciona el margen de mayor o menor intervención de los Estados a través de
formulas como las subvencionales.

Junto a ellas coexisten las subvenciones presentes en las políticas estructurales
de la Unión Europea. Con ellas se pretende complementar las políticas de fomen-
to nacionales, siendo España uno de los principales beneficiarios. La normativa
europea sobre esta cuestión se mueve en un marco en el que se establecen como
parámetros los siguientes:
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• Prohibición de otorgar ayudas que sean susceptibles de falsear la libre com-
petencia en las relaciones comerciales entre los Estados miembros.

• Reglamentación sistemática en función de la finalidad perseguida, es decir, la
que desarrollan los fondos estructurales.

• Reglamentación uniforme del grupo de normas relativas a la lucha contra el
fraude de los fondos europeos y a la protección de los intereses financieros de
la Unión Europea.

• Reglamentación de la normativa presupuestaria que instrumente las relacio-
nes financieras entre el presupuesto Europeo y el Estatal.

A la vista de lo expuesto cabe señalar a modo de conclusiones, que la actividad
subvencional constituye una realidad compleja que supone:

• Un modo de intervención estatal.

• Una técnica de planificación y ordenación económica desde el ejercicio del
poder político.

• En el marco de un estado social y democrático de derecho, resulta necesaria
esa intervención a fin de lograr un efecto equilibrador pero siempre sujeto a
los límites que fijan los principios y derechos reconocidos constitucional-
mente.

• Cuando esta técnica de intervención se desarrolla en un Estado con un
modelo de distribución territorial del poder como es el nuestro, existen cier-
tas peculiaridades a la hora de llevar a cabo su gestión y ejecución.

• El modelo subvencional supera los límites nacionales al ser una técnica fre-
cuente de ordenación y equilibrio de las condiciones económicas en el ámbi-
to de la Unión Europea, que cuenta con su propia política de ayudas y con-
diciona la que asuman los diferentes Estados miembros.

• Lejos de disminuir esta forma de intervención estatal actualmente se levan-
tan voces que plantean la pregunta de si a la vista de las nuevas circunstan-
cias políticas sociales y económicas será o no preciso aumentar su presencia.
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Los economistas y analistas financieros tienen la última palabra para responder
a esa cuestión, que se plantea con mayor virulencia a partir del tristemente famoso
11 de septiembre. Puede que sea el momento de que el Estado vuelva a intervenir
con vigor en la actividad económica. Lo que no está claro es que haya una única
respuesta. Se comienzan a barajar diferentes recetas contra la crisis, unos econo-
mistas plantean rebajar los tipos de interés y otros se pronuncian por el aumento
del gasto público amparándose en las teorías defendidas por Keynes en el sentido
de que en momentos de recesión el aumento del gasto público constituye la mejor
manera de impulsar el crecimiento.

Las respuestas pueden llegar a ser de los más variado, como decía André
Fourçans en su libro L’Economíe expliqué a ma fille: «el primer día Dios creo el sol.
El diablo creó el ocaso. El segundo día Dios creó el sexo. El diablo creó el matri-
monio. El tercer día Dios creó a un economista. El diablo después de una larga
reflexión acabó por crear un segundo economista».

En realidad, esa pregunta de qué hacer en una situación como la actual, efecti-
vamente permite variadas respuestas, pero quizás habría que coincidir en que la
naturaleza de la crisis que atravesamos es diferente a todas aun cuando participe de
rasgos propios de las anteriores. La de hoy es fundamentalmente una crisis de con-
fianza y ante ella las aportaciones de Keynes, por sus elementos valiosos para la
compresión de la realidad, necesitan la colaboración de otras muchas ideas que per-
miten un mejor análisis económico de la situación actual en la que es preciso supe-
rar la incertidumbre y regresar a unos niveles, digamos, normales de confianza en
un futuro siempre incierto pero al menos predecible.

Sea cual sea la línea en la que se orienten las políticas estatales, es evidente que
el sistema de ayudas y subvenciones publicas seguirá siendo esencial para el desen-
volvimiento de la economía de mercado que nuestra Constitución fija. Las ponen-
cias que en estas Jornadas se expondrán tendrán, sin duda, enorme utilidad no sólo
para ustedes, Interventores, sino además para la Administración Pública a la que
sirven, aconsejan, orientan y permítanme decirlo, controlan.
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La gestión de las subvenciones públicas 
en la cooperación para el desarrollo

Excmo. Sr. D. Rafael Rodríguez-Ponga y Salamanca
Secretario General de la AECI

En este foro de subvenciones públicas, el tema que voy a tratar es el de las sub-
venciones de cooperación para el desarrollo, específicamente las subvenciones que
da la Agencia Española de Cooperación Internacional, de la que soy Secretario
General en estos momentos.

La Agencia Española de Cooperación Internacional es un organismo autóno-
mo, adscrito a la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional y para Iberoa-
mérica del Ministerio de Asuntos Exteriores. El Secretario de Estado es, al mismo
tiempo, Presidente de la Agencia. Está regulada por su propio Estatuto, aprobado
por Real Decreto, y por la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo del
año 1998, en su artículo 25, que la define como el «órgano de gestión de la políti-
ca española de cooperación internacional para el desarrollo», es decir, es un órgano
de gestión.

La política de cooperación para el desarrollo forma parte de la acción exterior
del Estado, por lo que la Agencia de Cooperación Internacional está dentro del
Ministerio de Asuntos Exteriores. Es un órgano de gestión definido por la Ley, jun-
to con las Oficinas Técnicas de Cooperación (OTCS), en las Embajadas o Consu-
lados de España en el extranjero. Además, la Ley define como órganos rectores de
esta política de cooperación al Congreso, al Gobierno, al Ministro de Asuntos Exte-
riores, los demás Ministerios y la Secretaría de Estado de Cooperación Internacio-
nal y para Iberoamérica. Como órganos consultivos, la Ley establece un Consejo de
Cooperación para el Desarrollo, una Comisión Interterritorial, una Comisión
Interministerial y además reconoce las competencias de las Comunidades Autóno-
mas y las Entidades Locales en la cooperación para el desarrollo, como expresión
solidaria de sus respectivas sociedades. Es decir, la Ley establece un marco muy
amplio en la actuación de cooperación internacional para el desarrollo y una parte



de estas actuaciones son las que se refieren a la Agencia de Cooperación, que van a
tratarse en este foro.

El presupuesto de la Agencia para el año 2001 es de 42.202 millones de pese-
tas, aprobado por Ley de Presupuestos, alcanzando con las incorporaciones los
45.147 millones de pesetas. Existe además, un fondo para la concesión de micro-
créditos, que aumenta el presupuesto, en términos redondos, a unos 55.000 millo-
nes de pesetas. Esta cuantía no incluye los posibles ingresos que puede obtener la
Agencia al disponer de tesorería propia, puede tener ingresos por venta de publica-
ciones, por donaciones de particulares o por si así se llegara a regular, por prestación
de servicios y por alquiler de sus espacios como está previsto en el propio estatuto.

De esos aproximadamente 45.000 millones mencionados anteriormente,
39.236 son la suma de los capítulos 4 y 7, ahí es donde entran ya las subvenciones.
Este dinero lo gestiona la Agencia, que está compuesta por unas 700 personas, de
las que 350 se encuentran en Madrid, en los servicios centrales, y el resto reparti-
do por el mundo en las Oficinas Técnicas de Cooperación, los Centros Culturales
en países de lengua española, o los Centros de Formación de Cooperación Espa-
ñola. Todo ello agrupado en tres Direcciones Generales: la Dirección General de
Cooperación con Iberoamérica, la Dirección General de Cooperación con África,
Asia y Europa Oriental, y la Dirección General de Relaciones Culturales y Cientí-
ficas.

Se trata de un organigrama relativamente amplio, tres Direcciones Generales,
varias Subdirecciones Generales, un Gabinete Técnico y una Subdirección General
de Cooperación Multilateral y Horizontal. Hay también, con dependencia funcio-
nal de la AECI, una Oficina de Planificación y Evaluación de la Cooperación Espa-
ñola (OPE).

Esta organización contribuye a una finalidad nobilísima que es la erradicación
de pobreza en el mundo. La cooperación para el desarrollo tiene como misión el
contribuir al desarrollo económico, social, político, cultural y científico de los paí-
ses en vías de desarrollo y así lo marca la Ley, el Plan Director de la Cooperación
Española 2001-2004 y, desde luego, el plan anual para este año y para los años
siguientes.

La propia Ley marca unas prioridades de actuación, geográficas y sectoriales.
Las primeras son las evidentes para España: en primer lugar los países iberoameri-
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canos, en segundo los países árabes del norte de África y de Oriente Medio y, en
tercer lugar, otros países con los que España tenga una especial relación histórica o
cultural, como por ejemplo Guinea o Filipinas. Además de esas prioridades geo-
gráficas, la Ley en su planteamiento general de cooperación para el desarrollo, tam-
bién prevé la posibilidad de realizar actuaciones en otros países.

Desde el punto de vista sectorial, la Ley establece las prioridades en los servi-
cios sociales básicos (salud, educación, saneamiento, agua), infraestructuras, fomen-
to de bases productivas y del sector privado, el fomento de los derechos humanos
de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres o igualdad de oportuni-
dades con respecto a minorías o grupos vulnerables, el fortalecimiento de estructu-
ras democráticas de la sociedad civil, de las instituciones, la preservación del medio
ambiente y el desarrollo de la cultura y de la investigación científica.

La AECI realiza actuaciones bastante complejas, relacionándose, no sólo con
múltiples sectores, sino con, prácticamente, todos los países del mundo, organismos
internacionales, administraciones y organizaciones no gubernamentales. Todo ello
hace que el puesto que ocupo actualmente sea realmente rico e interesante.

Centrándonos en el tema concreto de las subvenciones en la AECI, pueden dis-
tinguirse cinco tipos: subvenciones nominativas, subvenciones de Estado, subven-
ciones a organizaciones no gubernamentales para el desarrollo, ayudas singulares de
convocatorias abierta y permanente y también convocatorias específicas de becas,
lectorados y demás.

Las subvenciones nominativas son las más fáciles de gestionar pues vienen esta-
blecidas ya en la Ley de Presupuestos. En el año 2001 se han registrado subven-
ciones nominativas a la Casa de América, al Colegio Mayor Nuestra Señora de
Guadalupe, Colegio Mayor Nuestra Señora de África, la Fundación Carolina, Fun-
dación Iberoamericana Internacional de Administraciones y Políticas Públicas, Fun-
dación Residencia de Estudiantes, Secretaría de Cooperación Iberoamericana,
Sociedad Cultural Brasil-España y Centro Cultural Iberoamericano de Miami,
todas estas por el programa 134.ª; y por el 800X, a la Universidad Internacional
Menéndez Pelayo y al Consejo Superior de Investigaciones Científicas.

Además de las subvenciones nominativas, tenemos, en segundo lugar, las lla-
madas subvenciones de Estado, que están reguladas específicamente por el Real
Decreto 259/98, que regula las ayudas unilaterales de cooperación internacional,
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otorgadas por el Ministerio de Asuntos Exteriores en desarrollo de la política exte-
rior del Gobierno. Son unas ayudas especiales, porque no hay convocatoria públi-
ca y, por tanto, no rigen los principios generales de publicidad y concurrencia. No
se rigen por las normas generales, están basadas en una declaración política del
Gobierno, del Consejo de Ministros o del Ministro de Asuntos Exteriores, en
Acuerdos Internaciones o en Convenios Bilaterales o en Acuerdos establecidos en
Comisiones Mixtas, que desarrollan Convenios Bilaterales de Cooperación. Son
otorgadas, bien por el Ministro o el Secretario de Estado de Cooperación Interna-
cional, bajo dos modalidades: entrega de fondos o entrega de bienes y prestación de
servicios. Los beneficiarios pueden ser los diferentes Estados, Organizaciones Inter-
nacionales o personas físicas, jurídicas, públicas, privadas, instituciones, ONG,
siempre que sean extranjeras y siempre que haya ese acuerdo político inicial ya
mencionado.

Uno de los casos típicos de este tipo de subvenciones, es el referido a los orga-
nismos internacionales, por ejemplo la Organización Internacional del Trabajo
(OIT). Previamente debe existir un Convenio de colaboración de España y la OIT,
y unas Comisiones Mixtas de seguimiento de los programas y de aprobación de los
programas. Una vez que se aprueba un programa en la Comisión Mixta, la Unidad
correspondiente hace una memoria justificativa del gasto, siendo el expediente
sometido a la fiscalización de la Intervención Delegada. A continuación, el Secre-
tario General lo envía al Secretario de Estado y éste firma la resolución de conce-
sión de esa subvención a la OIT. Es en ese momento cuando se notifica al Orga-
nismo, que debe notificar la aceptación de esa subvención, comprometiéndose a la
devolución de los fondos en el caso de no utilización o de uso indebido. Una vez
que se recibe la documentación de ese Organismo Internacional, la documentación
del reconocimiento de obligación pasa nuevamente a fiscalización de la Interven-
ción. Posteriormente, se hace el pago, se ejecuta la actividad y se justifica.

Otro caso típico, referido al envío en especie (alimentos fundamentalmente), es
por ejemplo, la subvención de Estado a los refugiados saharauis en los campos de
refugiados en el sur de Argelia. Esta subvención tiene una doble tramitación, hay
que tramitarla por un lado, como subvención de Estado (Real Decreto de subven-
ciones) y, al mismo tiempo, hay que hacer todo el procedimiento de una contrata-
ción para adquisición de bienes (Ley de Contratos).

Un tercer tipo de subvenciones son las otorgadas a organizaciones no guberna-
mentales para el desarrollo. Estas son las que tienen una mayor presencia social,
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desde luego informativo-mediática son las que se prestan a más comentarios políti-
cos, a mayores dudas y, también, a más preguntas parlamentarias.

En este tipo de subvenciones hay un requisito esencial, que es que esa organi-
zación esté registrada como organización para el desarrollo y para ello hay en la
Agencia Española de Cooperación un registro de ONG. Toda organización, ya sea
asociación o fundación, se registra demostrando que tiene como finalidad princi-
pal, o al menos entre sus finalidades principales, la cooperación internacional para
el desarrollo, siendo necesarios además, para acceder a las subvenciones una serie de
requisitos específicos.

Hay tres clases de subvenciones a ONG que se han puesto en marcha este mis-
mo año, mediante una orden reguladora del 31 de enero de 2001: estrategias, pro-
gramas y proyectos. Las primeras se refieren a un conjunto de actividades relativa-
mente amplias que realiza una organización no gubernamental para el desarrollo,
de forma coherente en una diversidad de países, en varios continentes y en varios
sectores. Las estrategias sólo las pueden cumplir algunas organizaciones muy gran-
des que tengan una acción coherente, en muchos campos de actividad y en muchas
áreas geográficas, por ejemplo en América del Sur y en Oriente Medio, en el norte
de África y en América Central. Las ONG que cumplen los requisitos para realizar
este tipo de actuaciones son: Ayuda en Acción, Cáritas Española, Codespa, Cruz
Roja Española, Promoción Social de la Cultura, Intermón y Solidaridad Interna-
cional. El compromiso adquirido por estas ONG es para cuatro años, recibiéndose
un total de 15.571 millones de pesetas.

Los programas se refieren a actuaciones de tres años en un determinado sector,
en un país o en varios países, o en un solo país en varios sectores. Los programas
se han concedido para tres años, por una cantidad de 17.398 millones de pesetas.

Los proyectos son actuaciones concretas, en un lugar determinado, en un país
determinado, en un sector determinado y para una población determinada.

El procedimiento en estos casos es más habitual: hay una convocatoria pública
en el BOE, se presentan las solicitudes en tiempo y forma, con un plazo estableci-
do, hay un estudio de las solicitudes por parte de una Comisión de valoración y
por parte de los servicios de la AECI, y, en su caso, se pide opinión o otros Minis-
terios o a las Embajadas de España en el exterior. En estos casos se solicita, se exi-
ge, que estén al corriente del pago de sus obligaciones tributarias y ante la Seguri-
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dad Social, cosa que en las otras no era pensable. Hay también fiscalización previa,
evidentemente, se publica en el BOE y, después de concedida y publicada en el
BOE, se firma un convenio con cada una de ellas en el que se pone de manifiesto
que han aceptado las condiciones, han aceptado el dinero y se obligan a justificar-
lo debidamente.

El cuarto procedimiento es el de Ayudas Singulares de Convocatoria Abierta y
Permanente. Son ayudas singulares porque sirven para, supuestamente, acciones
más pequeñas, para acciones de cooperación técnica, científica, cultural, económi-
ca, social, pueden recibirlas personas físicas o jurídicas y, como su nombre indica,
son abiertas y permanentes, es decir, valen para todo tipo de actuaciones y en cual-
quier momento: desde que se abre la convocatoria a principios de año hasta el pri-
mero de diciembre, se puede presentar la solicitud.

Cuando hay unas cuantas solicitudes, se reúne la Comisión de Valoración y se
aprueban o se deniegan las solicitudes. Es una convocatoria atípica, porque al ser
abierta y permanente no hay un plazo en el cual se cierre la recepción de solicitu-
des y puedan analizarse todas al mismo tiempo para elegir entre todas cuáles son
las mejores, sino que esto se va produciendo a lo largo del año; pero es atípica sobre
todo, porque no se sabe cuánto dinero hay para conceder las ayudas singulares de
convocatoria abierta y permanente, es decir, no hay una retención de crédito, no
hay una reserva de crédito específica para estas ayudas. Esta situación se producirá
hasta el presupuesto de 2002, en el que ya habrá un subconcepto para Ayudas Sin-
gulares.

Y en quinto lugar hay convocatorias específicas, que se refieren sobre todo a
becas, lectorados (lectores: profesores de español en Universidades extranjeras). Hay
convocatorias específicas de lectores en los cinco continentes. Hay 143 lectores en
este momento en todo el mundo, en países en vía de desarrollo. Hay convocatorias
específicas de cooperación interuniversitaria con Iberoamérica y con Marruecos,
convocatorias específicas también de doctores en Méjico y varias convocatorias de
becas (por ejemplo, becas unilaterales para extranjeros, becas unilaterales para espa-
ñoles, becas mutis para extranjeros y para españoles, becas bilaterales para extranje-
ros y para españoles, estudios internaciones, diplomáticos extranjeros, becas de
verano...).

El procedimiento en este tipo de convocatorias es el habitual: hay una convo-
catoria, un plazo, una presentación de solicitudes, Comisión de Valoración, hay
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una documentación, fiscalización por supuesto, hay una resolución; luego, en este
sentido, el procedimiento es más fácil.

A pesar de la variedad y de la dispersidad que parece existir, la gestión, en mi
opinión, es buena, aunque, a veces, el reparto de subvenciones es muy complejo.
Esta situación se manifiesta en todas partes, pero eso aquí quizás más, porque hay
mucho dinero y hay muchos intereses, muchas presiones de reparto geográfico, de
reparto sectorial, de reparto entre ONG, presión política en el sentido más amplio
de la palabra.

Aquí se nos plantean muchos problemas: hay un problema de eficacia y de con-
trol de la eficacia, cómo sabemos que de verdad la erradicación de la pobreza en un
país en vías de desarrollo, se va a llevar a cabo de forma más adecuada a través de
una entidad que a través de otra y si nos decidimos por una de las dos, cómo sabe-
mos que la eficacia in situ es realmente la correcta, es realmente lo que esperan los
beneficiarios de estas ayudas. Además debe tenerse en cuenta que al tratarse de una
actividad que se desarrolla en el exterior, se plantean problemas de gestión, de fac-
turas y recibos, de documentación, no ya sólo en otros idiomas, sino para que cum-
plan los requisitos que luego una auditoría contable tiene que dar por buenos. Ahí
nos encontramos con múltiples problemas.

Tenemos otros problemas como la visibilidad, la importancia de que se sepa
que estas ayudas las concede España, o problemas en el cumplimiento de obliga-
ciones del beneficiario que suponen, incluso aunque no está previsto, la concesión
de prórrogas para la terminación del proyecto o para presentar la justificación del
uso de la ayuda. Pueden presentarse problemas de sobrefinanciación y sería más
grave que se hablara de fraude, por lo que cada vez es más clara la necesidad de
auditoría, no sólo interna de la propia AECI, sino otro tipo de asistencias. Además
estamos también sometidos a exámenes de la OCDE: en este mismo momento se
está desarrollando el examen del Comité de Ayuda al Desarrollo sobre la coopera-
ción española, hecho fundamental porque tiene una repercusión política en todo el
ámbito de la OCDE.

Antes de terminar sería interesante hacer unas valoraciones de carácter general
sobre la gestión de las subvenciones. Creo que la AECI tiene una responsabilidad
doble con respecto a la cooperación para el desarrollo. Hay una responsabilidad
interna, para el derecho español y ante la sociedad española, hay una cuestión como
es el desarrollo y la cooperación para el desarrollo y la solidaridad en la que socie-
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dad española está cada vez más sensibilizada, pero hay también una responsabilidad
internacional, hay unos compromisos internacionales y hay un apoyo a otros paí-
ses, y a otros gobiernos en vías de desarrollo y hay también una responsabilidad con
respecto a los socios bien de la Unión Europea o bien en la OCDE para contribuir
al desarrollo en el mundo. Pero todo esto es muy complejo, es tan complejo que ya
alguien lo ha calificado de polvorín.

Sí quiero insistir en la necesidad de los controles, me parece que es evidente,
ante el fraude; de ahí la necesidad de ser riguroso, sobre todo por parte de la Inter-
vención. Pero, además, debo pedir cierta flexibilidad. Estamos trabajando con pro-
yectos de cooperación, con cooperantes, con voluntarios que se van a países del ter-
cer mundo, donde obtener los justificantes del gasto es a veces realmente difícil,
entonces hace falta tener el olfato suficiente para combinar el rigor con la flexibili-
dad, hay que ser muy riguroso frente al fraude, pero hay que ser también al mismo
tiempo flexible o comprensivo con respecto a las dificultades reales de justificación
con el documento perfecto que uno quisiera tener, teniendo en cuenta que muchas
veces los documentos perfectos pueden no reflejar detrás la realidad de los hechos.

Insisto, estoy convencido de que toda la labor de control es absolutamente
esencial, cuanta más fiscalización haya, personalmente yo mucho más tranquilo.
Cuanta más fiscalización haya del dinero público de subvenciones para la coopera-
ción para el desarrollo, quienes desde luego tienen que estar mucho más tranquilos
son los destinatarios, porque se asegurarán de que el dinero del presupuesto espa-
ñol, el dinero de los españoles que se ha destinado a ellos por Ley, les llegará.
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Conviene comenzar señalando que el término subvención encubre realidades
económicas, como veremos, muy importantes. Sin embargo, es vano tratar de encon-
trar sobre él tratamientos teóricos significativos. Se le identifica, en la mayor parte de
los casos con transferencia, y sobre este concepto sí hay trabajos importantes, azuza-
dos, por ejemplo, por el caso de las reparaciones y la aportación fundamental de Key-
nes1. De ahí que su papel esencial se haya contemplado —aparte de este valioso aná-
lisis del comercio internacional, a causa de las consecuencias en la relación real de
intercambio—, al estudiar la economía del bienestar. Basta observar en este sentido
lo que sucede con el conjunto que puede calificarse como social del gasto público
que, para el Presupuesto del 2002 a pesar de disminuir un 5,5% respecto al 2001,
representa el 51,8% del total, incluidos los activos financieros. Si eliminamos el gas-
to en sanidad y los que resultan afectados por el cambio en el sistema de financiación
autonómica, el aumento del gasto social llega al 8,1%. El gasto en pensiones —que
supone un 29,3% del total— se incrementa en un 5,9%, y el gasto en desempleo e
incapacidad temporal lo hace en un 9,6%, siempre respecto al 2001. Estos altísimos
porcentajes son los que han conducido a un grupo de estudiosos españoles y extran-
jeros a plantearse la posible veracidad de una frase de The Economist: «Un menor
papel del Estado en la educación, la sanidad y las pensiones, conduciría a una mayor
eficacia y, de un modo u otro, beneficiarían al ciudadano normal». José Antonio Her-
ce y Jesús Huerta de Soto, completaban esto al señalar que la devolución de la res-
ponsabilidad a los individuos cobra su sentido pleno cuando los ciudadanos com-
prenden «que, en buena medida, pueden hacer por sí más y mejor de lo que hace el
Estado, por lo que aquéllos están obligados a la acción», aunque «como esto no tie-
ne por qué ser siempre, ni en todos los casos así, conviene reservar a los poderes públi-

1 Cfs. John Maynard Keynes, «The German transfer problem», en The Economic Journal, marzo
1929, vol. XXXIX, n.º 153, págs. 1-17.
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cos un cierto papel, garante de la solidaridad material del conjunto de la sociedad
hacia aquéllos que lo necesitan o lo merecen genuinamente»2.

Pero como el terreno es pantanoso cuando nos referimos, en todo lo dicho, a
transferencias y a subvenciones, conviene aclarar que Ramón Tamames y Santiago
Gallego, en su Diccionario de Economía y Finanzas3, indican que las subvenciones
son «transferencias generalmente de las administraciones públicas a las empresas, o
a las familias o instituciones sin fines de lucro, destinadas a enjugar pérdidas,
fomentar actividades que impulsen el crecimiento económico, mantener el nivel de
la demanda global, hacer posible la venta a precios políticos de ciertos servicios
públicos, sostener el poder adquisitivo de agentes de la producción (agricultores,
etcétera). Puede subvencionarse de forma directa o por omisión (mediante bonifi-
caciones o exoneraciones fiscales de actividades concretas); en este último caso se
habla de beneficios fiscales».

De manera aún más clara, todo esto debe completarse con lo que se contiene
en el Documento 4, Transferencias y subvenciones de los Documentos de Princi-
pios Contables Públicos, de la Subdirección General de Dirección y Planificación
de la Contabilidad, de la Intervención General de la Administración del Estado que
señala, y a partir de ahí sienta doctrina4: «El término transferencia abarca dos con-
ceptos: el de subvención y el de transferencia en sentido estricto... En adelante se
utilizará el término subvención cuando se haga referencia al primer concepto y el
término transferencia cuando se haga referencia al segundo concepto, es decir, a las
transferencias en sentido estricto». Por eso «transferencia es todo desplazamiento
patrimonial que tiene por objeto una entrega dineraria o en especie entre los dis-
tintos agentes de las Administraciones Públicas, y de éstos a otras entidades públi-
cas o privadas y a particulares, así como las realizadas por éstas a una Administra-
ción Pública, todas ellas sin contrapartida directa por parte de los entes
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2 Cfs. el libro coordinado por José Antonio Herce y Jesús Huerta de Soto, Perspectivas del Esta-
do del Bienestar: devolver responsabilidad a los individuos, aumentar las opciones, Fundación para el Aná-
lisis y los Estudios Sociales (FAES), Madrid, 2000; los entrecomillados respectivamente, en las págs.
9 —traduzco de otro modo el párrafo de The Economist a como se contiene en el texto— y 11. Espe-
cialmente interesante es el ensayo que se recoge en este libro de Assar Lindbeck, Diagnóstico y proble-
mas del Estado del Bienestar, págs. 13-51. Me extraña la falta de glosas que ha tenido.

3 Alianza, Madrid, 1994, pág. 496.
4 En la pág. 100 del volumen Documentos de Principios Contables Públicos, que actualiza el
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beneficiarios, destinándose dichos fondos a financiar operaciones o actividades no
singularizadas», mientras que «subvención es todo desplazamiento patrimonial que
tiene por objeto una entrega dineraria o en especie entre los distintos agentes de las
Administraciones Públicas, y de éstos a otras entidades públicas o privadas y a par-
ticulares, así como las realizadas por éstas a unas Administraciones Públicas, todas
ellas sin contrapartida directa por parte de los entes beneficiarios; afectada a un fin,
propósito, actividad o proyecto específico; con obligación por parte del destinata-
rio de cumplir las condiciones y requisitos que se hubieran establecido o, en caso
contrario, proceder a su reintegro».

Una vez puestas en orden todas estas cuestiones, con el añadido de que debemos
pensar que existe, en español, equivalencia, o sea, sinonimia, entre los términos de
subvención y subsidio, es necesario dar un paso más y plantearnos la significación
económica que yace en esta expresión, para, de ahí, pasar a continuación a exami-
nar por qué son especialmente graves las irregularidades en la obtención y empleo
de las subvenciones públicas. En principio, se trata de algo habitual, y a pesar del
esfuerzo de los documentos de la Intervención General de la Administración del
Estado, con fronteras confusas, en más de una ocasión, con las transferencias. El
subsidio que se entrega a un parado —con el propósito específico de que no se mue-
ra de hambre— es una subvención; si esa persona subsidiada o subvencionada, está
en la economía sumergida, si es descubierta, pierde el subsidio y nada más. El rein-
tegro de lo percibido es tan difícil de conseguir, —normalmente tan imposible—
que no entra en cabeza humana que se pueda lograr. ¿Esto, lleva al subsidio de paro
al terreno de las transferencias? Resulta asimismo dudoso, entre otras cosas, porque
no parece que se hubiese recibido para financiar una operación no singularizada.

Existe algo de mayor peso aún, pues como cuestión esencial es preciso plante-
ar si aparece, o no, en el caso de los empresarios, una irregularidad seria por el sim-
ple hecho de obtener una subvención pública. Es evidente que una subvención
cualquiera altera, muy a fondo, las características y el funcionamiento del mercado.
Una frase de Bernard de Mandeville, «Desgraciado el pueblo y siempre precaria su
constitución, si su bienestar debe depender de las virtudes y de la conciencia de
ministros y políticos»5, puede servir perfectamente para el caso. En el fondo es
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imposible disentir de Mises cuando se ocupa de esta cuestión en su ensayo Inter-
vencionismo: un análisis económico, la primera obra que escribió en Norteamérica,
en 1940, tras haber abandonado Viena después de haberse producido el Anschluss.
En este trabajo, que se ha recuperado entre los papeles que Mises dejó a su muer-
te, y que ha editado y prologado en octubre de 1997 Bettina Bien Greaves6, se pue-
de leer: «Cuando se intenta mitigar o eliminar la sujeción a ... (las leyes del merca-
do), cubriendo con subsidios públicos las pérdidas de (las empresas públicas), lo
único que se consigue es cambiar esa sujeción por otra. Esto es así porque los recur-
sos para lo subsidios deben sacarse de alguna parte. Pueden obtenerse a través de
impuestos; la carga impositiva produce efectos en el mercado, no en el gobierno
recaudador; es el mercado y no la agencia tributaria el que decide sobre quién reca-
erá el impuesto y cómo afectará éste a la producción y al consumo»7.

Todo esto que se predica de las empresas públicas puede, de modo inmediato,
trasladarse a las empresas privadas subsidiadas que por ello, provocan distorsiones
continuas en el mercado, porque tienden a producir más de lo que se puede absor-
ber, lo que exige un gasto adicional en almacenamientos o en mayores subsidios
para destruir lo producido, lo que siempre origina algún escándalo y, sobre todo,
señala la existencia de una evidente irracionalidad. Su eliminación, si no se lleva a
cabo, provoca distorsiones sin cuento. En el caso de España esto es visible en los
cultivos subvencionados por la PAC que nadie demanda, salvo los pájaros, o en las
distorsiones creadas con las subvenciones que surgieron con fuerza entre nosotros
a partir de 1973, para que no se percibiesen los efectos de la subida de los precios
de los hidrocarburos tras el primer choque petrolífero, o para mantener abiertas
actividades —caso de Altos Hornos de Vizcaya— que el mercado había arruina-
do. Más recientemente está vivo el caso de las subvenciones a la producción hulle-
ra en Asturias, que así se convierte en una de las causas de la separación entre pro-
ducto y renta regional en esta región y motivo adicional para desorientar a los
inversores. El que la cornisa Cantábrica se encuentre sumida en una seria crisis, a
pesar de haber sido un excelente distrito industrial en el sentido que hoy emplea
un Beccatini, o antaño nos enseñó un Marshall, a eso se debe fundamentalmente.
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6 Cfs. Ludwig von Mises, Interventionismus: An economic analysis, editado por Bettina Bien Gre-
aves, Foundation of Economic Education, Irvington on Hudson, 1998; se la ha traducido, con el títu-
lo de El intervencionismo. Un análisis económico, en el libro de Ludwig von Mises, Crítica del inter-
vencionismo, ob. cit., en las págs. 233-378.

7 Cfs. Ludwig von Mises, El intervencionismo. Un análisis económico, ob. cit., pág. 252.



Por muy generoso que hubiese sido el subsidio de paro, no acabaría generando
tantas perturbaciones como el juego de las subvenciones a actividades económicas
concretas.

Otro es el caso de las economías familiares. Dígase lo mismo respecto a aque-
llos ámbitos donde no existe ánimo de lucro. Las subvenciones tienen en ambas
realidades un papel muy diferente. Sencillamente sirven para mejorar la distribu-
ción de la renta, al acoplarse a un sistema tributario personal y progresivo, como es
el español actual tras la reforma tributaria Fuentes Quintana-Fernández Ordóñez.
A las subvenciones se debe también el que se haya podido escribir por Oliver,
Ramos y Raymond8 que «por lo que se refiere a la tendencia de la distribución de
la renta, los trabajos basados en las diversas encuestas de presupuestos familiares 
(o en las encuestas continuas) ofrecen un panorama de continua mejora desde
mediados de los setenta a 1990» y el que al estudiar los datos españoles en compa-
ración internacional quede claro que «en definitiva, la desigualdad en España en (el
periodo 1985-1992)... se sitúa en una posición intermedia entre los bajos niveles de
los países nórdicos, Bélgica, Luxemburgo y Holanda o Alemania y los elevados
valores de Canadá y Estados Unidos».

Además, muchas subvenciones, en ocasiones, pero, evidentemente, dentro de
un proceso que va a ser creciente, a través de las llamadas Organizaciones no
Gubernamentales (ONG) se van más allá de nuestras fronteras, dentro de un espí-
ritu de solidaridad que pretende superar de algún modo la realidad que muestra
que, en la economía mundial, la distribución de la renta «se encamina hacia una
desigualdad creciente. Cabría decir que el capitalismo, consolidado a partir del
XIX, nos ha hecho a todos más ricos, pero también más desiguales. El PNUD 
—Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo—, que, sobre todo en los
tipos de interés de sus programas de apoyo, actúa con subvenciones que proceden
de fondos voluntarios de los países más ricos, recuerda que, en los últimos treinta
años, la participación en el ingreso mundial del 20% más pobre de la población
mundial se redujo del 2,3% al 1,1%; mientras que la participación del 20% más
rico aumentó del 70% al 86%. El índice de Gini que se obtiene para el conjunto
de la economía mundial, en torno a 0,65, sólo encuentra parangón con los indi-
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cadores que expresan aquellos países con mayores niveles de desigualdad y con-
trasta desfavorablemente con el valor de 0,58 que podía obtenerse hace cien
años»9. Si en este examen de la economía mundial acudimos a los índices de Theil,
vemos confirmado lo anterior: sube éste de 0,52 en 1820 a 0,67 en 1890 y a 0,85
en 199210.

Más grave aun, si cabe, es que «una quinta parte de la población mundial se
encuentra por debajo de la línea de pobreza cuando ésta se estima como 1 dólar
en paridad de poder adquisitivo; y cerca de la mitad de la población mundial tie-
ne un ingreso por debajo de los 2 dólares. Se trata de cifras... que, además, pre-
sentan una notable resistencia a la baja»11. De acuerdo con las cifras del Banco
Mundial, si exceptuamos a los chinos, que se han lanzado a un vasto proceso de
desarrollo económico que distorsiona las cifras mundiales como consecuencia del
alto peso de la población de su país en el conjunto universal, nos encontramos en
que, por debajo del dólar diario de ingresos había 915,9 millones de personas en
1990, cifra que pasa a 955,9 millones en 1993, 980,5 millones en 1996 y 985,7
millones en 1998.

No puede tampoco dejarse a un lado el capítulo, habitual además en todos los
países, de subvenciones a la investigación científica y tecnológica. La figura del
investigador burócrata, por el que claman, periódicamente, multitud de personas
encuadradas en el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, tiene poco sen-
tido para un auténtico impulso de nuestro I+D+i. Sí tiene sentido impulsar pro-
gramas de investigación concretos a los que, en un momento determinado, ayuda
con fuerza el Sector Público, bien por sus enlaces con el desarrollo industrial, o por
las necesidades de la defensa, o al buscar el impulso de la agroalimentación, o bien,
finalmente, para coadyuvar a la lucha contra la enfermedad y el dolor. No es éste
el momento de insistir más en esta cuestión, pero sí de señalar que las informacio-
nes cuantitativas monetarias, contra lo que muchos aducen, deben ceder ante las
cualitativas que también tienen su medida. El contraste de la calidad de la investi-
gación, en resumidas cuentas, se mide teniendo en cuenta la recepción, buena o
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mala, que se efectúa de ella en el mundo científico. En el Tribunal de Cuentas
comenzamos desde hace algunos años a explorar esta cuestión.

En España, tres instituciones clave de la vida sociopolítica, los partidos políti-
cos, los sindicatos y las agrupaciones empresariales, reciben de un modo u otro ayu-
das. Sin ellas se ha considerado que la democracia no se hubiera asentado con la
solidez que lo hizo después de la transición y, por otro lado, un elemento clave para
el desarrollo económico como es la concertación social dentro de un clima creciente
de paz social, no hubiera recorrido, probablemente, el largo sendero que se inició
en 1977 con el Pacto de La Moncloa, y que a través de un muy complejo camino
de acuerdos y pactos llega hasta ahora mismo, y no lo hubiera hecho con firmeza
creciente, repitámoslo, si se hubiese carecido de estas subvenciones.

Además en este repertorio de subvenciones, está el capítulo de las de origen
europeo que, al par de mejorar nuestras magnitudes macroeconómicas, han trans-
formado muy profundamente las condiciones de vida no sólo de nuestros cam-
pesinos, sino, de modo derivado, de todos los habitantes de la España rural.
Igualmente, el fenómeno del desarrollo regional ha experimentado progresos
importantes gracias a estas subvenciones comunitarias. La recta administración de
estos fondos europeos es especialmente necesaria porque, aparte de los castigos
que pudieran emanar del Tribunal de Cuentas Europeo y de la propia Comisión,
se trata de una ayuda que tiene los días contados. Lo abona la incorporación de
los países del Este, la necesidad que existe en todos los países europeos —inclui-
dos, claro está, los que pagan más que reciben por estos conceptos— de reducir
sus gastos públicos al compás de las exigencias del Acuerdo de Estabilidad y Cre-
cimiento que tiene sus raíces en 1989 y Maastricht, así como la formidable ofen-
siva que es visible en la Organización Mundial de Comercio contra la Política
Agrícola Común, encabezada por Estados Unidos por una parte, por el grupo de
Cairns por otra y, en tercer lugar, por los países agropecuarios en vías de desa-
rrollo, que unen sus fuerzas contra la PAC. Si desperdiciamos, a través de enga-
ños, esta ayuda, debemos saber que no volverá a pasar por delante de nuestras tie-
rras y regiones.

En España, sobre todo porque el sentido de su ser como nación, y también de
su influencia internacional, lo proporciona la existencia de lo que se llama la cul-
tura hispánica, no puede dejar de mencionarse el capítulo de las subvenciones cul-
turales. Por supuesto que, a largo plazo tienen consecuencias favorables también
para el desarrollo económico, pero no se plantean jamás en este sentido. Si se care-
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ciese de ellas, el mundo hispano, con todos sus valores, correría serios peligros de
desaparecer en el aspecto cultural.

Lo que se deduce de todo esto, es que el dinero dedicado a las subvenciones, o
tiende a alterar el funcionamiento de la economía, en el caso de subvenciones a
empresas, o se dedica a ayudar muy eficazmente en el terreno de la redistribución
de la renta, tanto en el ámbito nacional, como en el internacional, o finalmente, es
clave para el I+D+i, del que depende nada menos que nuestro futuro económico.
Lo primero aún se agrava más si estas subvenciones no se administran de modo rec-
to y escrupuloso. Por lo segundo, esto es, en relación con la distribución de la ren-
ta, una irregularidad cualquiera resulta, de inmediato, encuadrada en el grupo de
lo intolerable. El dinero para la ciencia ha de administrarse, asimismo, de modo
rectísimo. Por supuesto dígase lo mismo de las subvenciones otorgadas a los parti-
dos políticos y a los agentes sociales. Aquí lo que distorsiona cualquier irregulari-
dad es nada menos que a la democracia. Cuando a esta financiación distorsionan-
te se unen prácticas francamente delictivas, como sucedió en el asunto Filesa, la
gravedad aumenta. Finalmente, emplear mal las subvenciones culturales sería, lite-
ralmente, un crimen contra el ser hispano, no sólo contra el ser español.

Más de un sonado escándalo financiero contemporáneo, tiene su raíz en la fal-
ta de comprobación de los resultados de la subvención. Un caso bien conocido es
el famoso asunto Matesa12. La falta de observación de si, realmente, se habían ven-
dido en el extranjero, y no a filiales falsamente compradoras, bienes que se oxida-
ban en cualquier puerto sudamericano, fue el motivo de que se pagasen cuantiosas
subvenciones a la exportación de modo inadecuado.

Por supuesto que considero, en todo lo que sigue, tan subvención el que se
obtenga una determinada cantidad de dinero, como que se logren fondos a un tipo
de interés por debajo del que existe en el mercado. Todo esto es pertinente en rela-
ción con los créditos FAD, del Fondo de Ayuda al Desarrollo. El Tribunal de Cuen-
tas se encontró, en este sentido, con alguna cuestión enojosa, porque se había dado
por enviado al extranjero como ayuda, lo que, declarando que era de baja calidad,
ciertos países se negaban a admitir, planteando, incluso en las Cámaras legislativas,
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el valor real de mercado que tenía lo entregado. Como esto se une, más de una vez
a comisiones fraudulentas, a financiaciones de grupos políticos afines, a escándalos
que repercuten en el buen nombre de España, las consecuencias de aceptar con faci-
lidad cualquier justificación rápida, pueden ser muy serias. Por eso, sería conve-
niente volver a insistir en torno a tales cuestiones.

Dicho todo esto, cuando nos asomamos a la realidad española, es evidente
que existe una amplísima pluralidad de organismos que conceden subvenciones,
porque éstas son muy importantes tanto en la política de gasto de la Adminis-
tración Central, como en la de las Comunidades Autónomas y en las Corpora-
ciones Locales. Por eso es lógico que se señalase en el estudio de las áreas de
fraude que «se considera totalmente necesario el desarrollo de un estudio siste-
mático y en profundidad de los distintos aspectos de la actividad subvenciona-
dora del Sector Público: finalidades, normativas, procesos concretos de gestión,
sistemas de control y evaluación de resultados, instituciones y procedimientos de
coordinación entre las Administraciones Públicas, régimen sancionador, posibi-
lidades de racionalización y simplificación de las líneas y tipos de subvenciones.
Para ello se recomienda la constitución de una comisión o grupo de estudio
integrado por representantes o especialistas de los distintos ámbitos sectoriales,
funcionales y territoriales que participan en la actividad subvencionadora y que
permita dar la continuidad necesaria a los trabajos iniciados por la Unidad en
esta materia»13.

Esto haría posible disponer de la cuantía, ahora confusa, de las subvenciones
que se registran en la contabilidad presupuestaria. En la Cuenta General de las
Administraciones Públicas estatales conocemos, en cuanto a Obligaciones recono-
cidas netas, por ejemplo, para el ejercicio de 1999, las transferencias en términos
presupuestarios. Inmediatamente nos damos cuenta de que el total de las transfe-
rencias agregadas son lo fundamental en la actividad presupuestaria: el total de las
transferencias corrientes (capítulo 4) y de las transferencias de capital suponía para
el Estado 11,9 billones de pesetas, mientras que el resto de los capítulos, excepto,
como es lógico, el capítulo 9, suponían sólo 8,1 billones; para las entidades del Sis-
tema de la Seguridad Social, las cifras son, respectivamente, 12,3 billones de pese-
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tas para el total de transferencias agregadas y 1,7 billones para el resto de los capí-
tulos, salvo el capítulo 9; y, de modo paralelo, en los Organismos autónomos y
otros organismos públicos, las cifras son 2,8 y 0,7 billones. Pero he aquí que las
transferencias en términos presupuestarios incluyen las transferencias y subvencio-
nes en sentido estricto, e incluso las prestaciones sociales del Sistema de la Seguri-
dad Social. En cambio, en la contabilidad económico-patrimonial las subvenciones
resultan más desveladas en términos brutos. El total de subvenciones corrientes en
1999, fue de 1,5 billones de pesetas —0,4 del Estado; 0,1 de las Entidades del Sis-
tema de la Seguridad Social y 1 billón de los Organismos Autónomos y otros orga-
nismos públicos—, y las subvenciones de capital, alcanzaron los 0,6 billones de
pesetas: 0,59 del Estado y 0,01 de Organismos autónomos y otros organismos. El
total bruto —sin eliminar las corrientes de fondos internos de la Cuenta General
de las Administraciones Públicas Estatales— nos muestra que el total de subven-
ciones respecto al total de transferencias y subvenciones en la contabilidad econó-
mico-patrimonial, supone un 12,0%; en el Estado, el porcentaje es de un 8,1%; en
las Entidades del Sistema de Seguridad Social, un 4,2% y en los Organismos Autó-
nomos y otros organismos públicos, un 37,3%. Su importancia, a poco que exa-
minemos estas cifras, está fuera de toda duda.

Casi puede asegurarse que las transferencias y subvenciones a las sociedades
mercantiles estatales —artículo 44— y a las empresas privadas —artículo 47— son
exclusivamente subvenciones. Sumando los créditos iniciales del capítulo 4, nos
encontramos con un total de 479.391 millones de pesetas, de los que 331.804
millones se otorgaron por la Administración General del Estado —en un 91,1% a
sociedades mercantiles estatales—; 146.649 millones, lo fueron por Organismos
autónomos del Estado —que otorgan un 84,1% a empresas privadas—, y 922
millones por las Entidades del Sistema de Seguridad Social, todo para empresas pri-
vadas. La pequeña diferencia, 16 millones, corresponde a entregas a sociedades
mercantiles estatales por parte de otros organismos públicos. Por el capítulo 7, de
transferencias y subvenciones de capital, los créditos iniciales, que son muy proba-
blemente subvenciones, para sociedades mercantiles estatales —artículo 74— y
empresas privadas —artículo 77— suponen un total de 388.008 millones de pese-
tas. De ellas se otorgó por la Administración General del Estado prácticamente
todo, 376.388 millones —el 97,1%— y de ello, el 51% se destinó a sociedades
mercantiles estatales y el 49% fue para empresas privadas.

A todo esto hay que sumar lo que procede de los sectores de las Administra-
ciones Territoriales. En el Tribunal de Cuentas hemos iniciado la tarea de desbro-
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zar estas cuentas. Por ahora sólo tenemos inventarios, que están a punto de publi-
carse, de empresas y organismos de las Comunidades Autónomas y de los Munici-
pios, con detalle de la participación en el capital de las empresas14.

Disponemos también de una cifra antigua, en el referido Informe sobre el Frau-
de en España. Sin aclarar demasiado las cosas, señala que «las subvenciones y ayu-
das públicas —con lo cual se asimilan también ambos conceptos— integran una
parte muy importante de la actuación del Estado. Desde el punto de vista de su
importancia cuantitativa, constituye aproximadamente el 5,7% del Gasto Público
contemplado en los Presupuestos Generales del Estado (aproximadamente 1,6
billones de pesetas en 1993), llegando a representar en algún Ministerio, como el
de Industria y Energía, hasta un 77% del total de su presupuesto. Por otra parte,
las ayudas y subvenciones constituyen el soporte específico de políticas públicas de
fomento y ayuda de gran incidencia social»15. Alguna vez más se ha señalado la
cuantía de las subvenciones aportando datos de transferencias. No merece la pena
insistir mucho más por ahí.

Todo esto constituye, en buena parte, una maraña administrativa que se ha teji-
do de modo creciente, de modo tal que existe en España «una gran diversidad en
las distintas líneas y tipos de subvenciones... Sin salirse del marco de la Adminis-
tración General del Estado, se han contabilizado más de 200 procedimientos dis-
tintos de gestión, lo que implica con toda seguridad un número más elevado de
tipos de subvenciones. En conjunto, más del 75% de los procedimientos corres-
ponden lógicamente a los cinco Departamentos Ministeriales de mayor contenido
o vocación subvencionadora: Agricultura y Pesca, Industria y Energía, Cultura,
Educación y Ciencia y Asuntos Sociales». Agréguense «los volúmenes muy impor-
tantes de entidades y personas beneficiarias de las ayudas en algunos de los tipos,
como en el ámbito industrial, con más de 1.700 industrias beneficiadas en un año,
o en el agrario, donde las ayudas de alguno de los Fondos Comunitarios puede lle-
gar a alcanzar a alrededor de 900.000 agricultores, o en el ámbito laboral, donde se
extiende a varios cientos de miles de desempleados y jóvenes a la búsqueda del pri-
mer empleo a través de cursos y becas de formación ocupacional y ayudas de pro-
moción del empleo».
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A todo esto es preciso añadir procesos y líneas de subvención con enormes difi-
cultades de coordinación, aparte de que las unidades administrativas que conceden
las subvenciones crean lazos cuasiafectivos con los subvencionados, por motivos
sociológicos muy complejos, pero muy importantes, provocando alianzas para difi-
cultar los seguimientos y controles derivados de las subvenciones. Consideran que
son tales unidades administrativas, y no los órganos de control, quienes conocen de
verdad la realidad que mereció ser subvencionada. Con reiteración desdichada, esto,
que es en realidad una reminiscencia del sistema corporativo, alza una y otra vez su
cabeza entre nosotros.

Lo dicho obliga a anotar como muy posible, la existencia de irregularidades. La
cita de Unidad Especial para el Estudio y Propuesta de Medidas para la Prevención
y Corrección del Fraude, señala entre ellas como más importantes, «la percepción de
subvenciones, superando el coste de la actividad a desarrollar por el beneficiario»; el
«incumplimiento total o parcial, de los requisitos de concesión de la subvención o
falseamiento de los datos o documentos exigidos»; el «destinar parte de la ayuda a
finalidades no incluidas en el objeto de la subvención»; el «no facilitar a la Admi-
nistración la información requerida o los datos imprescindibles para el seguimiento
y control de las subvenciones; finalmente el «incumplimiento de alguna de las con-
diciones impuestas al beneficiario con motivo de la concesión de la subvención»16.

Yo he intentado, en la medida de mis fuerzas, contemplar las cosas de otro
modo. He cerrado la relación el 31 de octubre de 2001, y en este sentido traigo
aquí el listado de los defectos relativos a la gestión de subvenciones, atribuibles, no
a los beneficiarios, sino a los órganos que conceden o controlan tales subvenciones,
encontrados al rastrear los informes de fiscalización emitidos por el Tribunal de
Cuentas a lo largo de los últimos diez años, que son los que yo he tenido la res-
ponsabilidad de fiscalizar, al pertenecer a su pleno. He encontrado defectos mucho
más importantes, creo, que los hallados en el citado Informe sobre el Fraude en
España, que se pueden agrupar en veinte apartados:

1. Omisión de la preceptiva elaboración de bases reguladoras de la concesión
de subvenciones (art. 81.6 del Texto Refundido de la Ley General Presu-
puestaria de 23 de septiembre de 1978) o falta de establecimiento o defi-
nición en ellas de alguna o algunas de las especificaciones exigidas.
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2. Falta de establecimiento de las cuentas a rendir y de la clase de justifica-
ción a aportar. (Esta deficiencia de carácter general fue solventada, en lo
que a rendición de cuentas se refiere, por la Ley de Acompañamiento de
los Presupuestos Generales del Estado para 1999, al sustituir la obligación
de rendir cuentas (estados contables) por la de justificar la aplicación de los
fondos recibidos ante el órgano concedente).

3. Ambigüedad de las resoluciones de concesión de subvenciones respecto a
plazos de justificación.

4. Poca atención de la Administración ante los problemas de concurrencia
de subvenciones (frecuente omisión de prevenciones al respecto en las
normas reguladoras, falta de constancia en los expedientes de la declara-
ción de los beneficiarios sobre el particular). (Estos defectos relacionados
con la concurrencia de subvenciones fueron detectados en subvenciones con-
cedidas en el año 1991; posteriormente se han adoptado diversas medidas
correctoras).

5. Concesión de subvenciones públicas concurrentes por encima del coste de
la actividad subvencionada.

6. Omisión en los expedientes de concesión de subvenciones de documenta-
ción obligatoria relacionada con la personalidad del beneficiario o con el
cumplimiento de los requisitos exigidos.

7. Falta de comprobación de determinados requisitos exigidos para la obten-
ción de las subvenciones.

8. Falta de motivación de las resoluciones denegatorias de ayudas.

9. Deficiencias en la evaluación técnica de las solicitudes de financiación de
proyectos, con la consecuencia de no poder asegurar la objetividad de la
concesión ni la calidad técnica de los proyectos subvencionados.

10. Demoras en la exigencia del reintegro de subvenciones no justificadas.

11. Falta de reclamación de intereses de demora asociados al reintegro de sub-
venciones.
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12. Lentitud en la reacción ante la falta o demora en la justificación de sub-
venciones.

13. Laxitud en la concesión de prórrogas sobre los plazos establecidos de eje-
cución de los programas y proyectos subvencionados, en la modificación
de los contenidos de éstos, y en la concesión de anticipos de pagos sin exi-
gencia de las garantías suficientes.

14. Inadecuado control contable de los compromisos asumidos por subven-
ciones.

15. Inadecuado control de la aplicación de los fondos.

16. Inadecuado control de las subvenciones para financiar proyectos concretos,
en los casos de cofinanciación pública-privada, al limitarse la justificación
y su revisión a la parte subvencionada.

17. Admisión de justificantes de la aplicación de la subvención no admisibles
por ser inadecuados.

18. Admisión, como justificación de las ayudas, de la imputación de costes
estructurales de la entidad beneficiaria superiores a los reales, o en cuantía
que no se corresponde con el peso de la actuación financiada con la sub-
vención respecto a la actividad total de la entidad beneficiaria.

19. Falta de establecimiento de indicadores para medir el grado de cum-
plimiento de los objetivos perseguidos con los planes o proyectos subven-
cionados.

20. No interrupción del pago de anualidades en proyectos subvencionados, a
pesar de no haber sido elaboradas las memorias que lo condicionaban.

De tan amplia relación se deduce, a mi juicio, la conveniencia de reiterar los
puntos esenciales de una Moción que proponía las medidas conducentes, a juicio
del Tribunal de Cuentas, para la mejora de los procedimientos de justificación y
control de las subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del
Estado. Las Resoluciones de la Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal
de Cuentas, aprobadas por los Plenos del Congreso y del Senado relativas a los ejer-
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cicios de 1985, 1986, 1987 y 1988, contenían requerimientos al Gobierno para
que adoptase medidas para mejorar diversos aspectos de la gestión del gasto públi-
co en subvenciones. Al encontrarnos con que el seguimiento y control por la Admi-
nistración de las ayudas concedidas y la justificación y rendición de cuentas por los
perceptores continuaba presentando serias deficiencias, el Departamento 2.º del
Tribunal de Cuentas del que soy Consejero y en el que cuento con la ayuda inesti-
mable de José Pascual García, el autor del imprescindible libro Régimen jurídico de
las subvenciones públicas17, elaboró una Moción que fue aprobada por unanimidad
por el Pleno en su sesión del 29 de julio de 1993. Se indicaba que presentaba
«serias deficiencias» el seguimiento y control por la Administración de las ayudas
concedidas, así como la justificación y rendición de cuentas por los perceptores. Se
destacaba que el «proceso de seguimiento y control posterior al pago de subven-
ción, al existir una falta de armonía entre la nueva redacción de los artículos 81 y
82 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria y el 140 y siguientes del
mismo cuerpo legal y sus normas de desarrollo», requiere un cambio. Piénsese que
«en la actualidad el incumplimiento de la normativa sobre subvenciones puede dar
lugar a la iniciación de cuatro procedimientos distintos, además del penal (artículo
350 del Código Penal), entre los cuales existen no pocas interferencias y cierta con-
fusión». En esta Moción se insistía en la necesidad de redactar una Ley General de
Subvenciones y Ayudas Públicas como existe ya en otros países europeos, «tanto
por su importancia cuantitativa y cualitativa, como por tratarse de un tipo singular
de gasto dentro de una Ley —la Ley General Presupuestaria— que en la actuali-
dad, con sólo esta excepción, lo que contiene son normas comunes de gestión
financiera». Mientras tanto «los problemas planteados sólo podrán atenuarse con
una armonización y un adecuado desarrollo reglamentario de los preceptos legales
vigentes, que den respuesta a las dudas de interpretación y a la ausencia de normas
antes señaladas».

Un problema esencial era el de la rendición de cuentas al Tribunal por los per-
ceptores de subvenciones, de acuerdo con lo establecido por el artículo 31 de la Ley
7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas: «El examen y
comprobación de las cuentas generales y parciales de todas las Entidades y Orga-
nismos integrantes del sector público y de los que deben rendir los perceptores
beneficiarios de ayudas procedentes del mismo sector, tales como subvenciones, cré-
ditos o avales». La redacción del artículo no es precisamente feliz —¡ese «mismo
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sector»!—, y el fondo menos aún: ¿un becario debería rendir cuentas al Tribunal?
Y si el becario no las rendía, y sí una gran empresa privada, ¿dónde estaba la fron-
tera? Mas he aquí que el artículo 127 del Texto Refundido de la Ley General Pre-
supuestaria, según ha quedado redactado en la Ley de Acompañamiento de los Pre-
supuestos Generales del Estado para 199918 establece que «la rendición de cuentas
de los perceptores se instrumentará mediante la rendición de cuentas ante el órga-
no concedente de la subvención».

Como indica José Pascual19 «la rendición, a tenor de lo expuesto en la Moción
citada de 2 de diciembre de 1993, a las Cortes Generales por el propio Tribunal,
nunca se concretó en la remisión al Tribunal de los estados financieros de los per-
ceptores de las ayudas, atribuyéndose estas omisiones a la ausencia de concreción
en las obligaciones de registro contable, a la inseguridad en el cauce y tramitación
a seguir hasta la recepción de las cuentas por el Tribunal y a la falta de delimitación
entre los contenidos de las cuentas a rendir por las autoridades y funcionarios que
tienen a su cargo la gestión del gasto de subvenciones y de las correlativas que han
de rendir los perceptores». Añade José Pascual que «la consecuencia de la situación
expuesta ha sido que la fiscalización de las subvenciones por el Tribunal de Cuen-
tas, a juzgar por los resultados vertidos en los Informes Anuales, se ha practicado,
salvo algún caso aislado, tomando como base las propias cuentas públicas, es decir,
las rendidas por la Administración, sin perjuicio de comprobaciones in situ y de la
documentación complementaria que se ha requerido al efecto. En rigor, el control
sobre los perceptores ha sido, por lo general, indirecto: a través de las cuentas de
los órganos concedentes».

Todo esto indica, concluye José Pascual, que esta realidad, «no siempre ajus-
tada a la ley, en lo sucesivo deberá considerarse correcta. El procedimiento de exa-
men y comprobación de las cuentas de los perceptores o beneficiarios de las sub-
venciones deberá ser desarrollado conjuntamente con el de las cuentas de los
órganos concedentes, sin perjuicio de las actuaciones complementarias de control
que por el Tribunal se acuerden. En consecuencia, teniendo en cuenta que las
competencias fiscalizadoras del Tribunal se extienden a la aplicación de los fon-
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dos por los perceptores y que la enumeración de procedimientos por la Ley es
abierta, pudiendo emplearse cualesquiera otros, la fiscalización de la actividad
subvencionadora debe contemplarse con una mayor amplitud de la que se dedu-
ce... de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, y de hecho así viene
actuando el órgano fiscalizador. Sus fiscalizaciones se han dirigido, como no
podía ser menos, tanto al control de los entes públicos, gestores de las ayudas,
mediante el examen de los expedientes de concesión, como a la aplicación y
empleo de los fondos, aspecto éste que recae especialmente sobre los beneficia-
rios».

La citada Moción de 29 de julio de 1993 plantea otra necesidad, que bien
matizada es posible que sea muy importante, al indicar que «la información conta-
ble, de carácter general o común al sector en que los perceptores se encuadren,
habrá de ampliarse en los aspectos o extremos que resulten necesarios para conocer
si se alcanzaron los fines de las ayudas públicas». En este sentido, se añadía, se con-
sideraba «de singular importancia» la inclusión de una Memoria que explicase,
completase y aclarase los datos de los estados contables en relación con la aplica-
ción de los fondos recibidos, para informar adecuadamente sobre los resultados
obtenidos, de acuerdo con el sentido del artículo 38 de la Ley de Funcionamiento
del Tribunal de Cuentas. Se agregaba, para señalar que no se trataría de una Memo-
ria más, que en caso de que ésta viniese exigida por el ordenamiento mercantil su
contenido habría «de ampliarse con las especificaciones necesarias para conseguir
dichos objetivos».

Existían, y existen, grandes lagunas en relación con el examen de las cuentas de
los perceptores en orden a la comprobación de cuál ha sido la aplicación dada a los
fondos y los resultados obtenidos, en relación con la forma, plazo y contenido de
aquello que se debe justificar. En este sentido la cuestión no queda resuelta con la
remisión al Reglamento de Ordenación de pagos, tal como se hace en el Decreto
2784/1964, de 27 de julio, para justificar las subvenciones, porque es una solución
inadecuada «cuando la ayuda se destina a financiar la actividad genérica de un
ente». En tal sentido —como se decía en la Moción—, «deviene inútil, e incluso
perturbador, acompañar facturas o documentos justificativos hasta el importe de la
ayuda recibida, como frecuentemente se hace, porque éstas sólo tienen sentido den-
tro de un conjunto». Entre las tareas más inútiles y engorrosas se encuentra la idea,
alguna vez intentada —antes de la implantación del Sistema de Seguridad Social,
era la que acontecía en las compañías aseguradoras con el seguro de accidentes de
trabajo— de la separación contable dentro de una empresa, con extraños y arbitra-
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rios coeficientes a aplicar sobre los gastos generales y otros arbitrios. En estos casos,
en vez de andar con puntualizaciones parciales, «lo procedente sería que las cuen-
tas, con su correspondiente desarrollo en partidas, y la Memoria, viniesen acompa-
ñadas de certificación, bajo la responsabilidad del cuentadante, de que los justifi-
cantes se encuentran a disposición del Tribunal en la empresa u organismo
correspondiente, sin perjuicio de que a tal efecto se haya de seguir alguno de los
cauces que ofrece el artículo 36.2 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas».

No existe previsión legal sobre cómo justificar las subvenciones concedidas
para alcanzar determinadas cantidades de bienes y servicios. Debe destacarse la
carencia de criterio sobre cómo se determinan las toneladas de carbón extraído —
¿todo uno? ¿cómo aplican los coeficientes de lavabilidad? cuestión especialmente
importante en España—, o las hectáreas cultivadas por los agricultores, o los servi-
cios médicos prestados en una institución sanitaria. La relación entre lo que se
comprometió a hacer el receptor de la subvención y lo efectivamente logrado,
expuesto de modo fehaciente, es mucho más importante que descargar, sobre la
Administración que controla, un alud de facturas, nóminas y datos contables que
únicamente pretenden indicar que se gastó lo concedido, no que se logró lo pro-
yectado. Téngase en cuenta que, de acuerdo con el artículo 38 de la Ley de Fun-
cionamiento del Tribunal de Cuentas, como insiste la Moción citada, «el fin de la
justificación de las subvenciones no es sólo mostrar la realidad del gasto, sino tam-
bién los resultados obtenidos. En este segundo aspecto resultan imprescindibles
tres documentos cuya aportación no está prevista reglamentariamente: Memoria
del beneficiario, de la que ya se ha hecho mención; Informes de los gestores de los
créditos y, en su caso, Informes de control financiero en que se documenten las
actuaciones de comprobación o inspección efectuadas por los servicios de la Admi-
nistración (artículo 81.4 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria).
La necesidad del Informe del gestor y memoria del beneficiario se hace evidente si
se tiene en cuenta que muchas condiciones que se exigen en las normas de con-
vocatoria no pueden reflejarse en los estados contables y justificantes remitidos al
Tribunal de Cuentas y, sin embargo, su cumplimiento constituye un presupuesto
indispensable para conocer si se han cumplido las finalidades para las que se con-
cede la subvención»20.
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Tampoco está clara la cuestión del plazo para justificar, después del cobro, que
todo está en orden. Más de una vez este plazo ni siquiera se ha fijado y, en ocasio-
nes, incluso es de imposible cumplimiento antes de la fecha predeterminada, sen-
cillamente porque la Administración se ha retrasado en el pago y el enlace tempo-
ral entre la recepción de fondos y obtención de resultados resulta trastornado. Algo
ha mejorado el artículo 81 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria,
en la redacción dada por la Ley de Presupuestos de 1991, pero aún quedan huecos
importantes por llenar.

La Moción también denunciaba «la ausencia de unos registros oficiales en las
Oficinas de Contabilidad que permitan seguir el cumplimiento de la obligación de
justificación o de rendición de cuentas. Frente al rigor con que se registra el segui-
miento de los pagos a justificar se echa de menos un sistema análogo para los pagos
en firme de justificación diferida en el ámbito de las subvenciones, que informe
sobre el cumplimiento de los plazos de justificación y remisión de cuentas al Tri-
bunal». Y como final, el Tribunal de Cuentas se encuentra con que se le presentan
cuentas justificativas que no han sido objeto de fiscalización por la Intervención ni
de aprobación por los Órganos gestores, con lo que queda inconcluso el proce-
dimiento del gasto. Por supuesto que la auditoría no la entiende nuestro Tribunal
de Cuentas como un procedimiento alternativo al deber de justificar y aprobar las
cuentas justificativas, pero en los casos en que tales justificaciones no puedan remi-
tirse, debieran considerarse como sustitutorios los procedimientos de auditoría a
desarrollar en las oficinas del cuentadante.

Otra cuestión es la de la acumulación de las subvenciones procedentes de diver-
sas Administraciones. En estos momentos, algunos Consejeros consideramos que en
este sentido mucho puede lograrse si el próximo Pleno aborda la tarea, que es abso-
lutamente urgente, de coordinación del Tribunal de Cuentas con los diversos órga-
nos de control externo y, por supuesto, dados los progresos hacia la unificación eco-
nómica de la Unión Europea, con el Tribunal de Cuentas Europeo. Igualmente,
acabo de exponer ante la Comisión Consultiva de Nombramientos constituida por
resolución de la Presidencia del Congreso de los Diputados de 25 de mayo de 2000,
que una más íntima relación con la Intervención General de la Administración del
Estado, puede, asimismo, aclarar algunas de estas cuestiones, procurando, al par, evi-
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tar, una concesión indebida, por excesiva, de fondos públicos, así como una super-
posición de controles perturbadora de la normal gestión de los entes subvenciona-
dos, que a veces, son empresas propiedad del Sector Público21. La Moción conside-
raba que se debían, en este sentido, explorar «los cauces que brinda la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre». Puede ayudar muchísimo en este sentido, la Orden del Minis-
terio de Economía y Hacienda de 13 de enero de 200022, por la que se regula la
remisión de información sobre subvenciones y ayudas públicas para la creación de la
Base de datos Nacional a la que se refiere el artículo 46 del Real Decreto 2188/1995,
de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido
por la Intervención General de la Administración del Estado. Esta Base de datos
contendría los aspectos exigidos por la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de
Regulación del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal. El motor
parece haber sido —si se lee el texto de esta disposición parece quedar claro— el
conjunto de exigencias derivadas de los compromisos adquiridos por España para
garantizar que se utilizan de forma conveniente las ayudas y subvenciones comuni-
tarias, tanto del FEOGA-Garantía, como de los Fondos estructurales y de los Fon-
dos de Cohesión. Como la lucha contra el fraude al presupuesto comunitario, que
había tenido mucho relieve en el denominado escándalo del lino y la gestión de las
subvenciones y ayudas públicas es competencia de diversas Administraciones, en esta
Orden se señala que «se instará la celebración de los oportunos convenios de cola-
boración con las Comunidades Autónomas y Entidades Locales que correspondan
con la finalidad de que la base de datos pueda integrar la información de las sub-
venciones y ayudas públicas concedidas en todo el ámbito nacional en aras de una
mayor eficacia en la gestión y control de estas subvenciones y ayudas». Es obligado
el enlace del Tribunal de Cuentas con esta «base de datos nacional sobre subvencio-
nes y ayudas públicas». En ella «se recogerá, para cada perceptor, información rela-
cionada con las subvenciones o ayudas percibidas, así como de las posibles actuacio-
nes administrativas y judiciales relacionadas con aquéllas. Respecto a estas últimas
actuaciones, y a los efectos de... (hacer posibles) las funciones de control interno atri-
buidas a la Intervención General de la Administración del Estado por el texto refun-
dido de la Ley General Presupuestaria, en la base de datos se recogerá información
sobre las multas impuestas, así como sobre los periodos de pérdida de la posibilidad
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de obtener subvenciones públicas o la prohibición para celebrar contratos con el
Estado y otros Entes públicos». La Orden añade que la IGAE «podrá modificar las
especificaciones técnicas, los soportes informáticos y telemáticos utilizables en el
intercambio de información con los órganos gestores de subvenciones y ayudas
públicas, así como la estructura lógica de la información que deben contener, de
acuerdo con las posibilidades técnicas de cada momento».

Esta Moción y estas últimas reacciones, muestran que alrededor de todas estas
posibilidades de lograr subvenciones se ha creado una atmósfera donde desgracia-
damente pueden surgir infracciones legales en materia de gasto. Martínez Lago, en
1992 denunció cómo de éstas no se derivaban medidas sancionadoras o represivas.
Simplemente todo se orientaba a la reparación del daño23. Afortunadamente esto se
alteró con el citado artículo 82 del Texto Refundido de la Ley General Presupues-
taria, introducido por Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1991. Su aná-
lisis nos va a permitir, en primer lugar, adentrarnos en el mundo de las infraccio-
nes administrativas. Cuatro son los criterios con que en este artículo se indagan las
posibles conductas infractoras:

1. Por «la obtención de una subvención o ayuda falseando las condiciones reque-
ridas para su concesión u ocultando las que le hubiesen impedido o limitado».

2. Por «la no aplicación de las cantidades recibidas a los fines para los que la
subvención fue concedida, siempre que no se haya procedido a su devolu-
ción sin previo requerimiento».

3. Por el incumplimiento, por razones imputables al beneficiario, de las obli-
gaciones asumidas como consecuencia de la concesión de la subvención».

Finalmente, 4), por «la falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos».

De estas conductas y de la mano de Martínez Lago y José Pascual24 es posible
extraer, como concepto general de infracción administrativa en estas materias, la
generada por «aquellas acciones u omisiones culpables, tipificadas por la Ley Gene-
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ral Presupuestaria, consistentes en la obtención fraudulenta o el disfrute ilícito de
las citadas ayudas, cuya sanción corresponde a un órgano de la Administración
Pública». Las infracciones administrativas, según el artículo 129-2 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, son leves, graves y muy graves. El
situar a la infracción en una de estas tres posibilidades ha de ser, fundamentalmen-
te cuantitativo. Como indica José Pascual, «la finalidad y naturaleza de las sancio-
nes en materia de subvenciones es netamente punitiva y represiva, análoga a la de
las penas por delito. La propia Ley (General Presupuestaria) acentúa ese carácter
cuando establece que la multa pecuniaria es independiente de la obligación de rein-
tegro,... la cual, así como la exigencia de intereses moratorios, tiene una finalidad
indemnizatoria del perjuicio causado a la Hacienda Pública». Debo añadir que el
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, en su artículo 82.7, recoge el
principio general del Derecho non bis in idem, aceptado tempranamente por la Sen-
tencia 2/1981 del Tribunal Constitucional al señalar que «la pena impuesta por la
autoridad judicial excluirá la imposición de la sanción administrativa».

Existe un orden jurisdiccional, el contable, que, como consejero del Tribunal
de Cuentas no puedo olvidar, porque, a más de que la legalidad de los actos
administrativos debe ser apreciada por la jurisdicción contencioso administrativa,
así como de los penales, tiene ese orden contable en todo este mundo de las irre-
gularidades en materia de subvenciones, una importancia evidente. Basta leer el
artículo 49.1 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. Han sido los
artículos 41.1 y 41.2 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria los
que tipifican, en número de ocho, las diversas infracciones contables, pero la Ley
de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas los acaba refundiendo en dos tipos
de infracciones: el alcance y las infracciones distintas del alcance. El alcance vie-
ne definido por el artículo 72 de la citada Ley de Funcionamiento; el resto, no
definido, corresponde a las otras infracciones. La doctrina de la jurisdicción con-
table ha aclarado que los gestores y perceptores de subvenciones pueden incurrir
en una y otra infracción. Condición inexcusable para que exista alcance es que las
cuantías ofrezcan «saldo deudor injustificado». Con ayuda de la interpretación
muy aguda de J. A. Pajares25, puede concluirse con José Pascual, que «se estará
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ante supuesto alcance o malversación cuando exista carencia total o parcial de
justificante de la aplicación dada a los fondos. Por el contrario, podrá constituir
responsabilidad distinta del alcance la ausencia de la documentación acreditativa
de los resultados obtenidos o de las cargas impuestas, así como las irregularidades
en la aplicación de los fondos puestas de manifiesto en la documentación justifi-
cativa del gasto a menos que a partir de éste se demuestre su desvío a fines par-
ticulares del perceptor o de un tercero, en cuyo caso el supuesto (malversación)
sería equiparable al alcance». Es preciso, pues, delimitar la jurisdicción conten-
cioso-administrativa y la contencioso-contable de manera exquisita en este terre-
no, para señalar con precisión los respectivos ámbitos, con el apoyo de los artícu-
los 1 a 5 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa y los 15 a 18 de la Ley Orgánica del Tribunal de
Cuentas.

Naturalmente que en el importante artículo 81.9 del Texto Refundido de la
Ley General Presupuestaria se regula el reintegro de las cantidades percibidas
como subvención, y la exigencia del interés de demora por una serie de cuatro
irregularidades —incumplimiento de la obligación de justificación; obtención de
la subvención sin reunir las condiciones requeridas para ello; incumplimiento de
la finalidad para la que la subvención es concedida; e incumplimiento de las con-
diciones impuestas a las Entidades colaboradoras y beneficiarias con motivo de la
concesión de la subvención— a las que se añade que en el supuesto contempla-
do en el párrafo segundo del apartado en el que se plantea la sobrefinanciación,
«procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad desa-
rrollada».

Para no hacer más amplia esta exposición, pero aludiendo a que en el texto
de José Pascual todo ello está tratado exhaustivamente, no voy a hablar de lo que
resta del análisis del reintegro por revocación del acuerdo de la concesión —fun-
damentalmente, el procedimiento para declarar la procedencia del reintegro y el
procedimiento recaudatorio—, y nada diré de los reintegros que tienen su causa
en la nulidad o anulabilidad del acuerdo de concesión, del reintegro de pagos
indebidos por errores materiales, del reintegro por iniciativa del perceptor, y
sobre los reintegros por infracciones contables. Únicamente señalaré, de acuerdo
con José Pascual, que «el carácter resarcitorio de la responsabilidad contable
desembocará normalmente, cuando de subvenciones se trata, en un reintegro de
fondos. En este caso el reintegro de las subvenciones podrá ser exigido por el Tri-
bunal de Cuentas por la vía del reintegro por alcance o por la del juicio de cuen-
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tas, según que la infracción contable se califique de alcance o de responsabilidad
distinta del alcance».

Si pasamos al terreno penal, en España existe una Escuela muy interesante en
este sentido, iniciada por Jiménez de Asúa y a la que perteneció Antonio Rodríguez
Sastre26. Precisamente esta orientación jurídica fue la que dio el triunfo a España
sobre Bélgica en el famoso pleito de la Barcelona Traction en el Tribunal Interna-
cional de La Haya. Ahora, en relación con el problema de las subvenciones es ver-
daderamente interesante la aportación de M.ª Carmen Gómez Rivero, que en su
obra El fraude de subvenciones27 defiende la necesidad de incorporarlo como un tipo
específico al Código Penal. No es posible enmarcarlo en el delito fiscal, tampoco en
la apropiación indebida y, menos aún, en el tipo común de estafa. De ahí lo lógi-
co de la conveniencia del actual artículo 308 de nuestro Código penal, que como
se hace en el parágrafo 264 del Strafgesetzbuch alemán tipifica el fraude de subven-
ciones, que tiene su origen en una vieja tradición germana, nunca perdida. El
neohistoricismo y el socialismo de cátedra de la Verein für Sozialpolitik al enlazarse,
al final de la I Guerra Mundial, con el revisionismo marxista de Bernstein como
base de la socialdemocracia, produjeron una contemplación especial de los delitos
económicos, porque perturbaba el intervencionismo que emanaba de esas doctri-
nas. La delincuencia económica era, por ello, en la doctrina alemana, intolerable, y
esa postura no se alteró cuando, como consecuencia de la influencia del nacional-
socialismo, que había radicalizado las posturas tradicionales alemanas en este senti-
do28 al triunfar éste sobre el resto de los socialismos antimarxistas y marxistas que
proliferaban en Alemania, esa realidad intolerable se convierte en un crimen de leso
pueblo alemán. Pero tampoco hay cambios en este talante con los planteamientos
que procedieron de la Escuela de Friburgo con Walter Eucken, y que acabó triun-
fando en buena parte a partir de la reforma monetaria de Erhard. La victoria del
mercado también exigía un juego muy limpio en economía. El problema derivado
de las subvenciones, como he manifestado más arriba, era uno de los más peligro-
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26 La bibliografía de Antonio Rodríguez Sastre en este sentido no es pequeña. Se abre con El deli-
to financiero. Su repercusión en el crédito y la economía, Madrid, 1936 y culmina, a mi juicio, con su
excelente trabajo, Las obligaciones en moneda extranjera. La doctrina de «clean hands», Editorial de
Derecho Financiero, Madrid, 1968.

27 Cfs. M.ª Carmen Gómez Rivero, El fraude de subvenciones, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996,
págs. 77-118.

28 Sobre esta cuestión véase el apartado «El socialismo nacional (antimarxismo)», en el libro de
Ludwig von Mises, Crítica del intervencionismo, ob. cit., págs. 172-182.



sos, sobre todo si se le manejaba mal. De ahí que tras la II Guerra Mundial se
emplease contra estas irregularidades la denominada Ley penal económica de 26 de
julio de 194929. Pero los progresos de los mecanismos relacionados con las subven-
ciones, hábilmente explotados por la que podría denominarse la economía crimi-
nal30 crearon problemas muy serios31 y movieron al Ministerio federal alemán de
Justicia a crear, en 1972, una Comisión de especialistas que debía plantearse tanto
los problemas doctrinales como los político-criminales que rodean «a la delincuen-
cia económica en general y, por tanto a la criminalidad... relativa al fraude de sub-
venciones... El fruto de dicha Comisión (fue)... la presentación de la Primera Ley
para la lucha contra la criminalidad económica... de 29 de julio de 1976, que...
entraría en vigor el 1 de septiembre del mismo año». En ella se introducía el cita-
do parágrafo 264 del Strafgesetzbuch a la vez que en su artículo segundo se incor-
poraba la Ley contra la utilización abusiva de las subvenciones, que se restringe a
las subvenciones que perciben los empresarios, con una finalidad de ventaja econó-
mica, no quedando en el ámbito penal, en cambio, posibles irregularidades en las
subvenciones de tipo cultural y social32.

En España el delito de fraude por subvenciones se introduce en nuestro orde-
namiento jurídico por la Ley Orgánica 2/1985, de 29 de abril, que incorporó al
Libro II del Código Penal el Título VI. En él, bajo el epígrafe De los Delitos con-
tra la Hacienda Pública, aparece el citado artículo 350 relativo al fraude en las sub-
venciones. La Ley Orgánica 6/1995, de 25 de junio, dio otra redacción a este deli-
to de fraude, encuadrándolo en el epígrafe De los Delitos contra la Hacienda
Pública y la Seguridad Social. En el nuevo Código Penal se dedican a este delito los
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Madrid, 1982, págs. 163-177. La bibliografía de Tiedemann en torno a estas cuestiones es copiosa y
fundamental.

30 No debe minimizarse la importancia creciente de la economía criminal. Sin el contrabando de
Gibraltar adicionado con el que procedía de la raya de Portugal, en el siglo XIX, no se explica el ban-
dolerismo andaluz, por ejemplo. Ahora la droga tiene un papel fundamental, pero también la posibi-
lidad de tener acceso a fondos a través de subvenciones. Algo intenté aclarar en mi artículo Crimen y
mercado, en Los Cuadernos del Norte, marzo-abril 1987, año VIII, n.º 42, págs. 52-65.

31 Cfs. de Tiedemann, Die Bekämpfung der Wirtschaftskriminalität als Aufgabe der Gesetzge-
bung am Beispiel der Steur-und Subventionsdelinquenz, en Goltdammer’s Archiv für Staatrecht,
1974, pág. 1 y sig., cit. por M.ª Carmen Gómez Rivero, ob. cit., pág. 142.

32 Todo esto, que tiene un interés notable para nosotros, con abundante bibliografía alemana, en
M.ª Carmen Gómez Rivero, ob. cit., págs. 145-153.



artículos 306, 308 y 309, con alusión ya a los fraudes relativos a los fondos comu-
nitarios, lo que debe ponerse en relación con los artículos 627 y 628 sobre el frau-
de a los presupuestos generales de las Comunidades.

En España, en estos momentos, nos encontramos, para jugar con la expresión
de Regis Debray, en una revolución dentro de la gran revolución que significó el
cambio de rumbo de nuestra economía a partir de 1959, y que continúa ahora mis-
mo. Pero ese caminar exige una Hacienda saneada, lo que obliga a un cuidadoso
control del gasto público; un amplio juego del mercado, lo que exige minimizar las
ventajas que pueden tener ciertos empresarios por el camino de las subvenciones;
un juego comunitario dentro de la Unión Europea cada vez más cuidadoso; final-
mente, una coordinación entre la Hacienda central y las territoriales, que impida
demasías de cualquier tipo. Me atrevo a decir que, en este terreno como en muchos
otros, el papel del Tribunal de Cuentas junto a la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado, superando cualquier deseo de protagonismo individualizador
sin sentido hoy, puede, incluso, ser decisivo. Porque también en torno a las sub-
venciones y sus irregularidades anda aquello que Quevedo indicó como causa de la
ruina de los pueblos33:

En el precio, el favor; y la ventura,
venal; el oro, pálido tirano;
el erario, sacrílego y profano...

Y esa ruina es la que, entre todos, tenemos que evitar.
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La gestión de las subvenciones públicas 
con fines sociales a través de organizaciones 
no gubernamentales

Excmo. Sr. D. Juan Manuel Suárez del Toro Rivero
Presidente de Cruz Roja Española

En primer lugar, permítanme expresar mi agradecimiento a la Interventora
General por su amable invitación a participar en esta edición de las Jornadas anua-
les organizadas por la Intervención General de la Administración del Estado. Es
una gran oportunidad la que se me brinda, como directivo responsable de una de
las principales organizaciones del llamado Tercer Sector, para exponerles nuestro
punto de vista sobre la gestión de las subvenciones públicas con fines sociales a tra-
vés de entidades no gubernamentales.

En mi intervención pretendo trasladarles no sólo el punto de vista de la enti-
dad que presido, Cruz Roja Española, sino también el de otras entidades —en con-
creto 15 más— que integramos la denominada Plataforma de ONG de Acción
Social en España, en la que participan las principales entidades del ámbito social.

Mi intervención se apoya en los trabajos que hemos realizado en el seno de la
Plataforma, para la modernización y mejora de nuestro sector, y he compartido con
sus miembros las principales líneas de la intervención que hoy les voy a presentar.

Voy a dividir mi intervención en cuatro partes, que son las siguientes: una
breve descripción del denominado Tercer Sector, con especial referencia a Espa-
ña; los retos y oportunidades que se nos plantean en el proceso de modernización
del Tercer Sector; algunas de las iniciativas que en este proceso de modernización
ya han sido adoptadas por las entidades sociales; algunas propuestas que contri-
buirían a mejorar la gestión de las subvenciones públicas por parte de nuestras
entidades.



1. Breve descripción del denominado Tercer Sector Social
en España

Para una mejor comprensión del terreno que pretendo explorar en mi interven-
ción, me parece necesario comenzarla acotando lo que denominamos Tercer Sector
Social. Al pretenderlo tengo que hacer una primera manifestación: no existen datos
completos y fiables que nos permitan describir este sector. La información de la que
disponemos es parcial y sólo cubre aspectos concretos del mismo sector.

Esta carencia de información sobre el tercer sector fue puesta de manifiesto por
la propia Comisión Europea en su «Comunicación sobre el Fomento del papel de
las Asociaciones y Fundaciones en Europa» publicado en el año 1999.

Los datos que voy a proporcionarles proceden de dos publicaciones recientes,
que describen aspectos parciales del sector:

El «Nuevo Estudio del Sector Emergente», publicado por la Fundación BBV en
el marco del estudio que lleva a cabo la Universidad Johns Hopkins sobre un «Pro-
yecto de estudio comparativo del Sector No Lucrativo» del año 1999 y el estudio
«Empleo y Trabajo voluntario en las ONG de acción social» publicado por Funda-
ción Tomillo en colaboración con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Las entidades del sector estamos intentando cubrir el vacío de información que
les he comentado mediante una investigación que realizamos, para publicar el
denominado «Libro Blanco sobre el Tercer Sector Social en España» elaborado a
iniciativa de la Plataforma por la Fundación «Cruz Roja Española» en estrecha cola-
boración con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

En cuanto a las características esenciales que distinguen a las entidades del sec-
tor, y que a la vez les otorgan un carácter distintivo frente a los otros dos sectores
(privado con ánimo de lucro y Administración Pública), podemos resumirlas des-
tacando cinco rasgos esenciales ya citados en el «Nuevo estudio del sector emer-
gente» y que son los siguientes:

• Estructura organizativa, es decir, que poseen presencia y estructura institu-
cionales, reflejada en un documento que les da carta de naturaleza: regla fun-
dacional o estatutos como asociación o confederación.
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• Carácter privado, es decir, separadas institucionalmente del Estado aunque,
como veremos, mantienen una estrecha relación con él.

• Que no distribuyen beneficios, es decir, que el excedente que puedan generar
en su actividad no se distribuye a los gestores o a los titulares de la entidad.

• Autonomía, es decir, autocontrol de sus propias actividades por los órganos
de gobierno y control de las que se dotan.

• Con participación de voluntarios; además de los profesionales que puedan
trabajar en ellas, cuentan con aportaciones voluntarias tanto en tiempo como
en dinero.

Como anteriormente mencioné, no existen datos completos sobre la estructura
del sector. En algunas publicaciones se han llegado a mencionar más de 50.000
entidades de este tipo en España, lo que, a todas luces, parece un número excesivo.
El origen de esta cifra es histórico y acumulativo y en ello se incluyen muchas enti-
dades ya desaparecidas o sin actividad real.

La Fundación Tomillo, para la realización del estudio antes citado sobre
«Empleo y trabajo voluntario» confeccionó un directorio propio, en el que incluyó
11.043 entidades, cuyos rasgos principales, tras un estudio realizado sobre una
muestra representativa del universo, son los siguientes:

— Un 77% de las entidades son asociaciones y el 22% fundaciones. El 1%
restante son federaciones y confederaciones.

— La mayor parte de las entidades —casi el 50% de ellas— están ubicadas en
Madrid, Cataluña y Andalucía, si bien la mayor densidad de entidades en
relación con el número de habitantes (casi 4 entidades cada 10.000 habi-
tantes) se da en Rioja, Navarra, País Vasco y Cantabria.

— Un 30% de las entidades se dedican a atender los problemas de la infancia
y la familia. Siguen en importancia las dedicadas a los problemas de la
juventud (29%), las mujeres (21%) y las personas mayores (17%). Las áre-
as con menor presencia de organizaciones son las de personas afectadas por
el SIDA (6%), pueblo gitano (6,5%) y promoción del voluntariado (6,5%).

— El 75% de las entidades tienen un ámbito autonómico de actuación.
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— El sector ha tenido un importante crecimiento en los últimos años. De
acuerdo con el estudio citado, un 47% de las entidades nació en la década
de los noventa. Tan solo el 18% de las entidades estaban inscritas en la
década de los 80. Su mayor antigüedad está también relacionada con las
actividades a las que se dedican: las más antiguas a la atención a las perso-
nas mayores y discapacitadas; las más recientes a la atención a personas con
SIDA o drogodependientes.

— El 82,5% de las entidades mantiene acuerdos de gestión de servicios con
algún organismo público y obtiene una parte de su financiación de éstos.

— El sector está formado, mayoritariamente, por microentidades. Aunque la
media anual de ingresos se sitúa en 86 millones de pesetas (516.870 €), un
25% de ellas tiene ingresos inferiores a 4 millones de pesetas (24.040 €) al año.

— En cuanto al número de trabajadores, las organizaciones también son de
pequeño tamaño: el 50% tiene 20 trabajadores o menos, y el 75% no supe-
ra los 37 trabajadores.

— En cuanto a su financiación, las subvenciones de entidades públicas tienen
un peso importante en la estructura de ingresos, representando un 53%.
Las cuotas de socios y donaciones de particulares suponen el 25% y las con-
traprestaciones por servicios suponen otro 15% adicional.

— En cuanto al gasto, las entidades destinan casi el 50% a gastos directos de
ejecución de actividades, el 35% a gastos de personal asalariado y el 15% a
infraestructura y gastos de gestión.

— El número de trabajadores asalariados a tiempo completo asciende a
284.000 personas, lo que supone un 2% del total de los asalariados en
nuestro país. Esta cifra es consistente con la estimación que aporta el «Nue-
vo Estudio del Sector Emergente» que cita unos 475.000 empleos para el
sector no lucrativo en su conjunto.

— El estudio de la Fundación Tomillo cifra el número de voluntarios involu-
crados en las actividades de las organizaciones del sector en 1.073.320, lo
que equivaldría a unos 230.000 puestos de trabajo a tiempo completo equi-
valente (TCE).
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2. Retos y oportunidades que se plantean en el proceso 
de modernización del Tercer Sector

Diría que la mayoría de las entidades del sector son conscientes de la necesidad
de modernizarlo, para lograr una mayor eficacia y eficiencia en la gestión.

Siguiendo el ejemplo de lo que ocurre en países de nuestro entorno, esta
modernización también debe incluir aspectos de transparencia y autocontrol del
sector, ya que toda su fuerza se basa en la confianza entre sus diversos actores: enti-
dades privadas, público y Administración Pública. En una sociedad con mayores
niveles de exigencia, las entidades deben dar un paso adelante para mejorar sus
aspectos de control interno y de información al público y a la Administración.

De los datos mencionados en el punto anterior pueden extraerse algunas orien-
taciones sobre las líneas que habrá de seguir ese proceso de modernización. Cito
algunas de las más relevantes:

• Actualización de la legislación reguladora de asociaciones y fundaciones, para
adecuarse a las nuevas realidades del sector. La vigente Ley de Asociaciones data
del año 1964 y es evidente que ha quedado obsoleta. En la actualidad se tra-
mita en el Parlamento una nueva Ley, que recoge la mayoría de las demandas
de las entidades del sector. En cuanto a la Ley 30/94 de Incentivos Fiscales a la
Participación Social, en los próximos meses también se prevé su modificación,
desglosándola en dos textos, relativos a la regulación de la figura fundacional y
a los aspectos fiscales y de incentivos a la colaboración respectivamente.

• Mejora del conocimiento e intercambios entre Administración y entidades
del sector. Las entidades del sector social prestan a la Administración una
colaboración muy directa en la prestación de servicios concertados de diver-
so tipo. Sería deseable un mejor conocimiento de las realidades por ambas
partes, para lograr una mayor funcionalidad en esa colaboración.

• Financiación del sector. Uno de los principales problemas es el de la estabilidad
en la financiación de las actividades que desarrollan las entidades. Iniciativas
como las propuestas por la Plataforma de ONG de Acción Social para lograr
acuerdos de financiación plurianuales en los programas de actividades; la mejo-
ra en el tratamiento fiscal de las donaciones, para incentivar la colaboración ciu-

Excmo. Sr. D. Juan Manuel Suárez del Toro Rivero 97



dadana y empresarial; favorecer el acceso de las organizaciones a financiación
para la mejora de sus procesos técnicos y de control, recursos tecnológicos, etc.

• Empleo en el sector. Como ya se ha mencionado, las entidades del sector
emplean directamente a unas 300.000 personas en España, lo que supone
más de un 2% de los puestos de trabajo en nuestro país. En otros países de
Europa occidental la media de empleo generado por el conjunto del sector
no lucrativo se aproxima al 7% del empleo total. En este punto hay que
mencionar que aún existe potencial de crecimiento del empleo en el sector,
y que se han identificado ocupaciones en nuevos nichos de actividad, lo que
permitiría generar nuevo empleo. Para favorecer este empleo es necesario
contar con una mejor regulación del contrato de trabajo por obra o servicio;
facilitar la formación y el reciclaje profesional de los trabajadores del sector,
a través de los fondos para la formación continua, etc.

3. Algunas iniciativas adoptadas por las entidades sociales
para la modernización del sector

Las entidades del sector, preocupadas por los retos que plantea la moderniza-
ción del mismo, ya han puesto en marcha diversas iniciativas. Por mencionar sólo
algunas de ellas, quisiera citar las siguientes:

• La adopción de códigos éticos, de adhesión voluntaria, para regular diversos
aspectos de la gestión de las entidades. Entre ellos, el relativo a la captación de
fondos, propuesto por la Coordinadora Estatal de ONG para el Desarrollo.

• La implantación de auditorías externas, para efectuar el control financiero de
la gestión de las entidades. También se están realizando auditorías de impac-
to sobre los resultados obtenidos en los programas realizados.

• La publicación de memorias e informes sobre las actividades, recursos emple-
ados y logros conseguidos, para informar a los donantes y a la sociedad en
general sobre el empleo de los fondos obtenidos.

• La agrupación en plataformas coordinadoras que pretenden armonizar la ges-
tión de las entidades y establecer líneas de trabajo compartidas, para optimi-
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zar objetivos y recursos. Como ejemplos quiero mencionar la Coordinadora
Estatal de ONG de Desarrollo; la Plataforma de ONG de Acción Social; la
Asociación de Entidades No Lucrativas Usuarias de Marketing Directo
(AOMD) en el seno de la FECEMD, etc.

• La implantación de sistemas de calidad, a través de la adhesión a normas ya
existentes (ISO) o mediante la creación de una norma específica como persi-
gue la iniciativa «ONG con Calidad» promovida por el Instituto de Trabajo
y Servicios Sociales (INTRESS) en colaboración con varias entidades del sec-
tor y con el apoyo del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

4. Algunas propuestas que favorecerían una mejor gestión
y control de las subvenciones

Por último, pero no lo último, quisiera referirme a algunas propuestas que
podrían contribuir a mejorar el control de las subvenciones públicas. Quiero reite-
rar en este punto que las entidades sociales somos plenamente conscientes de nues-
tras obligaciones de transparencia e información y que no sólo aceptamos, sino que
pedimos que ese control se lleve a cabo con la mayor eficacia y eficiencia posibles.

Algunas de las propuestas que podrían contribuir a ello son las siguientes:

• Revisar con carácter general toda la normativa de justificación de las subven-
ciones públicas, con el fin de armonizar los requisitos, documentación a pre-
sentar, etc. En esta línea, desde la Plataforma se propuso al MTAS la crea-
ción de un grupo de trabajo encargado de la revisión de los procedimientos
de revisión de las subvenciones de ese Ministerio. El grupo ha iniciado sus
trabajos el pasado mes de mayo. En este punto hay que mencionar la conve-
niencia de clasificar a las diferentes entidades por su tamaño y complejidad,
ya que los requerimientos debieran adecuarse a la misma.

• Establecer acuerdos plurianuales de financiación. El modelo de subvención
anual no es eficiente cuando se quieren abordar problemas complejos, que
requieren intervenciones largas y sostenidas en el tiempo. Sería conveniente esta-
blecer —como es habitual en otros países de nuestro entorno y también en
España, como por ejemplo en la convocatoria de la AECI— programas de dura-
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ción plurianual (3 o 4 años, por ejemplo). Este modelo aportaría estabilidad a
la intervención y la posibilidad de controlar los logros realmente alcanzados.

• Basar la justificación de las subvenciones en la contabilidad de la entidad,
que deberá ajustarse al Plan General Contable para Entidades No Lucrativas.
En la actualidad las subvenciones se justifican mediante formularios ad hoc
que no siguen la estructura de la información contable de la entidad, lo cual
requiere adaptar la información, con la posibilidad de errores u omisiones y
la dificultad para su control posterior.

• Desarrollar herramientas informáticas que faciliten la gestión económica de
las entidades y de las subvenciones y su justificación. Estas aplicaciones per-
mitirían simplificar las tareas de elaboración del presupuesto, desglosado por
centros de coste, la elaboración de justificaciones y memorias, etc. Además de
simplificar la gestión, facilitarían el control económico y evitarían duplicida-
des y errores.

• Normalizar el procedimiento de justificación de subvenciones mediante la
adopción de alguna norma voluntaria tipo ISO, etc., que sea certificada por
algún organismo certificador (AENOR).

• Revisar los criterios de justificación de determinados gastos, para que sean
homogéneos en todas las subvenciones: ejemplos que pueden mencionarse
son los gastos de bolsillo, de transporte, etc. A veces, su justificación es más
compleja y costosa que el gasto que se pretende acreditar. Aquí serviría el
modelo de la Unión Europea, que establece un porcentaje de gastos de difí-
cil justificación.

• Establecer criterios claros para la justificación de gastos de los voluntarios,
estableciendo algunos límites para que la compensación de los gastos en que
han incurrido por su participación altruista (viajes, alojamiento, comida) ten-
gan unos límites mínimos exentos de justificación. Esto contribuiría a sim-
plificar la justificación sin menoscabo del control.

• Flexibilizar la asignación de las partidas de gastos, para que a medida que se
realizan los programas puedan ajustarse a las necesidades no previstas. Estas
modificaciones podrían tener límites precisos y requerir un informe a poste-
riori que acredite su necesidad.
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• Agilizar el control de las subvenciones por los distintos órganos de la admi-
nistración (Departamento concedente, IGAE, Tribunal de Cuentas). La
situación se complica aún más cuando se trata de la justificación de subven-
ciones concurrentes, en las que intervienen distintas Administraciones. A
veces el control se prolonga durante años, con la consiguiente complejidad
para mantener disponible la información. Las entidades son conscientes de la
necesidad de un control riguroso del dinero público —añadimos más, tam-
bién del dinero privado— pero debiera establecerse un procedimiento de
control más ordenado, que permita la revisión en un tiempo razonable.

• Aprovechar la existencia de unidades de auditoría interna dentro de las enti-
dades como herramienta de apoyo para el control. Estas unidades pueden
aportar su trabajo y experiencia para apoyar el control externo. También pue-
den contribuir a la creación de un ambiente de control mediante el esta-
blecimiento de procedimientos de trabajo normalizados, y elaborando un
manual de riesgos para su control preventivo.

• Basar el control en las auditorías externas. La Administración podría basar
parte de su control en las auditorías externas realizadas por empresas del sec-
tor debidamente acreditadas. Esto agilizaría y simplificaría el control, garan-
tizando la integridad y consistencia de la información, al poner todos los
ingresos y gastos en relación.

• Mejorar la capacidad profesional de los empleados de las organizaciones
mediante formación e intercambio periódico de información sobre técnicas y
procedimientos aplicables al control de las subvenciones.

• Poner a disposición del sector recursos económicos que permitan la mejora
de sus procedimientos de gestión y control. La mejora en el control necesa-
riamente conllevará una mayor profesionalización, tanto en número de per-
sonas como en formación y perfil de las capacidades de los profesionales, lo
que supondrá un mayor coste para las entidades. También se incrementan los
gastos debido a los controles externos a implantar. Las subvenciones debieran
contemplar estos costes en la cuantía concedida, estableciendo, por ejemplo,
un porcentaje de gastos admisibles para la gestión.

• Incidir con mayor énfasis en el análisis de la calidad y rentabilidad social de
los programas subvencionados, en cuanto al cumplimiento de los objetivos
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previstos. En la actualidad hay un cierto desequilibrio en el control, ponien-
do mayor énfasis en los aspectos de justificación económica, lo que no refle-
ja necesariamente el valor social de la subvención concedida.

Para terminar esta intervención, quiero reiterar el interés de todas las entidades
en un mejor control de sus actividades, ya que estamos seguros redundará en la cali-
dad y transparencia de los programas y servicios que realizan en favor de los colec-
tivos más vulnerables.

Reiterando mi agradecimiento por la invitación a participar en estas Jornadas y
el interés con el que han atendido mi intervención, quedo a su disposición para res-
ponder a las preguntas que deseen formular.

102 La gestión de las subvenciones públicas con fines sociales a través de organizaciones no gubernamentales



Clausura4





La actividad subvencional del Estado: 
su importancia y control

Excma. Sra. D.ª Elvira Rodríguez Herrer
Secretaria de Estado de Presupuestos y Gastos

En el lugar en que se ha situado mi intervención y con el título «La actividad
subvencional del Estado: su importancia y control», me planteaba qué podía decir
que no se hubiera dicho ya, concretamente en estas Jornadas tan específicas sobre
el control de las subvenciones públicas. He planteado mi exposición quizás desde
un punto de vista un poco diferente, pero hablando también de lo que es el con-
trol y de lo que es la actividad subvencionadora en general o de asignación de recur-
sos en el Estado a otros entes para que ellos hagan sus políticas o funciones.

Como el Ministro hizo referencia ayer en la inauguración de las Jornadas, el
cambio de orientación de la política presupuestaria en los últimos tiempos, ha sido
muy importante y dada la cercanía con la que he seguido su evolución en estos últi-
mos años, me vais a permitir que me centre brevemente en su análisis.

He de remontarme siquiera sea brevemente al año 96, donde tenemos un pun-
to de inflexión respecto a ejercicios anteriores en el cual los Presupuestos Generales
del Estado redujeron en casi dos puntos del PIB las necesidades de financiación del
Estado, reducción que se llevó principalmente por el lado del gasto público, con
especial incidencia, como ya se señaló ayer, en el gasto corriente.

El compromiso de las Autoridades Económicas con la corrección del desequili-
brio presupuestario, se confirmó en los ejercicios posteriores con ocasión de la ela-
boración y ejecución de los correspondientes presupuestos. Como decía ayer el
Ministro, entre los años 96 y 2000 el déficit de las Administraciones Públicas pasó
del 6,6% al 0,3% del PIB. En la segunda mitad de los años 90 esta política tuvo
un efecto determinado sobre los agentes económicos y sus expectativas y sobre las
posibilidades de que España formara parte de la Unión Monetaria desde su crea-
ción.



La entrada en el Euro, como todos hemos visto, ha traído aparejada una reduc-
ción de la prima de riesgo sobre nuestra economía, lo que permitió una caída pro-
nunciada en los tipos de interés. De esta forma y a diferencia de lo que habían
dicho algunos, la orientación presupuestaria contractiva no originó una caída de la
actividad económica, al contrario, dio lugar a lo que se denominó un efecto no
Keynesiano de la reducción del déficit público, es decir, un efecto expansivo sobre
el consumo de las economías domésticas y sobre la inversión en bienes de equipo,
que acabaría por convertirse en una de las bases del actual período de crecimiento
sostenido de la economía española.

El esfuerzo fiscal en estos años se ha basado en los siguientes principios:

• En primer lugar en el control del gasto corriente, de hecho y tal y como
se ha visto, el control en las partidas de gasto corriente, ha sido el princi-
pal responsable de la reducción del déficit, de hecho estimamos que cer-
ca de las tres cuartas partes de la reducción del déficit público se deben a
este factor. Este control del gasto corriente, ha permitido a su vez, refor-
zar aquellas partidas presupuestarias más relacionadas con las posibilida-
des de crecimiento futuro de nuestra economía «la inversión en infraes-
tructuras, la inversión en investigación y desarrollo y la formación de
capital humano».

• En segundo lugar y en la estructura que tenemos, ha sido el Estado el agen-
te sobre el que ha recaído el mayor esfuerzo presupuestario. De hecho, por sí
solo ha reducido entre los años 96 y 2000 su necesidad de financiación en
casi 5 puntos del PIB.

Y por último y esto es importante en este contexto, se ha reforzado el con-
trol de la ejecución del presupuesto, lo que ha hecho posible que los objetivos de
reducción del déficit se hayan visto siempre mejorados en su realización final.
Este proceso de consolidación presupuestaria, permitirá que en este año 2001 se
logre que, por primera vez en nuestra historia reciente, las Administraciones
Públicas equilibren sus cuentas y no presionen los mercados financieros en bus-
ca de financiación. Aún este año que las previsiones de cierre son inferiores a
aquéllas en las que habíamos basado la confección de nuestro presupuesto, no se
van a mejorar las previsiones iniciales, pero sí se van a cumplir éstas, demostran-
do de alguna manera el mismo proceso por el que ha seguido la ejecución en los
últimos años.
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Por otra parte, hay que entender que esta política fiscal, al desligarse de la sim-
ple gestión de la demanda agregada, se ha convertido en una política estructural,
con el objetivo de aumentar nuestro PIB potencial y distintos elementos nos dan
constancia de este hecho. Por una parte, como hemos visto, el esfuerzo de la reduc-
ción del déficit, ha sido compatible con el impulso en aquellas partidas que han de
mejorar la productividad futura del sistema. La reducción en la necesidad de finan-
ciación del sector público, permite reforzar el ahorro nacional, lo que favorece la
acumulación de capital y los proyectos de inversión privada.

La reducción del peso del sector público en la economía, permite que los meca-
nismos de mercado tengan un mayor peso en la asignación de recursos y que, por
lo tanto, la eficiencia del sistema salga reforzada y además y por el lado de los ingre-
sos, la evolución adecuada del presupuesto, ha permitido disponer de suficiente
margen de maniobra al reformar el Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas,
con los siguientes objetivos: por una parte, aumentar la dotación de recursos pro-
ductivos al impulsar el ahorro de los hogares y la reducción de la fiscalidad sobre
trabajo y por otra parte, mejorar la equidad horizontal del sistema al simplificar el
impuesto y reducir la escala de gravamen.

Creo sinceramente que la sociedad dispone ahora de mucha y mejor informa-
ción que nunca, tanto por el esfuerzo de la Intervención en facilitar datos actuali-
zados a través de Internet, como por las comparecencias mensuales con las estadís-
ticas de ejecución y otras actuaciones que llegan a todos los medios de
comunicación.

No reconocer el crecimiento de la economía, el ensanchamiento de las bases
imponibles y la creación e incluso la afloración de empleo de este período, es dar
una información incompleta de la evolución de la presión fiscal, que sin subidas
reales de los impuestos demuestra la situación económica y el crecimiento de la
eficiencia del sistema. Ello sin entrar en el debate de lo que ha supuesto el sanea-
miento de nuestras finanzas públicas en los últimos años, a estos efectos baste la
referencia a las conclusiones preliminares de la misión del Fondo Monetario Inter-
nacional que nos visitó hace escasos días. El Fondo decía: «de las economías más
grandes de la zona Euro, España es la que ha mostrado el más sostenido y mayor
dinamismo en los últimos cinco años, incluso en el marco desfavorable de la eco-
nomía internacional, la producción y el empleo han confirmado una expansión
más rápida que la media de la zona Euro». Este resultado se debe, primero y sobre
todo, a las firmes políticas orientadas a la consecución de la estabilidad macro eco-
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nómica y a las reformas estructurales. En este sentido el Gobierno ha diseñado
unos presupuestos para el año 2002 en los que, por segundo año consecutivo, se
equilibran las cuentas de las Administraciones Públicas y considera, el Gobierno,
que este equilibrio es la mejor respuesta a la actual situación de incertidumbre
internacional.

Desde la estabilidad presupuestaria, la economía española estará en las mejores
condiciones para responder con flexibilidad, a las necesidades que plantea la evolu-
ción, hoy todavía incierta de la coyuntura doméstica y global. El importante esfuer-
zo de consolidación fiscal, realizado a lo largo de cuatro años de fuerte crecimien-
to económico, es la garantía de que nuestra economía podrá responder de forma
adecuada, a los imperativos de la nueva situación. Por su parte las políticas de gas-
to y de ingreso, también tienen el carácter adecuado para impulsar la actividad eco-
nómica en este período. En lo que respecta a las políticas de gastos para 2002, de
nuevo avanzamos en la calidad del gasto público, al reforzar el peso de la acumula-
ción del capital físico, humano y tecnológico en el presupuesto.

Además de los efectos de estas políticas a medio y largo plazo sobre las posi-
bilidades de crecimiento de nuestra economía, también producen efectos positivos
en el momento actual, en particular, el conjunto del esfuerzo inversor del sector
público estatal para 2002, 3,8 billones de pesetas, genera según los estudios reali-
zados una inversión inducida sobre el sector privado de casi 1,2 billones de pese-
tas en los próximos cuatro años. Además la consolidación fiscal y el esfuerzo de
este año y del próximo, nos coloca en situación de volver a efectuar una reforma
del IRPF, que en su mayor parte girará en torno a un mejor tratamiento de las
familias, lo que supone por sí mismo la expresión de una determinada política,
sobre la que más adelante me referiré. Es en este concepto por el que seguiremos
avanzando, en el que cobra especial relevancia el análisis de las distintas partidas
que conforman el presupuesto, su razón de estar y su contribución a la política
económica.

Bajando ya a datos concretos del presupuesto, podemos observar cuál es la
estructura de gastos del presupuesto del año 2002 y cuál es la importancia de las
transferencias corrientes y de capital sobre el porcentaje del presupuesto, como
podemos observar en los capítulos 4 y 7 de nuestro presupuesto consolidado para
el año 2002, el 65,6% corresponde a los conceptos de subvenciones y transferen-
cias. Como todos sabéis la codificación del presupuesto de gastos, nos separa entre
el concepto que se pudiera determinar como subvenciones y transferencias, para los
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que, aunque supongo que se habrá repetido aquí a lo largo de los días, voy a utili-
zar la definición que incluimos en los documentos de principios contables públi-
cos, aunque sólo sea por la querencia que me produce haber formado parte de
aquellos grupos de trabajo.

Se definían las transferencias en sentido amplio, como el desplazamiento patri-
monial entre agentes o entidades, sin contrapartida directa por parte de los benefi-
ciarios, destinándose a financiar operaciones no singularizadas, así se definían las
transferencias o afectadas a un fin propósito, actividad o proyecto específico con
obligación por parte del destinatario de cumplir las condiciones y requisitos que se
hubieran establecido o, en caso contrario, proceder a su reintegro en la definición
de subvenciones. En nuestro presupuesto se dan todos los tipos que pueda haber,
tenemos subvenciones y transferencias de carácter corriente o de capital, nominati-
vas o no nominativas e incluso esas transferencias gestionadas por otros entes públi-
cos y que denominamos territorializadas.

Podemos ver el importe total de las transferencias corrientes 133.000 millones
de euros, como se distribuyen entre las Fundaciones Estatales, las Sociedades Mer-
cantiles, las Comunidades Autónomas, la Corporaciones Locales, Empresas priva-
das, familias e Instituciones sin fines de lucro y el exterior. Las familias e institu-
ciones sin fines de lucro, suponen el 62% del presupuesto, estamos hablando del
presupuesto consolidado, del total del capítulo 4 del presupuesto y ahí están como
veremos después, las pensiones públicas.

Las transferencias de capital que importan 6.000 millones de euros y en las que
destacan por su importe, además de las de empresas privadas, las de las Comuni-
dades Autónomas, ahí se encuentra el fondo de compensación interterritorial como
partida más significativa.

En la suma de los capítulos 4 y 7 y podemos observar una de las características
principales del presupuesto del año 2002 y es cómo el importe total de los mismos
disminuye. El que disminuya este importe, es la consecuencia directa de la integra-
ción en el presupuesto del nuevo modelo de financiación de Comunidades Autó-
nomas, con anterioridad se recibía con una corresponsabilidad en el Impuesto sobre
la Renta de Personas Físicas una participación en ingresos del Estado, que se ins-
trumentaba a través de presupuestos de gastos en el capítulo 4 y unas transferencias
por los gastos de la sanidad transferida; ahora, se ha cambiado a un modelo en el
que la corresponsabilidad está mucho más avanzada, en el que en realidad se han
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repartido una serie de impuestos y es la expresión más clara de un modelo político
organizativo del Estado, que llevaba 25 años en funcionamiento.

Las Comunidades Autónomas tendrán sus propios ingresos, se ha sustituido esa
participación garantizada en ingresos del Estado, teniendo impuestos cedidos y con,
eso sí permanece todavía y lo veremos después, por eso seguimos teniendo transfe-
rencias a Comunidades Autónomas, un fondo de suficiencia que actúa como cierre
del sistema y como asignación de recursos del Estado, para mantener la solidaridad
interterritorial y los niveles de prestación de servicio. Como veremos más adelante
y lo vamos a ver por políticas, en nuestro presupuesto de gastos, existe una figura
más común de lo que pudiera parecer, con este sistema que tenemos de autonomí-
as, que es el de las subvenciones gestionadas por Comunidades Autónomas o sub-
venciones territorializadas, como consecuencia de que la actividad subvencionado-
ra recae sobre funciones, que son competencia exclusiva de las Comunidades
Autónomas y que hacen que a lo largo de nuestro presupuesto, del presupuesto de
gastos estatal, que debería de reflejar aquéllo que es competencia exclusivamente del
Estado, todavía haya muchas partidas que se destinan a las Comunidades Autóno-
mas para apoyarlas o ayudarlas en aquellas competencias que son exclusivamente
suyas.

Quizás sea más indicativo que el mero dato de criterio económico, la desagre-
gación por transferencias corrientes de políticas o las políticas de gasto que apare-
cen y se atienden con el presupuesto de gastos del Estado y que contienen transfe-
rencias. Vemos políticas como las de pensiones, que forman el 42% del total de los
gastos del capítulo 4 del presupuesto consolidado de este ejercicio, los 133.000
millones de euros a los que hacía referencia, luego analizaremos lo que suponen
dentro del total de las políticas las pensiones en algunas de estas partidas. La finan-
ciación de Administraciones territoriales supone el 23,5% restante, pero después
nos encontramos con otra serie de políticas, que en gran medida se realizan a tra-
vés de transferencias a otros agentes, tan importantes como pueden ser el fomento
del empleo, las subvenciones al transporte o las propias de sanidad.

Las transferencias de capital que están radicadas en las políticas de infraestruc-
turas, en agricultura, en financiación de Administraciones territoriales, en investi-
gación, en viviendas y así progresivamente.

El siguiente cuadro es un resumen de los anteriores, en el que vemos del por-
centaje total de transferencias en su conjunto, lo que corresponde a cada una de las
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políticas, es una suma del anterior. Me parece de más interés para analizar el ámbi-
to, el universo de la política subvencionadora o de lo que suponen las transferen-
cias en los presupuestos del Estado, en la política presupuestaria del Estado.

En el caso de financiación de las Administraciones territoriales, obviamente la
totalidad se instrumenta a través de transferencias, en el caso de la participación en
la Unión Europea también, en el caso de subvenciones al transporte por su propia
denominación y en el resto de las políticas, ordenadas según su cuantía, tenemos
en el desempleo una parte muy importante sobre transferencias, el fomento del
empleo, agricultura, pensiones, viviendas y otras prestaciones sociales.

Respecto a las partidas que van específicamente a Comunidades Autónomas,
artículo 45 ó 75, ¿cuál es el porcentaje en las distintas políticas que nosotros envia-
mos a Comunidades Autónomas? Esto en financiación de Administraciones Terri-
toriales es el 68%, porque el resto es financiación de Corporaciones Locales, en
viviendas es el 43%, en fomento del empleo el 27,5%, en subvenciones al trans-
porte y así sucesivamente.

El que yo haya traído esta visión especial de lo que es el presupuesto y lo que
son las transferencias y la transferencias que damos a Comunidades Autónomas y
haya hecho referencia al nuevo modelo de financiación, a la separación de cometi-
dos y funciones del Estado, no sólo desde el punto de vista competencial, ni desde
el punto de vista financiero en este momento, es lo que me produce el lazo de
unión con lo que yo quería tratar y que creo que me acerca más con lo que es el
objetivo de éstas jornadas.

Con los datos que he expuesto, parece obvio la importancia del control de las
subvenciones y su aplicación, de las transferencias que están en el presupuesto y
parece obvio también, la importancia que tiene la función del control financiero
que realiza la IGAE en este ámbito, a los efectos cuando menos de la comproba-
ción de que las subvenciones o las transferencias entregadas han tenido como efec-
to la consecución de los objetivos previstos al ser presupuestados.

Cuando se hace tanto hincapié en que el presupuesto es en este momento el
instrumento más inmediato o más potente de política económica con el que cuen-
ta el Gobierno para llevar a cabo sus objetivos y de ahí toda la exposición de la pri-
mera parte, no es que me justifique, es que quiero enganchar cuál es el discurso en
donde se ve la importancia de que las cosas se cierren correctamente, en el que un
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presupuesto del entorno de 202 mil millones de euros, entorno a 32 billones de
pesetas, tenga una parte tan importante, un 65,7% en forma de transferencias o en
forma de subvenciones, nos muestra la importancia que tiene este capítulo de gas-
tos o esta asignación de recursos si lo vemos por el otro lado, para conseguir los
objetivos de política económica que intenta conseguir el Gobierno, que al final son
el lograr un crecimiento sostenido, una creación de empleo suficiente y mantener
una situación o un estado de bienestar para los ciudadanos.

Como consecuencia de eso, la labor de control financiero encaminada a com-
probar que se consiguen los objetivos previstos o que se pretenden al ser presu-
puestadas las subvenciones, a mí me parece especialmente importante. Pero tam-
bién me parece especialmente importante, la labor de control financiero en ámbito
diferente, el camino por el que vamos, que se ha decidido de forma clara en los últi-
mos ejercicios de política económica, de política presupuestaria, es el de la conso-
lidación fiscal, como a veces decimos, por el lado de gasto; es decir, es el conseguir
que el peso del sector público o de los recursos que detrae el sector público de la
economía, sea el menor dentro del más adecuado posible y se vaya consiguiendo
una cierta retirada del sector público en el sector económico. Ahí vuelve a ser muy
importante otra vez el que el análisis o el control que se realice sobre las subven-
ciones y sobre las transferencias que contienen nuestro presupuesto, se ponga tam-
bién en concordancia con ese análisis, ese presupuesto teórico en base cero, que no
hacemos, con la necesidad de determinados tipos de gastos, si son o no adecuados
a la consecución de los objetivos que nos marcamos.

Igualmente y con toda esa exposición, a lo largo de las transferencias que van a
Comunidades Autónomas y que damos incluso, territorializadamente, a otros entes
públicos sobre funciones que son competencia exclusiva de las Comunidades Autó-
nomas, me parece igualmente importante el camino comenzado y que espero que
culmine de la manera más eficaz posible, de proyectos, como el proyecto TESEO
que tiene en estos momentos la Intervención General. Es imprescindible para la efi-
cacia de la política presupuestaria en este ámbito, que un análisis en las subvencio-
nes, como consecución de objetivos, como solapamiento con otro tipo de políticas,
vista la importancia que tiene las que damos en el ámbito de las competencias de
las Comunidades Autónomas, se desarrolle y se utilice para que al final nuestro pre-
supuesto sea el más eficiente posible.

Si parece que en muchos ámbitos, se es consciente de ello y parece que en
muchos ámbitos los gastos se consolidan y se convierten en estructurales, en este
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campo en el que las subvenciones son nominativas o no, cada línea ha de demos-
trar su eficacia. La teoría del presupuesto incrementalista, que es una teoría que no
compartimos y que queremos romper, en este campo también tiene una importan-
cia muy significativa.

Y en último lugar y como planteamiento general en esta exposición que he inten-
tado que no fuera muy larga, al ser el fin de Jornadas, quiero hacer referencia a otro
tipo de actividad subvencionadora, pero diferente, que tenemos en nuestro presu-
puesto o que diciéndolo bien, o mejor dicho, no tenemos, que son los beneficios fis-
cales. Muchas veces cuando se quiere alcanzar determinada política y por eso decía yo
antes, al referirme a la reforma del Impuesto sobre la Renta, que iba a hablar de ellas
más adelante, nos encontramos ante la disyuntiva de si para hacer una labor de pro-
moción, utilizamos la forma de la subvención o se utiliza la política de incentivos fis-
cales a través de bonificaciones o exenciones en el campo de los impuestos.

En cuanto al importe de los beneficios fiscales que se contienen o no se con-
tienen, como decía en los Presupuestos Generales del Estado para 2002, estamos
hablando de 40.000 millones de euros, en torno a 6,5 billones de pesetas. Nos
encontramos con beneficios fiscales muy importantes en áreas similares a los que
tenemos en políticas de gastos subvencionadoras, en fomento del empleo, el comer-
cio, el turismo y las Pymes, la investigación, la educación, la industria y energía, los
transportes, la protección a la familia, no aparece directamente como una política
de gasto u otro tipo de políticas, lo hemos separado porque hay una clasificación
en el presupuesto de beneficios fiscales, que es similar a la que tenemos en los Pre-
supuestos Generales del Estado y otra clasificación que es la que utiliza el propio
presupuesto de beneficios fiscales.

Esta otra opción que está en manos del Gobierno, cuando se está haciendo
política presupuestaria, es la que nos vuelve a marcar la importancia de conocer si
determinadas políticas subvencionadoras son eficaces para alcanzar los objetivos
que pretenden, que en muchos casos son el fomento de la inversión y otra vez y
por añadidura conseguir los últimos objetivos de nuestros presupuestos como ins-
trumento de política económica, que son el crecimiento y la creación de empleo.

En resumen me gustaría dejar tres o cuatro flases de mi intervención, en pri-
mer lugar el que seamos conscientes de la importancia cuantitativa y cualitativa de
las subvenciones y transferencias en los Presupuestos del Estado. En segundo lugar,
ver que la consecución de los objetivos, en este tipo de gasto, es tanto o más nece-
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saria que en otros, dado que en principio y tomándolo en un sentido coloquial, por
ellas no se recibe nada a cambio, un efecto sobre la economía o determinada polí-
tica de bienestar o de bienestar de la sociedad. Que el control de los resultados es
imprescindible para una correcta presupuestación, tanto para conseguir los objeti-
vos, como en un escenario de consolidación como el actual, que si siempre se dice
que los recursos son escasos en este caso de forma más significada.

Y por último, algo que deberíamos de pensar todos y en este tipo de semina-
rios podía ser interesante, en relación con los informes en donde se vea la consecu-
ción de los objetivos, hasta qué punto se pueden sustituir subvenciones por incen-
tivos fiscales, o de qué manera se pueden conseguir mejor los objetivos últimos.

Con esto concluyo mi intervención y clausuro las Jornadas con el deseo de la
Interventora de que no tengamos que esperar dos años para las próximas y como
mínimo nos veamos al año que viene.
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Ilmo. Sr. D. Javier Losa Ciganda
Director de la Oficina de Control Económico del Gobierno Vasco

En primer lugar, quiero agradecer a la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado la invitación a participar en esta mesa redonda dedicada a
reflexionar sobre el control de la concesión de subvenciones. El propósito de mi
intervención, que supongo coincidirá con el de quienes han propuesto mi par-
ticipación, va a consistir en aportar la experiencia de quien tiene como función
garantizar que la actividad económica de la Administración se ajuste a las dis-
posiciones legales y propiciar la economía, eficacia y eficiencia en la gestión,
todo ello desde la perspectiva de una Comunidad Autónoma que dispone desde
hace cuatro años de una ley específica que regula su régimen de subvenciones y
ayudas.

1. Principios generales y tipos de subvenciones

Al abordar el tema de la concesión de subvenciones es necesario realizar una
primera clasificación de las mismas en función de los principios generales que
deben presidir la actividad subvencional. A este respecto, son bien conocidos los
principios de publicidad, concurrencia y objetividad, debiéndose establecer la
manifestación de los mismos en las correspondientes normas reguladoras, que debe-
rán asegurar la libre concurrencia de todos aquellos que reúnan los requisitos que
las mismas establezcan, facilitando el acceso a las subvenciones en un plano de
igualdad. La distribución de fondos públicos que lleva aparejada la actividad sub-
vencional de la Administración debe hallarse sometida a la utilización de baremos,
parámetros y criterios objetivos que deben ser previamente conocidos por los
potenciales beneficiarios.

Asimismo, deben publicarse en el Boletín Oficial tanto las normas reguladoras
como las convocatorias y la composición, en su caso, de los órganos encargados de
realizar la propuesta de concesión. Se publicarán, asimismo, aquellos actos de tras-
cendencia para los interesados y que les afecten de manera general.



Por último y salvo que las normas reguladoras de las ayudas y subvenciones
correspondientes establezcan otra forma, las resoluciones de concesión y sus modi-
ficaciones deben ser publicadas también en el Boletín Oficial.

Basándonos en estos principios generales, podemos distinguir tres tipos de sub-
venciones. Por un lado, las que están amparadas por normas reguladoras y convo-
catorias, cumpliendo así los principios de publicidad y concurrencia. Por otro lado,
y como excepción a estos principios, las subvenciones nominativas y las de conce-
sión directa por el Gobierno.

2. Subvenciones nominativas y directas

Las subvenciones nominativas son aquellas que figuran en los Presupuestos
Generales nominativamente consignadas con una cuantía máxima y una delimita-
ción precisa, única y excluyente de los beneficiarios. La concesión de estas subven-
ciones debe estar excluida, por Ley, de fiscalización previa.

La concesión directa de las ayudas o subvenciones por el Gobierno tiene carác-
ter excepcional, debiendo acreditarse mediante justificación razonada y memoria
documental las razones de interés público, social, económico o humanitario que las
justifiquen, así como la imposibilidad de su convocatoria mediante una disposición
de carácter general. Precisamente en este último requisito, debido a su relatividad,
es donde va a residir la mayor dificultad para el ejercicio del control interventor.

Sin perjuicio de las especialidades de estas dos modalidades de subvención, a
ambas deben serles aplicables las normas que garantizan que cualquier ayuda públi-
ca esté afecta al fomento de una actividad de utilidad e interés social o a la pro-
moción de la consecución de un fin público. Asimismo, deben cumplirse las nor-
mas que exigen la correcta fijación de las obligaciones y requisitos del beneficiario.

Tanto las Órdenes o Resoluciones de concesión de las subvenciones nominati-
vas, como las propuestas de Acuerdo de concesión de subvenciones directas debe-
rán cumplir, por tanto, como mínimo, con los siguientes requisitos:

a) Definición precisa del objeto de ayuda o subvención.

b) Partida presupuestaria a la que se imputa el gasto.
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c) Órgano encargado de la gestión de la subvención.

d) Cuantía de la ayuda.

e) Previsión y autorización, en su caso, de la suscripción de un concierto o
convenio que instrumente la subvención.

f ) Posibilidad de concurrencia con otras ayudas, subvenciones o recursos, o en
su caso, la incompatibilidad con su percepción. En el caso de admitirse la
compatibilidad, deben establecerse necesariamente los límites o criterios
para evitar la sobrefinanciación.

g) Plazos y forma de pago.

h) Plazos y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento
de la finalidad y de la aplicación de los fondos percibidos.

i) Régimen de garantías, cuando proceda.

j) Mención de las obligaciones concretas del beneficiario.

k) Supuestos específicos en los que no sería exigible el abono de la subvención
o procedería el reintegro, sin perjuicio de los supuestos generales previstos
en la normativa.

La Orden o Resolución de concesión de las subvenciones nominativas debe remi-
tirse a Intervención debidamente suscrita por el órgano competente y acompañada
del correspondiente documento contable. El expediente también deberá contener la
siguiente documentación, aunque no se remita en ese momento a Intervención:

a) Acreditación, cuando proceda, de estar al corriente de las obligaciones tri-
butarias y de Seguridad Social.

b) Presupuesto de ingresos y gastos de la actividad subvencionada.

c) Cualquier otra documentación exigida por las normas aplicables o requeri-
da por la Orden o Resolución como requisito previo a la concesión.

Esta documentación deberá ser incorporada para la correcta tramitación del
reconocimiento de la obligación de pago, cuando así lo exijan las normas aplicables
o cuando así lo solicite el Interventor por ser imprescindible para la emisión del
correspondiente informe económico-fiscal.
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Por lo que respecta a las propuestas de Acuerdo de concesión de subvenciones
directas por el Gobierno, éstas sí deben estar sujetas a fiscalización previa, remi-
tiéndose a Intervención acompañadas del correspondiente documento contable y
de la siguiente documentación:

a) Justificación razonada y memoria documental de las razones de interés
público, social, económico o humanitario que fundamenten la subvención,
así como acreditación de la imposibilidad de su convocatoria mediante una
disposición de carácter general.

b) Acreditación de estar al corriente de las obligaciones tributarias y de Segu-
ridad Social.

c) Presupuesto de ingresos y gastos de la actividad subvencionada.

d) Texto sin suscribir del Convenio o Concierto que instrumente la subven-
ción, en su caso.

e) Informe de legalidad.

f ) Cualquier otra documentación exigida por las normas aplicables o requeri-
da por la propuesta de Acuerdo como requisito previo a la concesión.

3. Subvenciones por convocatoria pública

Expuesto el caso de estos dos tipos de subvenciones excepcionales, vamos a cen-
trarnos en aquellas que siguen el procedimiento general, es decir que están ampa-
radas por normas reguladoras y convocatorias, cumpliendo así los principios de
publicidad y concurrencia.

Las normas reguladoras de la concesión de las ayudas o subvenciones deben
contener como mínimo los siguientes extremos:

a) Definición precisa del objeto de la subvención.

b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la ayu-
da, plazo y forma de acreditarlos, y plazo en que deben presentarse las soli-
citudes.
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c) Criterios objetivos de adjudicación y, en su caso, ponderación de los mis-
mos.

d) Cuantía individualizada de la subvención o criterios para su determinación
y, en su caso, el importe global máximo destinado a las mismas.

e) Posibilidad de concurrencia con otras ayudas, ingresos o recursos y, en su
caso, incompatibilidad con su percepción. En el caso de admitirse la com-
patibilidad, deberán establecerse necesariamente los límites o criterios para
evitar la sobrefinanciación.

f ) Órganos competentes para la gestión de la ayuda o subvención y para la
resolución de concesión, plazo en el que será dictada y procedimiento que
será utilizado para garantizar su adecuada publicidad.

g) Plazo y forma de justificación de la aplicación de los fondos percibidos.

h) Posibilidad de realizar abonos a cuenta y pagos anticipados, plazo, modo de
pago y régimen particular de garantías que deberán aportar los beneficia-
rios para los supuestos excepcionales de pagos anticipados y, en su caso,
para los abonos a cuenta, así como aquellas otras medidas de garantía en
favor de los intereses públicos que puedan considerarse precisas.

i) Posibilidad, en los casos que expresamente se prevean, de modificación o
revisión de subvenciones concedidas.

j) Obligación de reintegro de los fondos percibidos en el supuesto de incum-
plimiento de las condiciones establecidas para la concesión de la ayuda o
subvención.

k) Obligación del beneficiario a facilitar cuanta información le sea requerida
por la Intervención y el Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de sus funcio-
nes de fiscalización del destino de las ayudas.

l) Procedimiento de reintegro en los casos de incumplimiento, así como, en
las ayudas de carácter reintegrable, el procedimiento de devolución y los
supuestos de exoneración total o parcial de la misma.
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m) Efectos de la falta de resolución en plazo, expresión de los recursos que pro-
cedan contra la norma reguladora, con indicación del órgano administrati-
vo o judicial ante el que hubieran de presentarse, plazo para interponerlos,
y demás requisitos exigidos por la normativa de general aplicación.

4. Control económico-normativo

Entrando ya en lo que es, propiamente, el control de la actividad subvencional,
puede resultar conveniente que el mismo se aplique con anterioridad a la publica-
ción de las normas reguladoras y convocatorias de las ayudas y subvenciones. Este
mecanismo permitiría detectar incumplimientos de la regulación sobre la materia
con la antelación suficiente para corregirlos y evitar problemas posteriores. En la
Comunidad Autónoma de Euskadi tenemos solucionado este asunto con la moda-
lidad de control interventor denominada «control económico-normativo», que con-
siste en la fiscalización de los proyectos de disposición normativa con contenido
económico que se prevea dictar por parte de los órganos competentes de la Admi-
nistración Pública.

La propia Ley de Control Económico del País Vasco establece que será, en todo
caso, objeto de este control la regulación que se dicte para el desarrollo de progra-
mas subvencionales, así como para sus convocatorias.

El control económico-normativo tiene como finalidad evaluar la incidencia
económica, tanto presupuestaria como extrapresupuestaria, de los proyectos de nor-
mas y abarca los siguientes aspectos:

a) La comprobación de la existencia e idoneidad del crédito o financiación
propuesta para dar cobertura presupuestaria a la norma de que se trate.

b) La incidencia o repercusión de la disposición en el régimen financiero,
patrimonial, contable, de contratación, tributario, de endeudamiento o de
concesión de garantías, así como en el régimen presupuestario y de ejecu-
ción del gasto e ingreso públicos.

c) La incidencia y adecuación a los objetivos y acciones de los programas pre-
supuestarios a que se refiere.
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d) La razonabilidad financiera en términos cuantificables de la norma o dis-
posición propuesta.

e) Aquellos otros extremos que por su incidencia y transcendencia en la acti-
vidad económica y en las materias propias de Hacienda resulten relevantes.

A efectos de poder ejercer correctamente este control sobre las disposiciones sub-
vencionales, debe acompañarse a las mismas una memoria con el siguiente contenido:

a) Cuantificación de los gastos.

b) Financiación de los gastos presupuestarios con indicación de los recursos
que se vean afectados y fuentes de financiación al margen de los Presu-
puestos Generales.

c) Descripción del programa económico presupuestario en el que se inserta la
disposición propuesta, con identificación de los objetivos, acciones e indi-
cadores afectados.

d) Evaluación del grado de ejecución y cumplimiento de los programas y de
los objetivos perseguidos cuando supongan una continuidad de disposicio-
nes subvencionales de ejercicios anteriores.

El control económico-normativo se materializa mediante la emisión del corres-
pondiente informe de control preceptivo y se ejerce en el momento inmediata-
mente anterior a que se someta la disposición objeto de control a la aprobación del
órgano que resulte competente para ello.

En los casos en que las disposiciones sean informadas desfavorablemente como
consecuencia de la inadecuación del crédito o financiación, o se estime que la nor-
ma pudiera causar quebrantos económicos a la Hacienda, se suspende la tramita-
ción del expediente hasta que el reparo sea solventado.

El órgano competente para dictar la norma puede, a la vista del informe desfa-
vorable, subsanar los defectos detectados o elevar la discrepancia al Gobierno para
que resuelva definitivamente.

Este control económico-normativo produce, a menudo, interferencias con el
control de legalidad, sobre todo en el caso de normas reguladoras intemporales pero
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se diferencia de este último tanto por su objeto como por su alto grado de espe-
cialización.

Las principales ventajas de este tipo de control, consisten en que:

• Adelanta la barrera de protección ante posibles actos administrativos ilegales,
especialmente por estar estrechamente coordinado con el control económico-
fiscal.

• Aporta una perspectiva hacendística que suele estar ausente del control legal
clásico, siendo ambos complementarios.

• Es un momento adecuado para que el órgano gestor reciba sugerencias de
oportunidad valiosas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.

• Y, por último, facilita al Departamento de Hacienda su labor de unificar los
criterios jurídico-hacendísticos y presupuestarios empleados por los demás
Departamentos.

5. Concesión de las subvenciones

Pasando ya a la concesión de subvenciones propiamente dicha, hay que señalar
que en el acto de concesión debe hacerse constar expresamente el objeto, importe,
forma y plazos de pago, forma de justificación, disposición a cuyo amparo se hubie-
re otorgado y demás condiciones y requisitos exigidos por la norma reguladora de
la ayuda o subvención y por la normativa de general aplicación. Asimismo los bene-
ficiarios deben acreditar estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias y con la Seguridad Social.

La concesión debe estar condicionada a la terminación de cualquier proce-
dimiento de reintegro o sancionador que habiéndose iniciado en el marco de ayu-
das o subvenciones de la misma naturaleza concedidas por la Administración, se
halle todavía en tramitación.

Hay que señalar, por otro lado, que toda alteración de las condiciones tenidas
en cuenta para la concesión de la subvención, y en todo caso la obtención concu-
rrente de ayudas o subvenciones otorgadas por otras Administraciones o entes
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públicos o privados y, en su caso, de cualesquiera otros ingresos para la misma fina-
lidad podría dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, siempre que
se salvaguarden los requisitos mínimos establecidos por la norma subvencional para
ser beneficiario. Esta modificación no debería comportar incremento del importe
concedido y las circunstancias justificantes de la modificación no deberían haber
dependido de la voluntad del beneficiario.

Asimismo, en el caso de estar previstos pagos anticipados debe exigirse una
garantía o aval por el importe anticipado.

En el caso del País Vasco, la efectividad de la resolución de concesión queda
supeditada a la aceptación de la misma por el beneficiario en el plazo de quince días
desde la notificación. Transcurrido este plazo, se entenderá aceptada de no mediar
renuncia expresa.

Por lo que respecta a las tramitaciones anticipadas de convocatorias subvencio-
nales, éstas deben contener la condición suspensiva de la necesidad de existencia de
crédito en el momento de la concesión. Así, se podrían realizar todas las fases de
inicio e instrucción de los expedientes salvo la concesión, hasta que no estuviera
aprobado el crédito correspondiente.

La concesión de subvenciones y ayudas puede instrumentalizarse mediante la
suscripción de conciertos o convenios de colaboración al amparo de lo previsto en
la legislación vigente, cuyas cláusulas deben recoger la identificación de las partes
intervinientes, cuantía de la ayuda o subvención, las condiciones específicas que se
impongan al beneficiario y, en todo caso, las previsiones contenidas en la normati-
va general de subvenciones correspondientes a las obligaciones de las personas bene-
ficiarias, recursos administrativos, pago, justificación, reintegro e infracciones y san-
ciones. Con carácter previo a la suscripción de los convenios, el órgano concedente
debe dictar la correspondiente resolución de concesión en la que se precise, al
menos, la persona beneficiaria, el destino e importe de la subvención. La eficacia
de la citada resolución se supedita a la firma del correspondiente documento admi-
nistrativo del concierto o convenio.

Por último, hay que señalar que la normativa subvencional del País Vasco per-
mite, en función del número y circunstancias de los posibles beneficiarios, finalizar
el procedimiento mediante acuerdo entre la Administración y las personas intere-
sadas. En cualquier caso se debe respetar el objeto, condiciones y finalidad de la
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subvención, así como los criterios de valoración establecidos respecto de las solici-
tudes. A estos efectos, las personas solicitantes y el órgano competente para la ins-
trucción del procedimiento pueden, en cualquier momento anterior a la propuesta
de resolución, proponer un acuerdo referido a la cuantía de la subvención. Si la

citantes en el procedimiento, se remite al órgano competente para resolver y se for-
maliza el Acuerdo. Este produce iguales efectos que la resolución del proce-
dimiento.

La normativa sobre el ejercicio del control interventor en la Comunidad Autó-
noma de Euskadi, establece la fiscalización previa de los expedientes de gastos cuyo
importe unitario por tipo de gasto sea superior al fijado reglamentariamente. En
estos casos, la fiscalización podrá ser exhaustiva o por muestreo, dependiendo de la
naturaleza y número de expedientes. Para los expedientes excluidos de la fiscaliza-
ción previa, se realiza anualmente un informe de control a posteriori, por procedi-
mientos de auditoría, sobre el cumplimiento de las disposiciones legales que les
afecten.

El contenido y efectos de los informes de fiscalización tanto favorables como
desfavorables y los posteriores procedimientos de resolución de discrepancias y con-
validación de actos, son similares, con algunas diferencias, en todas las Comunida-
des Autónomas y la Administración del Estado.

En la Comunidad Autónoma del País Vasco, los efectos suspensivos de los
informes de fiscalización, son en el caso de la concesión de subvenciones: la ine-
xistencia o inadecuación del crédito o fuente de financiación, cuando el órgano
proponente no tenga competencia para ello o cuando se estime que la continua-
ción del procedimiento pueda causar quebrantos económicos a la Hacienda o a
un tercero.

Asimismo, cuando se haya concedido una subvención, sin la preceptiva fiscali-
zación previa, la Intervención paralizará el pago y emitirá el informe fiscalizador
que en su momento hubiese correspondido y si este es favorable podrá continuar-
se el expediente. En caso contrario, se dará cuenta al Gobierno para que resuelva lo
que proceda.
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Los actos que resuelvan recursos administrativos están sujetos también a fisca-
lización previa de idéntica forma que los actos recurridos.

A efectos de la fiscalización previa es importante el procedimiento que se siga
para la concesión de las subvenciones.

El procedimiento general para la concesión de las ayudas o subvenciones
debe ser el de concurrencia competitiva o concurso, entendiéndose por tal, el
procedimiento mediante el cual la concesión se realiza por comparación de las
solicitudes presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas aten-
diendo a los criterios de valoración previamente fijados en las normas regula-
doras, y adjudicar sólo aquellas que hayan obtenido mayor valoración en apli-
cación de los citados criterios. En este supuesto, la propuesta de concesión se
formula al órgano concedente por un órgano colegiado que tendrá la composi-
ción que se establezca en la correspondiente norma reguladora de la ayuda o
subvención.

Por el contrario, cuando por la finalidad o naturaleza de la subvención no se
utilice la técnica concursal debe recogerse expresamente en las normas regulado-
ras el carácter limitado de los fondos públicos destinados al correspondiente pro-
grama subvencional, estableciendo las consecuencias derivadas del agotamiento
de dichos fondos. En todo caso, una vez agotados los fondos, se debe hacer públi-
ca dicha circunstancia a los efectos de la paralización de la concesión de nuevas
ayudas.

En la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi, la cuantía a
partir de la cual los actos de concesión de subvenciones están sujetos a fiscalización
previa depende de si el procedimiento es de concurrencia competitiva o no. En el
primer caso, la fiscalización previa, se realizará cuando el importe total a conceder
supere los 300.000 euros. El resto de subvenciones que se concedan mediante con-
vocatoria pública solo se fiscalizarán previamente cuando su importe, individual-
mente considerado, supere los 100.000 euros.

Esta diferencia viene dictada por la necesidad, en el primer caso, de analizar
la parte procedimental, común a todos los beneficiarios, en especial, la objetivi-
dad de la concesión, es decir la actuación seguida por la comisión técnica que
debe aplicar los baremos y motivar la valoración. Esta motivación no debe ser
una mera atribución de puntuaciones sin mayor explicación, ni utilizarse fórmu-
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las genéricas no ligadas a los casos concretos e individuales. Por el contrario, debe
contener una sucinta explicación fáctica y jurídica que dé plena razón del proce-
so lógico seguido, que finaliza con la selección de unos y la exclusión de otros
solicitantes.

La Ley de Control del País Vasco prevé también la posibilidad de que las nor-
mas de creación o funcionamiento de los órganos colegiados contemplen la parti-
cipación en los mismos de un interventor. La presencia del mismo debe limitarse al
ejercicio del control económico-fiscal, no teniendo la condición de miembro del
órgano colegiado, sin perjuicio de su intervención en los debates. El informe de fis-
calización se hará constar en el acta en que figure la adopción de los acuerdos, sal-
vo que el mismo tenga efectos suspensivos, en cuyo caso se seguirá el procedimiento
ordinario.

7. Procedimientos de concesión de subvenciones
mediante sistemas telemáticos

En la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi, se está ulti-
mando una disposición reglamentaria, tendente a que las normas reguladoras de las
ayudas y subvenciones puedan prever el uso y aplicación de medios telemáticos en
los procedimientos de tramitación y concesión de las mismas.

Dichos procedimientos podrán abarcar desde la presentación de solicitudes y
documentación complementaria, así como todos los trámites que sean precisos en
la instrucción del expediente incluyendo la resolución de concesión de las ayudas y
subvenciones. Igualmente, posibilitarán, en su caso, la interposición de recursos
administrativos y su resolución.

Los trámites que puedan realizarse por vía telemática deberán utilizar la firma
electrónica avanzada conforme a lo dispuesto en la legislación vigente y según las
determinaciones y requerimientos técnicos que se establezcan.

Las comunicaciones entre navegadores y servidores web se realizarán con auten-
ticidad, confidencialidad, integridad y no repudio de los mensajes intercambiados.
En todo caso, la utilización de soportes, medios y aplicaciones telemáticas se dota-
rán de las medidas de seguridad que permitan garantizar:
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a) La restricción de su utilización y del acceso a los datos e informaciones en
ellos contenidos a las personas autorizadas.

b) La prevención de alteraciones o pérdidas de los datos e informaciones e
interceptación de las comunicaciones.

c) La protección de los procesos informáticos frente a manipulaciones no
autorizadas.

Las personas solicitantes de las subvenciones mediante la utilización de los
medios telemáticos deberán disponer, a los efectos de la firma electrónica, del cer-
tificado de usuario que se determine en la correspondiente norma reguladora.

La persona interesada dispondrá además de la posibilidad de obtener una
impresión autorizada del acto, comunicación o requerimiento notificados, en la que
figurarán la fecha y número de registro de salida del aviso de notificación y el docu-
mento firmado electrónicamente mediante una huella digital.

Las comunicaciones y notificaciones efectuadas por medios telemáticos se ano-
tarán en el registro general en el que se practicará el correspondiente asiento respe-
tando el orden temporal de recepción o salida de los escritos y comunicaciones, en
los términos dispuestos en la normativa en vigor.

Por otra parte, la emisión telemática de actos por la Administración no modi-
ficará el régimen jurídico a que los mismos estén sometidos.

Los documentos almacenados en soportes y medios telemáticos formarán par-
te del expediente administrativo correspondiente junto con el resto de actuaciones
que formen parte del mismo, con independencia del soporte en que se hubieran
formalizado.
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Sean mis primeras palabras en la tarde de hoy para agradecer a la Intervención
General de la Administración del Estado y a los organizadores de estas jornadas su
amable invitación a participar como ponente en esta mesa sobre el control de la
concesión de las subvenciones, ya que ello me permite expresar en voz alta algunas
de las reflexiones que nos hacemos casi a diario quienes trabajamos desde una u
otra óptica en el campo del gasto subvencional.

Uno de los motivos de la existencia del control financiero del gasto público es
el riesgo implícito en la utilización de los caudales públicos. Si el riesgo de una ina-
decuada gestión del dinero público está presente siempre, es en el gasto subvencio-
nal donde ese riesgo es, sin duda, mayor.

Las razones de que el gasto público en subvenciones sea de un alto riesgo son
variadas: se trata de un gasto masivo y creciente; está ligado a la actividad de fomen-
to del Estado y, por tanto, es relativamente reciente su aparición; es un gasto de una
gran importancia al menos en términos cuantitativos y como consecuencia de su
reciente aparición es un gasto sin una regulación detallada y sobre todo sin una prác-
tica asentada en la diaria rutina de trabajo administrativo, aún cuando esto pueda,
en ocasiones, sonar de modo un tanto peyorativo. Todas estas razones justifican
sobradamente el interés por el control adecuado de dicha área de gasto y por tanto
también explican el interés por el tema que vamos a abordar en esta mesa.

1. El gasto subvencional

La subvención puede ser considerada como una atribución patrimonial de fon-
dos públicos realizada a fondo perdido por una Administración y afectada al cum-
plimiento de un fin concreto por el que se otorga.

Es la atribución a fondo perdido y por tanto gratuita la que hace que el gasto sub-
vencional sea un gasto de máximo riesgo, como antes se indicaba. Por lo demás con-
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vendría matizar esta gratuidad como acertadamente señala Sesma Sánchez (Las sub-
venciones públicas, 1998), ya que si es cierto que no existe una contrapartida directa,
es igualmente cierto que sí la hay indirecta en la medida en que la subvención se afec-
ta al cumplimiento de un fin, que es, precisamente, el que justifica su concesión.

Del gasto subvencional se han efectuado las más variadas clasificaciones. A los
efectos de la exposición que voy a realizar permítaseme recordar la que separa las
subvenciones en legales y administrativas.

En las subvenciones legales, la determinación del beneficiario viene efectuada
por norma de rango legal. El texto refundido de la Ley General Presupuestaria
(TRLGP) exceptúa estas subvenciones de la obligación de aplicación del principio
de publicidad y quedan a su vez excluidas de concurrencia en la medida que van a
ser concedidas a toda persona que en aplicación de la norma, y una vez acreditados
los supuestos contemplados en ella, solicite ser beneficiario. Obviamente dentro de
esta categoría se han de contemplar las subvenciones consignadas nominativamen-
te en el Presupuesto de cada año.

En las subvenciones que llamamos administrativas, el beneficiario de la sub-
vención va a ser determinado en concurrencia competitiva con otros posibles bene-
ficiarios, y a través del procedimiento establecido.

La regulación jurídica del gasto subvencional es algo que sólo se produce en
fecha muy reciente. Baste, en efecto, recordar, que hasta 1983 no existía referencia
explícita normativa alguna para la atribución de subvenciones y solamente un
Decreto de 1964 regulaba de forma muy genérica y rudimentaria la justificación de
las obtenidas.

En 1983 se introducen como principios informadores para el otorgamiento de
las subvenciones los de publicidad, concurrencia y objetividad. Hay que esperar a
los primeros años de la década de 1990 para que a través de la Leyes correspon-
dientes de Presupuestos Generales del Estado se modifique la Ley General Presu-
puestaria y se introduzcan los artículos 81 y 82 que constituyen el núcleo funda-
mental de la regulación actualmente vigente en materia de gasto subvencional. Esta
referencia normativa la cierra la mención del Real Decreto 2225/93, de 17 de
diciembre, que aprobó el Reglamento para la concesión de subvenciones, dictado
en desarrollo de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común (L.R.J. y P.A.C.).
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Las citadas normas supusieron un enorme avance en el sometimiento del gasto
subvencional a una regulación lógica y generalmente conocida pero, como hoy se
pone de manifiesto, claramente insuficiente.

Hecho ya este planteamiento general del tema se ha de indicar que, en la tar-
de de hoy, en esta mesa, vamos a tratar de acercarnos, pues así se delimitó expre-
samente por los organizadores del acto, al control de la decisión de otorgamien-
to de las subvenciones administrativas o concurrenciales y a los instrumentos
jurídicos precisos para ese adecuado control, instrumentos entre los que se men-
cionan expresamente los convenios y los contratos programa y entre los que, en
mi opinión, hay que mencionar también obligadamente, aunque no se diga en
el título, a las normas de bases reguladoras de las subvenciones. No se hará,
pues, referencia alguna, ni al control de la justificación del cumplimiento del fin
para el que la subvención se otorga, ni tampoco al control financiero ulterior
(sea de la I.G.A.E., sea del Tribunal de Cuentas), sobre todo el proceso subven-
cionador.

Obviamente para que la decisión de concesión se produzca ordenada y objeti-
vamente se ha de seguir un procedimiento, un camino, cuyo correcto recorrido,
realizado por el órgano de gestión, implica ya un control sobre la bondad de la
decisión, tema sobre el que, si bien se volverá con posterioridad, quiero ya llamar
la atención desde este momento.

2. Instrumentos jurídicos para el control del otorgamiento
de las subvenciones

Como se acaba de señalar, el título de la presente mesa se refiere concreta-
mente a los convenios y a los contratos programas como instrumentos para la
atribución de subvenciones. Como también se indicó, en las concurrenciales ha
de hacerse obligada referencia a las normas reguladoras de las bases de la sub-
vención.

A estos tres instrumentos jurídicos y al procedimiento a seguir en cada uno de
ellos voy a hacer referencia, porque como ya he señalado es dicho procedimiento,
debidamente seguido, el mejor control posible sobre la bondad de la decisión con-
creta de gasto en materia subvencional.
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2.1. Subvenciones concedidas en concurrencia competitiva

Las subvenciones se conceden a través de una resolución administrativa, lógica-
mente declarativa de derechos, y que precisa de la voluntad del particular que la solici-
ta, bien directamente, por creer tener un derecho a ella, amparado en norma de rango
suficiente, bien por participar en una convocatoria realizada por la propia Administra-
ción. Dictar la resolución implica realizar una serie de actuaciones previas a la misma.

2.1.1. Iniciación del procedimiento

El actuar administrativo está siempre sometido a un procedimiento. La Admi-
nistración para actuar lo ha de hacer siguiendo el camino marcado por la normati-
va y ese camino es al mismo tiempo garantía para el ciudadano y sistema de auto-
control para la propia Administración. Cuando, como en esta ocasión, se habla de
control de la decisión, ese camino o procedimiento adquiere una especial relevancia.

Si bien es cierto que según el art. 4 del Real Decreto 2225/1993, de 17 de
diciembre, que aprobó el Reglamento para concesión de las subvenciones públicas,
el procedimiento para su concesión se inicia a solicitud de persona interesada o de
oficio, como ya antes se mencionó, no lo es menos que la primera de las modali-
dades será aplicable en aquellos casos en que los solicitantes tienen un derecho sub-
jetivo previo para su obtención. Por el contrario, el caso más frecuente y al que nos
vamos a referir, pues, con detalle, es el de las subvenciones que se obtienen en con-
currencia con otros posibles peticionarios.

En este caso, la regla 86 de la Instrucción de operatoria contable a seguir en la
ejecución del gasto del Estado, resulta muy ilustrativa para lo que aquí trato de
exponer. En ella se señala que «en las subvenciones no nominativas con convocato-
ria previa de carácter periódico existe dicha convocatoria previa en la que se fija un
plazo para la presentación de solicitudes y un procedimiento para seleccionar a los
beneficiarios y que se inician de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3. del
Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre.

A estos efectos, por la autoridad correspondiente se establecerán previamente a
la disposición de los créditos las oportunas bases reguladoras para su concesión de
acuerdo con lo establecido en el artículo 81.6 del Texto Refundido de la Ley Gene-
ral Presupuestaria.

Ilmo. Sr. D. Santiago Fuentes Vega 135



Durante la tramitación del expediente de este tipo de subvenciones, el Servi-
cio gestor expedirá un documento RC por el importe que corresponda al ejercicio
corriente y, en su caso, un documento RC de ejercicios posteriores que se remiti-
rán a la oficina de contabilidad. Una vez registrados dichos documentos, se obten-
drán los correspondientes certificados que se unirán al expediente.

Posteriormente, se expedirá por el Servicio gestor un documento A y, en su
caso, un documento A de ejercicios posteriores, una vez aprobado el expediente de
gasto, aprobación que será previa a la publicación de la convocatoria en el Boletín
Oficial del Estado. Cuando se apruebe la concesión de las subvenciones, el Servicio
gestor expedirá un documento D y, en su caso, un documento D para ejercicios
posteriores.

Dentro, pues, del control de la concesión de estas subvenciones lo primero que
se ha de verificar será precisamente la existencia de las ya citadas bases reguladoras
de la concesión, normas que si no están ya publicadas debidamente, deben estable-
cerse y publicarse con anterioridad a la aprobación del gasto. Estas normas de bases
son auténticos reglamentos de desarrollo de la Ley, aunque formalmente se aprue-
ben por Orden Ministerial.

Las bases reguladoras vienen exigidas como antes se señaló por el art. 81.6 del
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria que señala «Las subvenciones a
que se refiere la presente sección se otorgarán bajo los principios de publicidad,
concurrencia y objetividad.

A tales efectos y por los Ministros correspondientes se establecerán, caso de no
existir y previamente a la disposición de los créditos, las oportunas bases regulado-
ras de la concesión. Las citadas bases se aprobarán por Orden Ministerial, previo
informe de los Servicios Jurídicos correspondientes y serán objeto de publicación
en el «Boletín Oficial del Estado»».

Las citadas bases contendrán, cómo mínimo, de acuerdo con el precepto citado:

«a) Definición del objeto de la subvención.

1. Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la
subvención o ayuda y forma de acreditarlos.
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2. Las condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurí-
dicas a las que se refiere el párrafo segundo del apartado 5 de este artículo.
(Las sociedades estatales, las corporaciones de derechos público y las funda-
ciones que estén bajo el protectorado de un ente de Derecho Público).

3. Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad
colaboradora, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que
se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos.

4. En el supuesto de contemplarse la posibilidad de efectuar anticipos de
pago sobre la subvención concedida, la forma y cuantía de las garantías
que, en su caso, habrán de aportar los beneficiarios.

5. Las medidas de garantía a favor de los intereses públicos, que puedan
considerarse precisas, así como la posibilidad, en los casos que expresa-
mente se prevean, de revisión de subvenciones concedidas».

El mismo art. 81 señala a continuación los puntos que deberán tenerse en
cuenta en relación con la:

«b) Forma de conceder la subvención.

1. Obligación del beneficiario de facilitar cuanta información le sea reque-
rida por el Tribunal de Cuentas.

2. No será necesaria publicidad cuando las ayudas o subvenciones tengan
asignación nominativa en los Presupuestos Generales del Estado o su
otorgamiento y cuantía resulten impuestos para la Administración en
virtud de normas de rango legal.

3. Asimismo, no será necesaria publicidad en el otorgamiento de las ayu-
das o subvenciones cuando tengan por objeto financiar a las entidades
que se puedan crear al amparo del Real Decreto-ley 10/1996, de 17 de
junio, sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Instituto
Nacional de la Salud.

4. Los Departamentos ministeriales y los Organismos autónomos efectua-
rán la evaluación de los objetivos a conseguir mediante la subvención, a
través de las normas y procedimientos generales que se establezcan.
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5. Cuando la finalidad o naturaleza de la subvención así lo exija, su con-
cesión se realizará por concurso. En este supuesto, la propuesta de con-
cesión de subvenciones se realizará al órgano concedente por un órgano
colegiado que tendrá la composición que se establece en las bases regu-
ladoras de la subvención».

En la medida en que tales normas tratan de garantizar los principios antes cita-
dos de publicidad, concurrencia y objetividad son, por supuesto, obligatorias, en el
ámbito del Estado para todas las ayudas que otorgue la Administración del Estado
y sus Organismos Autónomos, y así lo señala expresamente el artículo 81.2, pero
además por vía interpretativa hay autores, con los que coincido (Pascual García,
Régimen Jurídico de las subvenciones Públicas) que sugieren su carácter supletorio
para otras Administraciones y aún su carácter, en sus puntos fundamentales, de
normas de bases a aplicar por otras Administraciones Públicas.

Con la Orden de bases reguladoras aprobada se inicia un expediente de gasto.
Este expediente de gasto deberá contar con:

• Propuesta de gasto en la que conste la finalidad de la subvención, su impor-
te, aplicación presupuestaria, disposiciones legales que la amparan, etc.

• Orden Ministerial de bases de la subvención.

• Certificado de existencia de crédito por el importe que, como máximo, se vaya
a utilizar para la concesión de las subvenciones a que el expediente se refiera.

• Fiscalización del gasto por la Intervención.

Con el expediente aprobado se procederá, como señala el Reglamento para
concesión de subvenciones y se recogía en la Instrucción de operatoria contable
antes citada, a convocar por el órgano competente, la subvención o ayuda de que
se trate esta convocatoria, que debería publicarse en el B.O.E., tendrá, necesaria-
mente, tal y como señala el punto 3 del art. 4 del Reglamento para la concesión de
subvenciones (R.D. 2225/93, de 17 de diciembre) el siguiente contenido mínimo:

a) Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases regulado-
ras y del «Boletín Oficial del Estado» en que está publicada, salvo que en
atención a su especificidad éstas se incluyan en la propia convocatoria.
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b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención.

d) Determinación de si la concesión se efectúa mediante un régimen de con-
currencia competitiva.

e) Requisitos para solicitar la subvención.

f ) Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del
procedimiento.

g) Plazo de presentación de peticiones, a las que serán de aplicación las previ-
siones contenidas en el apartado 2 de este artículo.

h) Plazo de resolución del procedimiento.

i) Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición.

j) En su caso, posibilidad de terminación convencional de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 7 del presente Reglamento.

k) Indicación de si la resolución pone fin a la vía administrativa y, en caso
contrario, órgano ante el que ha de interponerse recurso administrativo
ordinario.

l) Criterios de valoración de las peticiones.

m) Medio de notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de
la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. Cuando se trate de subvencio-
nes sometidas al régimen de concurrencia competitiva la convocatoria
deberá indicar el tablón de anuncios o medio de comunicación, a fin de
asegurar una adecuada difusión y su accesibilidad para los interesados.

En el estudio del camino a seguir para el otorgamiento de las subvenciones,
camino que ha de ser considerado como garantía tanto para la Administración
como para el ciudadano conviene recalcar la importancia decisiva de esta primera
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parte. Un escrupuloso respeto del actuar aquí establecido, supone una adecuada
garantía del cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades para todos
cuantos puedan estar interesados en el acceso a la actividad de fomento, que la
Administración trata de realizar con la convocatoria de cada línea de subvenciones.

Quiero llamar la atención sobre el procedimiento cuya exposición acabo de rea-
lizar, ya que la tramitación mencionada sólo se establece con la claridad que aquí
se ha expuesto en la regla 86 de la Instrucción de operatoria contable a seguir en la
ejecución del gasto del Estado, pero, en mi opinión, dicha forma de actuar se dedu-
ce también del Reglamento para la concesión de subvenciones y, lo que es aún más
importante, es la única que permite asegurar que no van a nacer obligaciones
voluntarias de la Administración sin crédito presupuestario, lo que las convertiría
automáticamente en nulas de pleno derecho en función del art. 60 del TRLGP y,
por tanto, debería ser la forma obligada de proceder en las subvenciones otorgadas
en régimen de concurrencia.

En efecto, sólo después de aprobar un gasto debidamente fiscalizado por el
importe que, como máximo, se va a gastar en la línea subvencional de que se tra-
te, se está en condiciones de dar publicidad a una convocatoria dirigida hacia todos
los posibles futuros subvencionados. A partir de ese momento se podrán conceder
las subvenciones y, con posterioridad, la obligación jurídica que nazca para la
Administración tendrá asegurada su cobertura presupuestaria en base precisamente
al crédito que se reservó para poder aprobar el expediente de gasto.

2.1.2. Instrucción del procedimiento

En el camino que se viene exponiendo, el paso siguiente será el de la presenta-
ción de las peticiones de subvención por todos cuantos crean cumplir las exigencias
contenidas en las bases reguladoras y estén interesados en obtener la ayuda.

En base al art. 70 de la L.R.J y P.A.C. las solicitudes que se formulen deberán
contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo repre-
sente, así como la identificación del medio preferente o del lugar que se
señale a efectos de notificaciones.
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b) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

c) Lugar y fecha.

d) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expre-
sada por cualquier medio.

e) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige.

En el caso de las subvenciones no es infrecuente recurrir a la previsión del apar-
tado 4 del citado artículo que señala que: «las Administraciones Públicas deberán
establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes cuando se trate de pro-
cedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos.
Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las depen-
dencias administrativas

Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes
para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y
tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan».

En el supuesto de que existieran defectos o insuficiencias en la solicitud pre-
sentada, se requerirá a los interesados para que los subsanen en base a lo estableci-
do en el art. 71 de la propia ley sin más especialidad que, como señala el citado
precepto, se tenga en cuenta que por tratarse de procedimientos selectivos y de con-
currencia el plazo de 10 días no podrá ser ampliado a petición del interesado.

Por lo demás, como señala el art. 5.º del Reglamento de concesión de subven-
ciones, el órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actua-
ciones considere necesarias para conocer y comprobar los datos en base a los que
habrá de dictar la resolución.

Concretamente:

a) Petición de informes

El órgano de gestión pedirá cuantos informes considere necesarios para resol-
ver o aquellos que exijan las normas que regulan la subvención de que se tra-
te. «En la petición se hará constar, en su caso, el carácter determinante de
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aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de diez
días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las características del infor-
me solicitado o del propio procedimiento, solicite su emisión en un plazo
menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de dos meses.

Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el informe calificado por
disposición legal expresa como preceptivo y determinante, o, en su caso,
vinculante, se interrumpirá el cómputo de los plazos establecidos para su
tramitación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83.3 de la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común».

b) Evaluación de las solicitudes presentadas

Se trata de un tramite fundamental ya que en él las Comisiones, Comités
o cualquier otro órgano señalado por las normas de bases habrá de valorar
las solicitudes presentadas y, en aplicación de los criterios establecidos en las
propias normas reguladoras y cumpliendo estrictamente el principio de
objetividad, deberá hacer una propuesta concreta sobre las solicitudes que,
en principio, van a ser receptoras de una subvención y sobre cuáles otras
serán rechazadas.

c) Trámite de audiencia

Este trámite será efectuado conforme dispone el art. 84 de la L.R.J. y
P.A.C. En base al citado artículo y como señala el Reglamento que se vie-
ne comentando «la iniciación del trámite se notificará a los interesados,
concediéndoles un plazo de quince días para que formulen las alegaciones
y presenten los documentos y justificantes pertinentes».

d) Propuesta de resolución

Una vez ultimado el trámite de audiencia se dictará la propuesta de resolu-
ción que como señala el Reglamento de concesión de subvenciones en el
apartado 4 del artículo 5: «deberá expresar el solicitante o la relación de
solicitantes para los que se propone la concesión de la subvención, y su
cuantía, especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos
para efectuarla».
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2.1.3. Resolución

El procedimiento para la concesión de subvenciones se ultima con la resolución
que se regula en el art. 5.º del Reglamento tantas veces citado. «En el plazo de quin-
ce días —se señala— desde la fecha de elevación de la propuesta de resolución, y
de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
y, en su caso, en la correspondiente norma o convocatoria, el órgano competente
resolverá el procedimiento». La resolución será motivada.

En el procedimiento de concurrencia competitiva la motivación se hará de
acuerdo con lo dispuesto en la norma que regule la correspondiente convocatoria,
debiendo en todo caso quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de
la resolución que se adopte.

El plazo máximo para la resolución del procedimiento será el que se haya esta-
blecido en la norma reguladora y, en su defecto, será el de seis meses salvo que se
trate de subvenciones de carácter social o asistencial renovables periódicamente pre-
via solicitud documentada de los beneficiarios ya que en este supuesto, en defecto
de plazo señalado por la norma reguladora, regirá el de tres meses.

El plazo para dictar la resolución en el caso de las subvenciones que veníamos exa-
minando se computará a partir de la publicación de la correspondiente convocatoria.

Transcurrido el plazo máximo para resolver el procedimiento, sin que haya
recaído resolución expresa, se podrá entender que es desestimatoria de la concesión
de subvención, salvo en el mismo supuesto anterior de subvenciones de carácter
social o asistencial renovables periódicamente previa solicitud documentada de los
beneficiarios.

Finalmente, la resolución del procedimiento se notificará al interesado y pon-
drá fin a la vía administrativa excepto en los supuestos determinados en las normas
correspondientes.

En los procedimientos sometidos a un régimen de concurrencia competitiva en
los que la publicación se efectúe mediante tablón de anuncios se publicará en el
diario oficial correspondiente un extracto del contenido de la resolución, indican-
do los lugares donde se encuentra expuesto su contenido íntegro.
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La resolución de los procedimientos de concesión de subvenciones deberá
expresar el solicitante o la relación de los solicitantes a los que se concede la sub-
vención y la cuantía concedida, pudiendo hacer constar expresamente que la reso-
lución es contraria a la estimación del resto de las solicitudes.

2.2. Subvenciones paccionadas

Estas subvenciones son como se señala en la Regla 84 de la Instrucción de ope-
ratoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado las que se derivan de
la formalización de contratos programa, convenios de colaboración y otros pactos
entre la Administración General del Estado y otras entidades.

Los dos grandes grupos de subvenciones paccionadas y a ellos hace referencia
explícita el rótulo de la mesa de esta tarde son, pues, los convenios y los contratos
programa. Dado que se trata de figuras de la misma naturaleza y dada también la
muy similar regulación de las subvenciones obtenidas de una u otra manera, se tra-
tará de realizar una aproximación conjunta a ambas figuras.

En primer lugar y dejando al margen el tema de la naturaleza jurídica concreta
de estos convenios, pactos o contratos programa, se ha de señalar que según el art.
88 de la L.R.J. y P.A.C. «las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos,
pactos, convenios o contratos con personas tanto de derecho público como privado,
siempre que no sean contrarios al Ordenamiento Jurídico ni versen sobre materias
no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que
tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en
cada caso prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la conside-
ración de finalizadores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mis-
mos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin».

Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la iden-
tificación de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y
el plazo de vigencia, debiendo publicarse, o no, según su naturaleza y las personas
a las que estuvieran destinados.

Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros, los
acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.
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Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias
atribuidas a los órganos administrativos ni de las responsabilidades que correspon-
dan a las autoridades y funcionarios relativas al funcionamiento de los servicios
públicos.

La conclusión más clara del citado precepto es que por esta vía se puede hacer
aquello y sólo aquello que otras normas permiten, lo que es una obviedad, pero que
deja claro que con este precepto no se amplía la competencia de los órganos de la
Administración.

Por su parte y en concreto para la concesión de subvenciones, este artículo ha
de ponerse en relación con el 7 del Reglamento de concesión de subvenciones que
señala textualmente que «cuando por la naturaleza de la subvención y el número y
circunstancias de los posibles beneficiarios las normas reguladoras de la subvención
así lo prevean, se podrá finalizar el procedimiento mediante acuerdo entre la Admi-
nistración y los interesados».

En cualquier caso, la terminación convencional deberá respetar el objeto, con-
diciones y finalidad de la subvención, así como los criterios de valoración estable-
cidos respecto de las solicitudes o peticiones.

A los efectos mencionados en el apartado anterior los solicitantes y el órgano
competente para la instrucción del procedimiento podrán, en cualquier momento
anterior a la propuesta de resolución, proponer un acuerdo referido a la cuantía de
la subvención.

Si la propuesta mereciere la conformidad del órgano instructor y de todos los
solicitantes en el procedimiento, se remitirá, con todo lo actuado, al órgano com-
petente para resolver, quien lo hará con libertad de criterio, y elevará la resolución,
en su caso, al que corresponda a los efectos de la formalización.

Formalizado, en su caso, el acuerdo, éste producirá iguales efectos que la reso-
lución del procedimiento.

En definitiva, que sólo se puede recurrir a la terminación convencional cuando
las normas de la subvención así lo prevean y que si es posible recurrir a esta forma
de terminación, no se puede con ella alterar ni el objeto, ni las condiciones ni la
finalidad de la subvención.
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Examinada esa posibilidad general de terminación convencional de un proce-
dimiento de concesión de subvenciones, se ha de hacer mención separada a la figu-
ra de los convenios de colaboración y a la de los contratos-programas por más simi-
lares que ambas sean.

Conviene recalcar que la atribución de subvenciones (no de transferencias) por
medio de convenios o de contratos-programa, no excluye de por sí y necesariamen-
te, la obligación de respetar los principios de publicidad, concurrencia y objetividad.

2.2.1. Subvenciones concedidas por convenio

El art. 3.1. del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administracio-
nes Públicas señala que quedan fuera del ámbito de dicha ley:

c) Los convenios de colaboración que celebre la Administración General del
Estado con la Seguridad Social, las Comunidades Autónomas, las Entida-
des locales, sus respectivos organismos autónomos y las restantes entidades
públicas o cualquiera de ellos entre sí.

d) Los convenios de colaboración que, con arreglo a las normas específicas
que los regulan, celebre la Administración con personas físicas o jurídicas
sujetas al derecho privado, siempre que su objeto no esté comprendido en
los contratos regulados en esta Ley o en normas administrativas especia-
les.

Se trata, pues, de negocios jurídicos, pero que la propia Ley de contratos
excluye de su ámbito de aplicación. Según Panizo García (Régimen Jurídico de los
convenios de colaboración), «los convenios pueden ser definidos como aquellos
negocios jurídicos bilaterales, celebrados por un ente jurídico público con otros
entes jurídico-públicos o con personas, físicas o jurídicas, sometidas a Derecho
privado, regulados por Derecho administrativo, que en virtud de la presencia pre-
dominante de la idea de colaboración en la consecución de un fin común de inte-
rés público, se encuentran excluidos del régimen general que para los contratos de
la Administración establece el texto refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, sometiéndose a un régimen jurídico especial designado en la
propia Ley».
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Sobre esta definición de carácter general, el propio autor señala que «los rea-
lizados con personas físicas o jurídicas sometidas al derecho privado se caracteri-
zan por el hecho de que la participación en las funciones públicas se hace a tra-
vés de actividades de titularidad y contenido privados aunque, eso sí, de interés
público».

Aceptada esa idea de colaboración mutua para la obtención de un fin, lo que sí
es determinante es el contenido del punto 2 del citado artículo 3 de la Ley de Con-
tratos, en el que se indica que a estos convenios no incluidos en la ley, ya que se
regularán por sus normas especiales, si les serán de aplicación sus principios infor-
madores para resolver las dudas y lagunas que pudieran plantearse.

Para terminar esta referencia, necesariamente breve, a esta figura jurídica, con-
viene señalar con el autor citado que: «particular consideración merece el respeto al
principio de concurrencia, por cuanto, de ordinario, el objeto del convenio, ligado
a la idea de colaboración, hace imposible la efectividad de dicho principio, al tra-
tarse de actividades que sólo el convinente puede realizar.

No obstante, a nuestro juicio, habida cuenta de la preeminencia que a dicho
principio le atribuye el art. 11.1 del texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, la imposibilidad de acudir a procedimientos de adjudi-
cación que garanticen la libre concurrencia, al tratarse de una excepción a la regla
general, debe quedar justificada cumplidamente en el expediente».

Trasladado al campo subvencional cuanto se acaba de señalar, se ha de concluir
que el convenio a firmar en cada caso concreto debería respetar las disposiciones
sustantivas del TRLGP así como los principios de publicidad, concurrencia y obje-
tividad contenidos tanto en esta norma como en la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas.

Naturalmente cuando el convenio a firmar sea con entes de los incluidos en el
punto c) del art. 3.1. del texto refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas habría que separar cuando se está en presencia de una transfe-
rencia y cuando ante una subvención propiamente dicha y ello porque si bien
ambas se presupuestan en los mismos conceptos de la clasificación económica del
presupuesto de gastos, en las transferencias estaríamos ante traspasos de fondos de
una entidad pública a otra para que esta atendiese con estos fondos alguno de los
fines públicos propios que tiene encomendados, en tanto en la subvención no se

Ilmo. Sr. D. Santiago Fuentes Vega 147



daría esta circunstancia. En el primero de los supuestos no se aplicaría, obviamen-
te el principio de concurrencia competitiva34, en tanto que en el segundo, entien-
do que habría que justificar la no aplicación de dicho principio.

En relación con los convenios citados, recordar que el art. 74.4 del TRLGP
indica que los órganos de los Departamentos ministeriales y sus organismos autó-
nomos competentes para la suscripción de convenios de colaboración o contratos-
programa con otras Administraciones públicas o con entidades públicas o privadas
necesitarán autorización del Consejo de Ministros cuando el gasto que de ellos se
derive sea de cuantía indeterminada o haya de extenderse a ejercicios posteriores.
Con carácter previo a la suscripción se tramitará el oportuno expediente de gasto,
en el cual figurará el importe máximo de las obligaciones a adquirir y, en caso de
gastos de carácter plurianual, la correspondiente distribución de anualidades.

La autorización del Consejo de Ministros llevará implícita la aprobación del
gasto que se derive del convenio.

2.2.2. Contratos-programa

En realidad un contrato-programa no es sino un convenio como señala el propio
art. 91 del TRLGP que los regula, pero un convenio con unas características precisas.

En primer lugar, uno de los firmantes es la Administración del Estado y el otro
será necesariamente una sociedad mercantil estatal o una entidad pública empresa-
rial tal como señala el art. 87.1 del propio texto legal o bien otra entidad como aña-
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de el ya citado art. 91, que reciba subvenciones de explotación y de capital u otra
aportación de naturaleza distinta con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

Cuando se firme un contrato-programa, este contendrá las correspondientes
cláusulas sobre las siguientes materias:

a) Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base al acuerdo.

b) Objetivos de la política de personal, rentabilidad, productividad o rees-
tructuración técnica de la explotación económica, así como métodos indi-
cadores de evaluación de aquellos.

c) Aportaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado en sus dis-
tintas modalidades a que se refiere este apartado.

d) Medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a las variaciones
habidas en el respectivo entorno económico.

e) Efectos que han de derivarse del incumplimiento de los compromisos acordados.

f ) Control por el Ministerio de Hacienda de la ejecución del convenio y de
los resultados derivados de su aplicación.

Importante resulta destacar que los citados contratos-programa, aparte de res-
petar la normativa comunitaria sobre ayudas y subvenciones, han de respetar los
principios de publicidad, concurrencia y objetividad y las normas del TRLGP sobre
subvenciones. Sólo en la medida en que tales ayudas figuran establecidas nomina-
tivamente en los Presupuestos Generales del Estado, cabe concluir que, en lo que a
la concesión se refiere, están exceptuadas de dicho cumplimiento. De los controles
de aplicación de la subvención a los fines para los que ha sido concedida no están,
obviamente, excluidos, pero ese es un tema que queda fuera de la presente mesa que
se plantea los controles sobre la decisión de concesión de subvenciones.

3. La función específica de control en las decisiones 
de concesión

Cuando se habla de control en áreas de gasto público parecería que se está
haciendo referencia a la tarea de los órganos específicos encargados de esta función
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y de manera especial a la Intervención General de la Administración del Estado y
al Tribunal de Cuentas.

Cuando se plantea, sin embargo, un tema, como se ha hecho en la mesa que
nos ha reunido en la tarde de hoy, bajo el lema: «Control de la concesión de las
subvenciones: control de la decisión», se trata, al menos en mi opinión, de hacer
un planteamiento más general y abierto, en el que la referencia al control de la deci-
sión sobre la concesión de las subvenciones, incluye de una manera especial al pro-
pio órgano de gestión que ha de concederlas. Esta forma de entender la cuestión
explica la referencia permanente al procedimiento para la concesión de las subven-
ciones, pues ciertamente el escrupuloso respeto a ese procedimiento supone la
mejor forma de hacer realidad en el gasto subvencional el cumplimiento de los
principios de publicidad y concurrencia y la mejor forma de asegurar que la deci-
sión de concesión es acertada y objetiva.

Así pues, el control de la decisión de concesión de la subvención corresponde
también a la actuación del órgano gestor en la medida en que publica unas bases
que regulan la línea subvencionadora, que recibe unas solicitudes concretas, que se
informa sobre ellas, que las valora adecuadamente y que para terminar resuelve con-
ceder o denegar una ayuda, sobre todo se entiende tal control como auténtico auto-
control y ello tanto hacia dentro de la propia Administración, como de cara a mos-
trar al ciudadano un actuar recto en tan delicada materia.

Pero también es cierto que el control sobre la corrección en la decisión de con-
cesión de subvenciones, y no sólo sobre el pago y destino al fin previsto de los fon-
dos obtenidos, corresponde a los órganos a los que antes me refería.

El avance producido en materia de gasto subvencional en los últimos años es
enorme, pero queda aún mucha tarea por realizar; ahora bien, si es cierto que en el
campo legal se echa en falta la existencia de una ley de subvenciones y de un desa-
rrollo adecuado de la misma, que de cumplida respuesta a todos los problemas que
el gasto subvencional plantea, no lo es menos, que incluso la escasa legislación
vigente no siempre se cumple en su totalidad.

Verificar y exigir el respeto al procedimiento existente para la concesión de las
subvenciones por parte de los órganos gestores, es la tarea específica de los órganos
de control. Tarea que debe extenderse al cumplimiento escrupuloso de todos los
requisitos y actos que son garantía de bien hacer para la Administración y el parti-
cular, sin desconocer, por supuesto, la libertad de actuación en las decisiones que
son discrecionales.
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Estoy aquí para presentarles el lado, no se si llamarlo práctico, pero desde lue-
go el punto de vista del gestor, un poco el sufridor de los controles que practicáis
todos vosotros.

La Dirección General de Política de la PYME, que es una Dirección que tiene
un carácter horizontal, ha puesto en marcha un programa, que es el plan de con-
solidación y competitividad de las PYME, plan PYME que tiene un período de
desarrollo del 2000 al 2006, y está ligado con el Programa Operativo de Mejora de
la Competitividad y del Tejido Productivo.

Somos gestor, por una parte de cara a Bruselas en lo que son los Fondos
FEDER que tienen ligados con el Programa Operativo a nuestro Plan PYME y por
otro lado, también somos controlador de los Fondos que se transfieren desde la
Administración Central a las Comunidades Autónomas. Hablaba antes del carácter
horizontal de la Dirección General, en esa misma línea es lo que nos animó a que
el Plan PYME llegara con esta característica de horizontalidad a todas las empresas
de todo el territorio, con lo cual siempre hemos trabajado en estrecho contacto con
las Comunidades Autónomas, para exponer y consensuar con ellas todo lo que era
la filosofía y los objetivos del Plan que queríamos conseguir.

El Plan se estructura básicamente en dos grandes líneas: por un lado, es la pro-
moción de la Sociedad de la Información y, por el otro, es tratar de llevar a las
empresas innovación en las técnicas de gestión habituales que deben de incorporar
en sus procedimientos. Dado que no somos un gestor directo porque tenemos los
fondos territorializados, nos apoyamos básicamente en tres instrumentos: Conferen-
cia Sectorial, como el máximo órgano para ratificar y llevar adelante el programa; la
Mesa de Directores, que es un poco el instrumento de consenso donde se ven abso-
lutamente todos los temas, desde criterios de tipología de proyectos, los fondos
anuales, repartos de estos fondos en base a una serie de porcentajes, con unos indi-
cadores, cuestiones que se consensuan en la Mesa de Directores y se elevan a la Con-
ferencia Sectorial para su ratificación y puesta en práctica; y las Comisiones Mixtas.
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Las Comisiones Mixtas, por un lado, tienen unos grupos de trabajo con los
Técnicos, para tratar de ver si los proyectos son los más adecuados, se analizan los
baremos que cada Comunidad Autónoma está aplicando, ver si nos parecen correc-
tos y una vez que se han visto estos proyectos, se llevan a la Comisión Mixta para
su ratificación y posterior resolución y gestión ya directa por parte de cada una de
las Comunidades Autónomas.

En cuanto al control, se ven los proyectos en la Comisión Mixta, pero lo que
sí tenemos es un sistema informático, hemos preparado una Base de Datos, en la
que se incluye toda la información que viene de las Comunidades Autónomas para
que sea compatible y compartible por las Comunidades Autónomas, para que
mediante la transferencia de ficheros, en todo momento podamos tener la infor-
mación que nos piden, por un lado la Comisión a través de FEDER y, por otro
lado, la propia IGAE, para el control no solamente de las subvenciones que pue-
dan estar ligadas a Fondos FEDER por el Programa Operativo, sino del resto de
subvenciones que se otorgan fuera de la zona objetivo-uno.

La idea final sería que de toda esta comunicación, como antes comentaba uno
de mis compañeros de mesa, es que las subvenciones se pudieran gestionar real-
mente por vía telemática completa. Nosotros desde la Dirección General, lo que
pretendemos es poner a disposición de las Comunidades Autónomas, todas aque-
llas herramientas que vamos desarrollando para poder ir en la misma línea y que
luego la explotación de los resultados pueda ser útil para todos.
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Mi intervención se ceñirá a fijar las líneas maestras del marco jurídico en que
se desenvuelve el otorgamiento de las subvenciones en nuestro ordenamiento,
haciendo hincapié en el Convenio de Colaboración, y en el contrato programa
como modalidad de aquél, como instrumento de presente y hacia futuro de la orde-
nación de la relación jurídico subvencional, al tiempo que examinaré la doctrina del
Tribunal Constitucional en cuanto a la utilización de dicho instrumento en el
ámbito de las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

1. Introducción

Antes de entrar en el contenido estricto de mi intervención estimo aconsejable
examinar el momento histórico en que nos encontramos para apreciar la evolución
del sistema normativo en lo que atañe a las subvenciones.

España en apenas veintiséis años, ha dejado de ser un Estado autoritario unita-
rio y centralizado, aislado en Europa, para convertirse en un Estado democrático,
compuesto y descentralizado, integrado en una organización supranacional, la
Unión Europea, con vocación federal o confederal.

Como consecuencia de ello se ha pasado de la existencia de dos Administra-
ciones mayores, la del Estado y la de las Corporaciones Locales, ordenadas de
acuerdo al principio de jerarquía, a una pluralidad de Administraciones territoria-
les, la del Estado, la de las Comunidades Autónomas y las de las Entidades Loca-
les, ordenadas de acuerdo al principio de autonomía.

Dentro de la Administración del Estado, se ha pasado de una organización admi-
nistrativa centrada en la Administración directa, con una limitada presencia de enti-
dades autónomas, a otra con crecida presencia de la Administración instrumental.
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Al tiempo del cambio producido en nuestro país, en el conjunto de Europa
occidental se ha pasado de un Estado fuertemente intervencionista en la actividad
económica a un Estado reticente a dicha intervención y a una creciente desregula-
ción de la actividad económica.

Todo ello ha tenido su reflejo en la conformación actual de la subvención
pública como institución jurídica, y en los instrumentos de su otorgamiento.

Así, la subvención pública es un importante instrumento de financiación a tra-
vés del cual se estructuran tanto las relaciones entre las Instituciones Comunitarias
y los Estados miembros, como, dentro de nuestro país, las relaciones entre el Esta-
do y las Comunidades Autónomas.

Por otra parte, la pluralidad de entes administrativos instrumentales, determi-
na que el instituto subvencional sea a menudo el instrumento de financiación de
dichas entidades por la Administración matriz.

En fin, el Estado al intervenir cada vez más en la actividad utilizando técnicas
de fomento, emplea las subvenciones a actividades privadas como instrumento
financiero a través del cual se hacen efectivas las políticas sectoriales.

En conclusión, al producirse las relaciones entre las distintas entidades públicas
y privadas a la que nos hemos referido, en situación de igualdad y no de imperio,
ha de acudirse a los Convenios de Colaboración como instrumento de otorga-
miento antes que al tradicional acto administrativo.

2. Instrumentos jurídicos para el otorgamiento 
de subvenciones

El otorgamiento de subvenciones por las Administraciones Públicas se produce
por uno de los siguientes instrumentos jurídicos: un acto administrativo, unilateral
por su propia naturaleza, o un negocio jurídico bilateral, ya sea un Convenio de
Colaboración o un contrato-programa

Los artículos 81 y 82 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria,
aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre (en ade-
lante LGP), se refieren esencialmente al supuesto ordinario del acto administrativo,
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hasta el punto de que en el apartado 8 del artículo 81 se alude a la «modificación
de la resolución de concesión» en caso de alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de la subvención.

Esto no obstante, el apartado 5, letra d) del artículo 81 de la LGP recoge expre-
samente en su último inciso la exigencia de la técnica subvencional «cuando la distri-
bución y entrega de los mencionados fondos públicos a los beneficiarios se efectuó a
través de las Comunidades autónomas se suscribirá con éstas los correspondientes
Convenios donde se fijen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos
citados».

Además, el otorgamiento de subvenciones mediante negocio jurídico, conve-
nio o contrato programa, que por ello se denominan «subvenciones paccionadas»,
aparece reconocido en el artículo 74.4 de la LGP, al regular la autorización del
Consejo de Ministros en el caso en que la cuantía sea indeterminada o haya de
extenderse a ejercicios posteriores; en el artículo 91 de la LGP, en relación con
contratos programa —Convenios con el Estado que dan lugar a regímenes espe-
ciales, celebrados con sociedades mercantiles estatales, entidades públicas empre-
sariales o con otras que reciban subvenciones de explotación y de capital u otra
aportación de naturaleza distinta con cargo a los Presupuestos Generales del
Estado—; y en el Reglamento por el que se regula el procedimiento para la con-
cesión de las Subvenciones Públicas, aprobado por Real Decreto 2225/1993, de
17 de diciembre, cuyo artículo 2.2 prevé el régimen aplicable a las subvenciones
previstas en Convenios celebrados con Entidades de Derecho Público o Socieda-
des estatales:

«2. Las ayudas y subvenciones previstas en Convenios celebrados con Entida-
des de Derecho Público o Sociedades estatales se concederán de acuerdo
con lo establecido en aquellos y, en defecto de normativa específica, por las
disposiciones del presente Reglamento.»

A su vez, el artículo 7 del Real Decreto 2225/1993, prevé la finalización con-
vencional de un procedimiento para el otorgamiento de una subvención, si bien
éste no es un caso de verdadera «subvención paccionada», sino que el acuerdo o
Convenio únicamente instrumenta los términos de la subvención, pero el otorga-
miento de ésta tiene lugar por decisión administrativa unilateral, por un acto admi-
nistrativo «sensu» estricto.
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Por último, la posibilidad de «subvenciones paccionadas» aparece expresamen-
te recogida en la Regla 84 de la Instrucción de Operatoria Contable de Ejecución
del Gasto Público, aprobada por Orden Ministerial de 1 de febrero de 1996, cuya
rúbrica, «Tramitación de las Subvenciones Paccionadas», es suficientemente explíci-
ta, pero que, además, en el punto 1 establece una definición de las mismas, seña-
lando:

«1. Son las que se derivan de la formalización de contratos-programa, Conve-
nios de Colaboración y otros pactos entre la Administración General del
Estado y otras entidades.»

3. Los instrumentos jurídicos de otorgamiento 
de las subvenciones públicas desde la perspectiva 
de la doctrina constitucional

El Tribunal Constitucional ha ido formulando una doctrina consolidada sobre
el poder de gastar del Estado y su incidencia en las competencias exclusivas que las
Comunidades Autónomas han asumido en relación con determinadas materias, en
lo que a las subvenciones se refiere y que, resumida en el fundamento jurídico quin-
to de la Sentencia del Tribunal en Pleno núm. 13/1992, de 6 de febrero, es la
siguiente:

1.º No existe una «competencia subvencional diferenciada» resultante de 
la potestad financiera del Estado. La subvención no es un concepto que
delimite competencias (SSTC 39/1982 y 179/1985), ni el solo hecho de
financiar puede erigirse en núcleo que atraiga hacia sí toda competencia
sobre los variados aspectos a que pueda dar lugar la actividad de financia-
ción (SSTC 39/1982, 144/1985, 179/1985 y 146/1986), al no ser la facul-
tad de gasto público en manos del Estado «título competencial autónomo»
(SSTC 179/1985, 145/1989) que «puede desconocer, desplazar o limitar las
competencias materiales que corresponden a las Comunidades Autónomas
según la Constitución y los Estatutos de Autonomía» (STC 95/1986).

2.º «Antes al contrario, el ejercicio de competencias estatales, anejo al gasto o
a la subvención, sólo se justifica en los casos en que, por razón de la mate-
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ria sobre la que opera dicho gasto o subvención, la Constitución o, en su
caso, los Estatutos de Autonomía hayan reservado al Estado la titularidad
de tales competencias sobre la materia subvencionada» (STC 95/1986 y
96/1990, f.j. 15.º). De modo que «la sola decisión de contribuir a la finan-
ciación no autoriza al Estado para invadir competencias ajenas —que lo
siguen siendo a pesar de la financiación—, sino que, aún si estima que lo
requiere el interés general, deberá desenvolver su actividad al amparo de
una autorización constitucional y respetando en todo caso las competen-
cias que la Constitución (que se entiende que también ha valorado el inte-
rés general) ha reservado a otros entes territoriales» (SSTC 146/1986 y
75/1989).

3.º En consecuencia, esto significa que la persecución del interés general que
representa el Estado «se ha de materializar a través de, no a pesar de» los
sistemas de reparto de competencias articulado en la Constitución»
(STC 146/1986), excluyéndose así que el ámbito de competencias pueda
ser extendido por meras consideraciones finalísticas (STC 75/1989).

Por tanto, la legitimidad constitucional del régimen normativo y de ges-
tión de las subvenciones fijado por el Estado depende de las competen-
cias genéricas o específicas que el Estado posea en la materia de que se
trate, competencias que, necesariamente, serán concurrentes con la que
ostente la Comunidad Autónoma a la que se transfiera la subvención
(SSTC 201/1988, f.j. 2.º, y 188/1989, f.j. 3.º). Pues «si se admitiera una
competencia general e indeterminada de fomento de las actividades pro-
ductivas por parte del Estado se produciría, junto a la indicada alteración
del sistema competencial, una distorsión permanente del sistema ordina-
rio de financiación autonómica» (STC 152/1988, f.j. 3.º).

4.º De ello se deriva que «el Estado no puede condicionar las subvenciones o
determinar su finalidad más allá de donde alcancen sus competencias de
planificación y coordinación, la cual resultará excedida, con la consiguien-
te invasión competencial, si la especificación del destino de las subvencio-
nes se realiza en tal grado de concreción y detalle que, no siendo impres-
cindible para asegurar el objetivo de la planificación, se prive a la
Comunidad Autónoma de todo margen para desarrollar, en el sector sub-
vencionado, una política propia, orientada a la satisfacción de sus intereses
peculiares, dentro de las orientaciones de programación y coordinación
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que el Estado disponga para el sector como componente del sistema eco-
nómico general» (SSTC 201/1988 y 96/1990, f.j. 15.º).

5.º En relación con la gestión de las subvenciones estatales el Tribunal se ha
cuestionado «si tiene sentido y es eficaz un sistema de subvenciones cen-
tralizadas en un sector económico que ha sido descentralizado y atribuido
a la competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas» (SSTC
95/1986, f.j. 5.º, y 152/1988, f.j. 5.º). Concluyéndose, a este respecto, que
la gestión por el Estado, directa y centralizada, de las medidas de fomento
con cargo a fondos estatales sólo es constitucionalmente admisible «si
resulta imprescindible para asegurar la plena efectividad de las medidas de
fomento dentro de la ordenación básica del sector, y para garantizar las
mismas posibilidades de obtención y disfrute de las mismas por parte de
sus destinatarios potenciales en todo el territorio nacional, siendo al mis-
mo tiempo un medio necesario para evitar que se sobrepase la cuantía glo-
bal de los fondos o de los créditos que hayan de destinarse al sector»
(SSTC 95/1986, 152/1988 y 201/1988).

En otro caso —esto es, si no concurre alguna de las citadas circunstan-
cias— la regla general es la gestión autonómica o descentralizada de las
subvenciones de acuerdo con la normativa estatal básica, debiendo transfe-
rirse a las Comunidades Autónomas los recursos estatales destinados a la
financiación de las actividades que se fomentan bien sea mediante la fija-
ción de criterios objetivos de reparto o mediante Convenios ajustados a los
principios constitucionales (SSTC 95/1986, 152/1988, 201/1988,
75/1989 y 188/1989).

6.º Se añade que «las subvenciones concedidas para la realización de los pro-
gramas que figuran en los presupuestos de gastos de los distintos Ministe-
rios deben, pues, considerarse transferencias presupuestarias que dotan, en
régimen descentralizado, los presupuestos de las Comunidades Autónomas
y sin que su afectación a programas específicos pueda utilizarse para pri-
varlas de la gestión que les corresponde» (SSTC 201/1988 y 96/1990,
f.j. 14.º).

De modo que «el Estado al dictar la normativa general de cada tipo de sub-
vención no podrá exceder de los títulos competenciales que amparen su
intervención y habrá de respetar las competencias que sobre la materia sub-
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vencionada titulan las Comunidades Autónomas, las cuales determinan, en
última instancia, conforme a la normativa general, la medida y alcance de
la gestión de la subvención por la Comunidad Autónoma.» (STC 96/1990,
f.j. 15.º).

Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado en el fundamento jurídico
sexto de la tantas veces citada Sentencia 13/1992, que:

«Dentro de las subvenciones, y en lo que respecta a las cuestiones aquí plante-
adas, conviene distinguir, por una parte, aquéllas que responden a una finalidad o
acción de fomento y, por otra, las llamadas «subvenciones-dotación» frecuente-
mente incluidas en los Presupuestos Generales del Estado y que, si bien formal-
mente caracterizadas como subvenciones, en realidad encubren meras dotaciones
presupuestarias destinadas a cubrir las necesidades de financiación de un determi-
nado ente o servicio público y que sólo impropiamente o en una acepción muy
genérica pueden asimilarse a las subvenciones en sentido estricto, constituyendo en
realidad transferencias presupuestarias para asegurar la suficiencia financiera del
ente público receptor (como es el caso de las subvenciones a las Entidades Locales
destinadas a asegurar su equilibrio financiero), o sencillamente, una forma de finan-
ciación del mismo.»

Doctrina reiterada en Sentencia 331/1993, fundamento jurídico segundo.

La diferencia entre subvenciones de fomento, las verdaderas subvenciones, que
responden a su caracterización como donaciones modales, y las subvenciones dota-
ción, las cuales tienen un carácter incondicionado, no finalista, tiene incidencia en
su régimen juridico toda vez que dado el carácter no finalista de las subvenciones
dotación, no les resultan de aplicación las especificaciones exigidas para las subven-
ciones de fomento.

Así, señala el Supremo intérprete de la Constitución en el f.j. 6.º de la STC 13/1992
que «no cabe negar la competencia del Estado para otorgar a los entes públicos
territoriales subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado desti-
nadas a cubrir su déficit real y asegurar el equilibrio financiero de las haciendas
territoriales, competencia que encuentra su título más apropiado —como ya se dijo
en la STC 179/1985, f.j. 1.º— en el de «Hacienda General» del art. 149.1.14 CE,
(...). Y es indudable, como también se dijo en la citada sentencia, que «una medi-
da de este género ha de incluir necesariamente todos los preceptos que se conside-
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ren necesarios para alcanzar el fin previsto, respecto del cual tienen un carácter
puramente instrumental».

Pero cuando se trata de «subvenciones-dotación» que se refieran a servicios
públicos transferidos a las Comunidades Autónomas o formen parte del coste
ordinario de los mismos, corresponden como un recurso propio a las Comuni-
dades Autónomas debiendo transferirse globalmente por el Estado para ser inte-
grados en los Presupuestos de la Hacienda autonómica, sin otros condiciona-
mientos que el genérico estrictamente indispensable para asegurar el destino de la
subvención afectándolo a la finalidad prevista en los Presupuestos Generales del
Estado».

La doctrina constitucional se ha ocupado también de los instrumentos jurídi-
cos de otorgamiento de subvenciones en los supuestos de concurrencia competen-
cial entre el Estado y las Comunidades Autónomas, señalando que en tales casos la
acción administrativa subvencional o de fomento debe articularse mediante técni-
cas de cooperación y colaboración consustanciales a la estructura compuesta del
Estado de las Autonomías como pueden ser, entre otras, los Convenios de Colabo-
ración, si bien entendiendo que mediante la utilización de los mismos no puede el
Estado convertir en compartida una competencia que sea en realidad exclusiva de
las Comunidades Autónomas (SSTC 18/1982, f.j. 14.º, 201/1988, f.j. 2.º,
152/1988, f.j. 5.º).

La doctrina constitucional comentada hace referencia al contenido material de
la subvención, a la finalidad a la que se dirige, y trata de evitar que el Estado, sobre
la base de la previsión presupuestaria, pretenda recuperar o amplíe su competencia
sobre determinadas materias de titularidad autonómica, atribuyéndose la facultad
de condicionar las subvenciones o determinar su finalidad, por consideraciones
finalistas ligadas a su potestad de gastos.

A nuestro juicio, tal limitación no impide al Estado regular con carácter bási-
co, con independencia de cual sea la materia a la que se refiere la subvención o ayu-
da, y la procedencia, estatal, autonómica o local, de los recursos con los que se
financia, los elementos del régimen jurídico de las subvenciones, que tienen un
carácter meramente adjetivo o formal, sin vulnerar las competencias de las Comu-
nidades Autónomas, que puedan corresponderle en la materia a la que afecte la sub-
vención, y de gestión sobre las subvenciones.
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Tal posibilidad de regulación del régimen jurídico de las subvenciones, encuen-
tra su amparo en las competencias que el artículo 149.1.18.ª de la Constitución
Española, atribuye al Estado para regular las bases del régimen jurídico de las
Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo común, siempre que
tal regulación respete la potestad de autoorganización de las Comunidades Autó-
nomas y su autonomía financiera.

En efecto, en virtud de la competencia de regulación de las bases del régimen
jurídico de las Administraciones Públicas, el Estado puede establecer los elementos
esenciales que garanticen un régimen jurídico unitario aplicable a todas las Admi-
nistraciones Públicas (por todas STC 50/1999).

La aplicación de dicho título competencial, el establecido en el artículo
149.1.18.ª de la Constitución, al ámbito del régimen de las Haciendas territoriales,
resulta adverada por el fundamento jurídico 24 de la Sentencia 76/1983, de 5 de
agosto, recaída en recursos previos de inconstitucionalidad contra la Ley Orgánica
de Armonización del Proceso Autonómico, en el que el Tribunal declaró expresa-
mente constitucional el artículo 19, apartado 1 (hoy artículo 13.1 de la Ley
12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico), por el que se declara de apli-
cación a las Comunidades Autónomas al amparo del artículo 149.1.18.ª de la
Constitución las reglas sobre contabilidad y control económico y financiero aplica-
bles a la Administración del Estado.

Es por ello que el legislador estatal puede regular de forma específica la forma
y características que deben revestir los Convenios de Colaboración entre el Estado
y las Comunidades Autónomas a través de los cuales se haga efectiva la articulación
de subvenciones otorgadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y que
incidan en un ámbito competencial concurrente con el de las Comunidades Autó-
nomas.

Por lo demás, ésta regulación ya se encuentra recogida con carácter genérico
para todos los Convenios de Colaboración que se celebren en el Estado y las
Comunidades Autónomas, en los artículos 6 y 8 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 47/1999, de 13 de enero
(en adelante LRJ-PAC), así como en la letra c) del apartado 1 del artículo 3 del tex-
to refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante LCAP).
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4. Régimen jurídico de los Convenios de Colaboración 
en materia subvencional

En octubre de 1995 publiqué en la revista La Ley un artículo en el que reco-
gía el régimen jurídico de los Convenios de Colaboración; en él señalaba que los
Convenios, hoy regulados en las letras c) y d) del apartado 1 del artículo 3 de la
LCAP, son figuras que aparecen como negocios jurídicos diferenciados, encuadra-
bles en la categoría genérica de los contratos de derecho público, pero excluidos del
ámbito de aplicación de la LCAP.

Como allí señalaba, la figura de los Convenios de Colaboración —nacida en
los albores del estado intervencionista en el seno de la escuela del servicio público,
o escuela de Burdeos, en los derechos francés y belga— pertenece a una misma
especie negocial que se hace preciso distinguir de los contratos recogidos por el
LCAP, de cuya regulación la propia Ley les excluye.

Partiendo del origen histórico de la figura, señalaba que los Convenios partici-
pan con los contratos de un mismo género, los negocios jurídicos bilaterales, y su
característica distintiva radica en que, frente al modelo clásico del contrato, en el
que se da un antagonismo patrimonial en las prestaciones, los Convenios respon-
den a la idea de colaboración en un fin común.

La presencia del interés público, del interés general, en ese fin común que
determina la idea de colaboración y la presencia de uno o varios entes jurídico-
públicos como parte en el negocio, hace que tales Convenios de Colaboración al
igual que los contratos administrativos formen parte de la categoría amplia de los
contratos de derecho público, hallándose sometidos a derecho administrativo.

Así establecíamos un marco de similitudes y diferencias entre unos y otros:

• Ambos se asemejan en la existencia de una concurrencia de voluntades ajenas a
la imposición de un acto administrativo. Comparten el dirigirse a satisfacer una
finalidad pública, participan del interés general al que sirve la Administración.

• Difieren, en primer lugar, en cuanto al objeto, que en el contrato es un inter-
cambio de prestaciones patrimoniales, servicios o cosa por precio, y en los
Convenios, en los que de acuerdo al fin de cooperación que les es propio,
contrapone una obligación de comportamiento, actividad o conducta, no a
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un precio cierto —al no haber causa solvendi— sino a una compensación o
concurso financiero público, que puede materializarse en la aplicación de
exenciones o bonificaciones tributarias, subvenciones, préstamos con interés
inferior al del mercado, etc...

• Otra diferencia estriba en que mientras que el contrato es una fórmula de
reclutar colaboradores o cooperadores para una actividad administrativa, el
Convenio es una forma de realización de una función pública que es común
y compartida por los convinentes, desde su ámbito de competencias —si
ambos son entes públicos—, o mediante la realización de una actividad que
forma parte de la del particular convinente pero en cuyo cumplimiento con-
curre una razón de interés público.

En suma definíamos los Convenios como negocios jurídicos bilaterales, cele-
brados entre entes públicos o entre entes públicos y personas físicas o jurídicas de
derecho privado, regulados por derecho administrativo, que en virtud de la presen-
cia predominante de la idea de colaboración en la consecución de un fin común de
interés público, se encuentra excluido del régimen general que se establece para los
contratos de Administración en la LCAP.

En suma, el Convenio de Colaboración es el negocio jurídico público a través
del cual ha de articularse en su caso el otorgamiento de las subvenciones.

En cuanto al régimen jurídico de los Convenios reguladores de las subvenciones,
éste viene determinado, con carácter general, por lo dispuesto en el apartado 2 del
artículo 3 de la LCAP que establece que los Convenios se regirán por sus normas
especiales, aplicándoseles los principios de la Ley para resolver las dudas y lagunas
que pudieran planteárseles, su incardinación en la LCAP también implica la sujeción
al régimen de recurso previsto en la ley así como la competencia de los Juzgados y
Tribunales del orden contencioso-administrativo para conocer de los mismos.

Son además de aplicación las normas que respecto a las obligaciones de los
beneficiarios y medidas de control se establecen en los artículos 81 y 82 de la LGP,
y lo establecido en el Reglamento por el que se regula el procedimiento para la con-
cesión de las Subvenciones Públicas, aprobado por Real Decreto 2225/1993, de 17
de diciembre, cuyo artículo 2.2 prevé su aplicación, en defecto de normativa espe-
cífica, a las subvenciones previstas en Convenios celebrados con Entidades de Dere-
cho Público o Sociedades estatales.

Ilmo. Sr. D. Antonio Panizo García 163



Tratándose de Convenios entre el Estado y las Comunidades Autónomas, es de
aplicación lo dispuesto en los artículos 5.5, 6 y 8 de la LRJ-PAC, en la redacción
dada a los mismos por la Ley 4/1999, de 13 de enero, sin perjuicio de que en defec-
to de la regulación peculiar de la LRJ-PAC, les resulte plenamente de aplicación lo
fijado por el apartado 2 del artículo 3 de la LCAP. Asimismo les son de aplicación
las normas que respecto a las obligaciones de los beneficiarios y medidas de control
establecen los artículos 81 y 82 de la LGP con las necesarias salvedades derivadas
del respeto a la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas para realizar
las actuaciones de comprobación de la gestión de dichos fondos y las de control
financiero, que expresamente salva el párrafo segundo de la letra d) del artículo 81
de la LCAP. En todo caso los Convenios celebrados con CCAA deben fijar los
requisitos para la distribución y entrega de los fondos públicos subvencionales.

En fin, si se está en presencia de contratos programas, a dicho cuadro norma-
tivo ha de añadirse el que específicamente se recoge en el artículo 91.1 de la LGP.

Por último, hemos de hacer una especial referencia al juego de los principios de
la LCAP, singularmente el de concurrencia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.1 de la LCAP, que consagra
los principios de publicidad, concurrencia, igualdad y no discriminación, y lo dis-
puesto en el artículo 3.2, aquéllos son aplicables a los Convenios de Colaboración.

Ahora bien, la materia de los Convenios y las características de los convinentes
hacen que buena parte de los Convenios de Colaboración hayan de excepcionarse
del principio de concurrencia.

En efecto, tratándose de Convenios entre Administraciones territoriales, donde
la materia viene determinada por el ámbito de competencias propio de cada enti-
dad territorial, el juego del principio de concurrencia queda excluido.

Lo es en menor medida en lo que se refiere a los entes administrativos institu-
cionales, donde los límites competenciales no quedan tan claramente definidos.

Tratándose de Convenios con entidades de derecho privado el principio gene-
ral ha de ser siempre el de la exigencia de concurrencia, que sólo en forma excep-
cional y debidamente justificada puede exceptuarse.
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Control de la aplicación
de subvenciones:
Control de la ejecución2





Ilmo. Sr. D. José M.ª Portabella i D’Alós
Interventor General de la Generalitat de Cataluña

Las subvenciones constituyen, desde el punto de vista del control, el área de
gastos probablemente más polémica. Por varios motivos, por su importancia cuan-
titativa, por la enorme variedad y tipología de las subvenciones, por la normativa
frecuentemente compleja y farragosa y porque a menudo se utilizan subvenciones
para otras finalidades como son las de financiar determinadas instituciones o acti-
vidades, disfrazando con una subvención finalista lo que es una subvención incon-
dicionada, y por la instauración, en los últimos años, de la llamada «cultura de la
subvención», que hace que algunos agentes se crean con derecho a ser financiados
por la administración, sin necesidad de aportar a cambio lo que sobre el papel se
les exige en la concesión.

Sin duda, los mayores conflictos aparecen en el momento de controlar la eje-
cución de la actividad subvencionada. Es decir, de comprobar si el beneficiario ha
destinado la subvención a la actividad para la que se le concedió.

Muchas veces los problemas que se detectan en el control de la ejecución se
podrían haber evitado en la concesión. Con frecuencia las bases de la convocato-
ria no están claras, ofrecen distintas interpretaciones e incluso, en alguna ocasión,
el gestor hace unas bases tan rígidas que luego él mismo pretende incumplir. Por
ello, un buen control en la concesión nos ahorrará muchos problemas en la eje-
cución.

En los últimos años, la importancia de los fondos europeos ha influido nota-
blemente en el control de las subvenciones. Podemos decir que por un lado de for-
ma positiva y por otro de forma negativa. Positiva, porque la Unión Europea exige
efectuar controles y en especial, controles sobre beneficiarios y controles sobre el
gestor que vienen a ser casi auditorías operativas sobre el gestor. Por ejemplo, los
informes de final de período operativo que exige el reglamento 2064 o el informe
de auditoría sobre el organismo pagador del FEOGA. Negativamente, porque a
veces los gestores reparten los fondos que «vienen de Europa» con menor cuidado



que los fondos propios, lo cual ha propiciado algunos problemas que han tenido
incluso amplia difusión en los medios de comunicación.

El control de la aplicación puede efectuarse en dos momentos.

• Antes del pago, comprobando que la actividad ha sido ya efectuada.

• Después del pago, comprobando el destino de la subvención cobrada por el
beneficiario.

También obviamente puede y debe controlarse al gestor, ya que entiendo que
es el gestor quien, en primera instancia, es el que debe preocuparse de que las sub-
venciones que concede se usen correctamente. Sobre este tema insistiré más ade-
lante, ya que me parece muy importante.

La regla general es la de que debe comprobarse antes del pago que la actividad
ha sido efectuada. Pero esta regla tiene gran cantidad de excepciones y, por supues-
to, que este control es absolutamente insuficiente y debe completarse con contro-
les a posteriori sobre los beneficiarios.

En primer lugar, frecuentemente se pagan anticipos, cuando no se anticipa
totalmente la subvención, con lo cual no puede comprobarse previamente la ejecu-
ción de la actividad subvencionada, simplemente porque no se ha hecho.

En segundo lugar, numerosas líneas de subvenciones, especialmente en materia
agrícola, tienen cantidad de perceptores de cantidades pequeñas, lo cual obliga for-
zosamente a efectuar muestreos. Algunas subvenciones financiadas con fondos
europeos tienen unos plazos de pago muy cortos y es materialmente imposible efec-
tuar comprobaciones previas que garanticen mínimamente un control adecuado,
por lo que se debe acudir a una fiscalización limitada y por muestreo.

Tiene por tanto, a mi entender, una importancia fundamental la comprobación
a posteriori sobre beneficiarios. Aunque también lógicamente es por muestreo, pode-
mos con tiempo seleccionar la muestra adecuadamente, completando los controles
que se hayan hecho previamente. Por otra parte, el control previo no deja de ser en
la gran mayoría de los casos un control formal «sobre papeles» y en más de una oca-
sión nos llevamos una sorpresa al visitar al beneficiario y hacer un control material
del uso de una subvención que había pasado sin problemas el control previo.
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Los resultados de los controles a posteriori, comparados con los del control pre-
vio, nos dan una idea de la fiabilidad de éstos y de la bondad de la documentación
que se examina en los previos.

En la ejecución de los controles de la aplicación de las subvenciones, en primer
lugar es importante determinar una muestra representativa lo más amplia posible
en función de los medios de que se disponga. Éste, a menudo, es el gran problema,
la falta de medios. Con frecuencia, los gestores entienden que los medios son un
problema exclusivo de la Intervención. No obstante, hay que intentar convencerles
de que el control favorece una mejora de la gestión y, en determinados casos, pue-
de solicitarse a los gestores que aporten medios. Pero siempre en el bien entendido
que el control lo debe dirigir la Intervención. Una fórmula que nosotros utilizamos
con el Fondo Social Europeo, es que el Departamento de Trabajo paga empresas de
auditoría que efectúan controles bajo la dirección de la Intervención. El informe
final lo firma siempre un Interventor.

Respecto a la ejecución de estos controles deben utilizarse las técnicas de audi-
toría comúnmente aceptadas y respecto a las verificaciones concretas dependerá en
cada caso del tipo de actividad subvencionada.

Con relación a la posibilidad de utilizar auditores externos, en algunas áreas,
especialmente en las financiadas con fondos europeos, ha aumentado tanto la nece-
sidad de efectuar controles sobre el beneficiario que es prácticamente imposible
hacerlos todos con personal propio. Por otra parte, el tipo de comprobaciones que
deben efectuarse, en la mayoría de los casos, las puede hacer cualquier auditor de
reconocida solvencia. Ahora bien, entiendo que el auditor debe trabajar siempre
bajo la dirección de la Intervención. Puede hacer todas las verificaciones y todo el
trabajo de campo, puede hacer actas de constancia de hechos. Pero el informe final,
las conclusiones y las recomendaciones, las debe hacer la Intervención. También
entiendo que aquellos controles especialmente delicados o conflictivos es mejor
hacerlos con personal propio.

Las conclusiones y recomendaciones no deben limitarse a decir si la subvención
se ha destinado o no a su finalidad y, por tanto, si procede o no revocación y rein-
tegro. Deben, asimismo, recomendar todas aquellas medidas que tiendan a mejorar
la gestión y el buen uso de los fondos públicos. Con frecuencia se advierten defi-
ciencias en los procedimientos, no imputables al beneficiario y que no dan lugar a
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revocación pero que deben dar lugar a recomendaciones dirigidas al órgano gestor
para que las corrija.

Al margen de los controles sobre el beneficiario es conveniente efectuar con-
troles de sistemas y procedimientos al gestor. Como consecuencia de la información
que se obtiene de todos estos controles pueden hacerse informes (como los exigi-
dos por el Reglamento 2064) que comprendan todo un período o un área deter-
minada, ya que a través del conjunto de todos estos controles se puede obtener una
visión global muy acertada de cómo se están gestionando estas subvenciones.
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La exposición pretende analizar el significado y contenido del control de
la aplicación de las subvenciones desde una experiencia practica: el control
financiero que se desarrolla desde la Oficina Nacional de Auditoría sobre los
beneficiarios de subvenciones nacionales.

Desde esta óptica, se realiza una breve descripción del objeto, alcance,
ámbito de actuación y de los resultados derivados de su aplicación. Final-
mente se introducen algunos elementos de reflexión en relación con la conve-
niencia de instrumentar mejoras en la normativa reguladora con el objeto de
propiciar una mayor eficacia de esta modalidad de control como elemento de
disuasión al fraude y como elemento de mejora de los procesos de gestión.

Una parte importante de la actividad financiera del Sector Público se canaliza
a través de subvenciones y ayudas a favor de personas y entidades públicas o priva-
das, con el objeto de dar respuesta, a través de medidas de apoyo financiero, a las
demandas sociales y económicas que plantea el Estado del Bienestar.

Desde una perspectiva administrativa, las subvenciones y ayudas públicas cons-
tituyen una técnica de fomento de determinados comportamientos considerados de
interés general. Desde la perspectiva financiera, las subvenciones y ayudas públicas
constituyen una modalidad importante de gasto público y, por tanto, deben ajus-
tarse a las directrices de la política presupuestaria.

En la actualidad, su regulación se encuentra en los artículos 81 y 82 del Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el tex-
to refundido de la Ley General Presupuestaria.

De acuerdo con este texto legal, la subvención se define como un acto de dis-
posición gratuita de fondos públicos realizada por el Estado o sus Organismos
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autónomos a favor de personas o Entidades públicas o privadas, para fomentar una
actividad de utilidad o interés social o para promover la consecución de un fin
público.

Cualquiera que sea la postura que adoptemos acerca de la naturaleza jurídica de
las subvenciones, tanto si se considera como acto administrativo unilateral necesi-
tado de aceptación como si se trata de una donación modal «ob causam futurum»,
subyace siempre el sustrato o la sustancia contractual, que exige cierto comporta-
miento tanto por parte del beneficiario de la subvención como de la Administra-
ción que subvenciona. (SSTS de 22 de septiembre de 1995, de 2 de octubre de 1992,
de 9 de junio de 1988).

El beneficiario de la subvención debe cumplir las condiciones que impone con
carácter general el artículo 81.4 del TRLGP35.

Por parte de la Administración pesa la obligación de controlar, por exigencias
del interés público, que aquellas condiciones sean debidamente cumplidas por la
entidad subvencionada.

La normativa financiera y la que regula más específicamente las subvenciones
públicas, en la medida que constituyen una modalidad de gasto público, está
imbuida de la idea de control como elemento interno de conformación de las deci-
siones públicas de fomento y como elemento de disuasión al fraude en todos aque-
llos que manejan estos fondos públicos.
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35 De acuerdo con el mencionado artículo, son obligaciones del beneficiario:
• Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subven-

ción.
• Acreditar ante la Entidad concedente o, en su caso, ante la entidad colaboradora o las Comu-

nidades Autónomas, la realización de la actividad o la adopción del comportamiento, así como
el cumplimiento de los requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de la
ayuda.

• Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la entidad concedente o, en su
caso, la entidad colaboradora o las Comunidades Autónomas, y a las de control financiero
que corresponden a la Intervención General de la Administración del Estado, en relación
con las subvenciones y ayudas concedidas y a las previstas en la legislación del Tribunal de
Cuentas.

• Comunicar a la entidad concedente o, en su caso, a la entidad colaboradora o a las Comuni-
dades Autónomas, la obtención de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, proceden-
te de cualesquiera Administraciones o entes públicos nacionales o internacionales.



El Reglamento de procedimiento para concesión de subvenciones públicas (RD
2225/1993, de 17 de diciembre) establece que el control del cumplimiento del obje-
to, condiciones y finalidad de la subvención se efectuará de conformidad con lo dis-
puesto en el texto refundido de la Ley General Presupuestaria y demás normas
reguladoras de la subvención.

De acuerdo con las previsiones establecidas en este texto legal el control de per-
ceptores de subvenciones se ejerce por:

• La Intervención General de la Administración del Estado a la que compete
efectuar el control financiero sobre los beneficiarios de subvenciones cual-
quiera que sea su personalidad jurídica (Sociedades mercantiles, Empresas,
Entidades y particulares).

• Los Órganos gestores que hubiesen otorgado las subvenciones, a los que la
Ley les reserva actuaciones de comprobación.

• El Tribunal de Cuentas que desarrolla el control de acuerdo con las previsio-
nes contenidas en su legislación especifica.

En esta breve exposición, me voy a referir al control financiero de subvencio-
nes nacionales que desarrolla la IGAE, a través de la ONA. Les haré una breve des-
cripción del objeto, alcance, ámbito de actuación, resultados y la conveniencia de
instrumentar mejoras en la normativa reguladora con el objeto de propiciar una
mayor eficacia de esta modalidad de control.

El objeto36 de los trabajos de control financiero de subvenciones nacionales
difiere en función de los sujetos objeto de control:

• El control financiero de beneficiarios de las subvenciones, créditos, avales y
demás ayudas tiene por objeto comprobar la adecuada y correcta obtención,
utilización y disfrute de los mismos.
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• El control financiero sobre las Entidades colaboradoras tiene por objeto
verificar el cumplimiento de las condiciones impuestas por la Entidad con-
cedente y, en particular, comprobar la adecuación de los procedimientos y
sistemas empleados en relación con la aplicación, seguimiento, justificación
y evaluación de las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas cuya ges-
tión les esté encomendada.

El Plan de Auditorías para el año 2.001 en el área de Control de Subvenciones
Nacionales, incluía el control de la aplicación de 158 mil millones de pesetas ges-
tionado por 128 Entidades beneficiarias, 2 Entidades colaboradoras y 26 órganos
gestores, según el siguiente detalle:
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Líneas de Subvención N.º controles Importe

1. Fines sociales 40 10.115.030.911

2. Reestructuración de la minería del carbón 2 8.682.000.000

3. Planes provinciales de Obras y Servicios 3 94.282.527

4. Promoción de empleo 3 13.954.000.000

5. Apoyo al deporte 5 2.116.591.565

6. Protección del medio ambiente 4 38.533.448

7. Promoción de la investigación, inversión y PYMES 33 122.367.238.154

8. Promoción de la cultura 17 563.800.000

9. Cooperación Internacional 8 387.666.500

10. Sanidad y Consumo 13 431.349.148

11. Otras subvenciones 2 31.705.000

TOTALES 130 158.782.197.253

Criterios de selección de Líneas y Beneficiarios Plan 2001

Líneas • Inclusión progresiva de todas las líneas que se financien con fondos
estatales

Beneficiarios • Inclusión de los propuestos por los Ministerios (100%)

• El resto se selecciona por muestreo en función del nivel de riesgo esperado
y los medios personales disponibles para la realización de las auditorías



Los resultados del trabajo de control financiero de beneficiarios han puesto de
manifiesto un nivel de irregularidades cuantitativamente importante.

Los incumplimientos más frecuentes derivan de:

• Aplicación de los fondos percibidos a una actividad distinta de la subvencio-
nada.

• Justificación incompleta, insuficiente o defectuosa de la aplicación dada a los
fondos percibidos.

• Obstrucción de los beneficiarios en la realización de los trabajos de control
financiero.

• Incumplimiento de los compromisos asumidos por los beneficiarios.

• Obtención adicional de otras ayudas, públicas o privadas, que permiten
superar el importe del coste de la actividad subvencionada.

En general, las consecuencias derivadas de estos incumplimiento se concretan
en propuestas de reintegros y de sanción que se incluyen en los correspondientes
informes definitivos enviados a los Órganos gestores competentes.

Llegados a este punto y como elemento de reflexión y de debate, deberíamos
analizar si el modelo de control desarrollado actualmente es suficiente y adecuado
a la materia y fines que pretende abarcar, o si se quiere, si resulta eficaz en la iden-
tificación y corrección de todas las conductas fraudulentas que se pueden concitar
en este ámbito de actuación.

Sobre el particular, el Presidente del Tribunal de Cuentas, en una Compare-
cencia a una Subcomisión del Congreso de los Diputados, el 21 de abril de 1999,
afirmaba que la normativa actual continúa presentando insuficiencias que es preci-
so superar para que se pueda llevar a cabo un riguroso control de legalidad, efica-
cia y eficiencia y para garantizar el buen uso de los caudales públicos.

Reiterando la conveniencia de promover una Ley General de Subvenciones en
concordancia con la Resolución aprobada por la Comisión Mixta para las rela-
ciones con el Tribunal de Cuentas, en su sesión del día 28 de diciembre de
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199337, en relación con la Moción38 de ese Alto Tribunal en la que se proponía
la conveniencia de estudiar la oportunidad de promulgar una Ley General de
Subvenciones que regulara de forma sistemática y completa un fenómeno de tan-
ta importancia económica y social dentro de la actividad financiera del sector
público.

Con independencia de estas apreciaciones, es necesario reconocer que se han
producido avances, derivados fundamentalmente de la reforma del régimen jurídi-
co introducida en el artículo 16 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presu-
puestos Generales del Estado para 1991 y las modificaciones establecidas por la
Leyes 31/1991, 41/1994 y 13/1996, de 30 de diciembre.

A estas reformas habría que añadir las desarrolladas por el Real Decreto
2225/1.993, por el que se aprueba el Reglamento de concesión de subvenciones
públicas; el Real Decreto 2188/1995, modificado por el 339/1998, por el que se
establecen los procedimientos de control financiero; y la Orden de 23 de julio de
1.996 sobre competencias en materia de procedimiento de recaudación de reinte-
gros de ayudas.

Con dichas modificaciones se trató de paliar, al menos en parte, la dispersión y
la existencia de lagunas en aspectos muy relevantes que tradicionalmente han carac-
terizado a la legislación española sobre subvenciones y ayudas públicas.

No obstante, a pesar de que el sistema idealmente concebido podría ser eficaz,
la experiencia aconseja la conveniencia de su mejora.

El Ministro de Hacienda puso de manifiesto esta necesidad el 26 de junio de
2000 en la Comisión de Hacienda del Senado, donde vino a afirmar que «en mate-
ria de subvenciones y ayudas públicas, la experiencia de los últimos años aconseja
introducir modificaciones normativas orientadas a garantizar los principios de
publicidad, objetividad y concurrencia en su concesión y una gestión transparente
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37 Boletín Oficial del Estado n.º 21 de 25 de enero de 1994.
38 La «Moción del Tribunal de Cuentas derivada de la actividad fiscalizadora sobre justificación

y control de subvenciones» fue aprobada por el Pleno y elevada a las Cortes Generales el 29 de julio
de 1993. En ella se proponían medidas conducentes a la mejora de los procedimientos de justifica-
ción y control de las subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y se
señala la necesidad de una Ley General de Subvenciones.



y eficiente de estos recursos. Es imprescindible que esta normativa defina un mode-
lo de control que facilite las medidas correctoras en los distintos niveles de decisión
y la detección y corrección del fraude».

En el acto de inauguración de estas jornadas el Ministro de Hacienda ha veni-
do a reiterar nuevamente este diagnóstico y nos ha puesto de manifiesto el interés
del Gobierno en la tramitación de una Ley de Subvenciones que regule de manera
completa su régimen jurídico.

Esta situación nos ofrece la posibilidad de analizar y valorar las reformas que
sería necesario introducir en el modelo de control sobre beneficiarios: para mejorar
su eficacia como elemento de disuasión al fraude y como elemento de mejora de
los procesos de gestión.

Probablemente estaremos de acuerdo en que esta nueva disposición debería
superar las lagunas normativas que el Tribunal de Cuentas, la práctica administra-
tiva, los resultados derivados de la aplicación del control financiero y la doctrina
han puesto de manifiesto en estos últimos años.

Desde mi punto de vista, y teniendo en cuenta los resultados derivados de la
aplicación del control financiero de subvenciones nacionales, el desarrollo de esta
iniciativa legislativa debería corregir, al menos:

1. La insuficiente regulación de los derechos y obligaciones de los benefi-
ciarios de subvenciones y ayudas publicas y de las entidades colabora-
doras.

2. La imposibilidad de ampliación de controles a terceros relacionados con las
subvenciones y ayudas públicas posibilitando actuaciones fraudulentas
mediante la creación de personas jurídicas interpuestas.

Esta situación se agudiza, incrementando el riesgo de fraude, cuando el ter-
cero con el que contrata el beneficiario la realización de la actividad sub-
vencionada está vinculado jurídicamente a éste.

3. La insuficiente concreción de los gastos que resultan subvencionables.

4. La insuficiente delimitación de las posibilidades de subcontratación.
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5. La imposibilidad de efectuar comprobaciones de valor en determinadas
adquisiciones financiadas con subvenciones.

6. El retraso en la exigencia de reintegros y las deficiencias del régimen jurí-
dico de infracciones y sanciones.

7. Las insuficiencias de los mecanismos de coordinación entre los distintos
órganos de control.

8. Las deficiencias de los sistemas de información.

Si esta propuesta es compartida, probablemente podamos convenir que reducir
las posibilidades de fraude en materia de subvenciones y aumentar la eficacia y la
eficiencia en la aplicación de estos fondos, exige que en esta nueva ley se instru-
menten nuevos mecanismos y competencias que actualmente no se contemplan ni
el texto refundido de la Ley General Presupuestaria (TRLGP) ni en la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

En particular, en lo que al sistema de control se refiere, esta norma debería
recoger, al menos:

• el reconocimiento del carácter de autoridad para los Interventores y Audito-
res del Estado, dotándoles de las competencias y prerrogativas necesarias para
llevar a cabo eficazmente su labor;

• instrumentar un procedimiento de comprobación de valores;

• potenciar las obligaciones de colaboración de los beneficiarios y posibilitar su
extensión a terceros;

• desarrollar las líneas básicas del procedimiento administrativo de reintegro
propiciando su simplificación;

• tipificar adecuadamente las infracciones administrativas en materia de sub-
venciones, incluyendo una graduación del ilícito administrativo por razón de
la conducta punibles, y un régimen jurídico de las sanciones acorde con la
naturaleza de la conducta infractora.
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Esta nueva Ley debería verse complementada con un Reglamento de Control
Financiero de subvenciones, que regulara todo el procedimiento de las actuaciones
de verificación, su documentación y tramitación, con un contenido, mucho más
amplio del que actualmente tiene el Real Decreto 2188/95, de 28 de diciembre.
Todo ello, evidentemente, contemplando las exigencias y requisitos que la norma-
tiva europea incluye en relación con el control de las ayudas y subvenciones cofi-
nanciadas por los Fondos europeos.

Para finalizar, sólo me cabe señalar que todas estas propuestas se realizan exclu-
sivamente con el ánimo de que sirvan como elemento de reflexión y debate en esta
mesa de trabajo y desde la óptica de que incentivar actuaciones de interés público
en los administrados a través de subvenciones conlleva la necesidad de impulsar
paralelamente, los mecanismos adecuados para velar por la adecuada obtención,
aplicación y justificación de estas ayudas, haciéndolas compatibles con la actual
orientación de la política presupuestaria.
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Señalaba el Tribunal de Cuentas en la Moción a las Cortes Generales sobre justi-
ficación y control de subvenciones, de 2 de diciembre de 1993, que las modificacio-
nes llevadas a cabo en el texto refundido de la Ley General Presupuestaria (TRLGP)
por la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1991, por las que se introdujo
la Sección del TRLGP dedicada a la regulación de las «Ayudas y subvenciones públi-
cas» (arts. 81 y 82) supusieron un avance en la objetivación de los procesos de adju-
dicación pero sin que pueda decirse lo mismo del proceso de seguimiento y control
posterior. La apreciación era exacta en el momento en que se formuló y sigue sién-
dolo, pues, aunque algunas de las deficiencias que subrayaba han sido superadas, aún
no se ha producido una modificación legislativa de aplicación general que aborde los
problemas y carencias que plantea la gestión subvencional en la fase de ejecución.

En efecto, el seguimiento y control de las subvenciones concedidas puede
hacerse desde dos aspectos o perspectivas a los que, tanto la Administración conce-
dente como los órganos de control, han prestado una atención muy desigual. Me
refiero, de una parte, a la justificación y control de la realización del gasto por el
perceptor y, de otra a la acreditación y control de los resultados.

En la concepción que pudiéramos calificar de clásica o tradicional, representa-
da por el Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre justificación de subvenciones,
dicha justificación se lleva a cabo mediante la aportación de los documentos acre-
ditativos del gasto realizado y de la comprobación material de la inversión del mis-
mo modo que si de un gasto real se tratara.

Paralelamente, los procedimientos de control, tanto externo como interno, han
girado preferentemente sobre estos extremos. En efecto, el único procedimiento fis-
calizador sobre los perceptores y beneficiarios de las subvenciones que se desarrolla en
la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, aunque ciertamente no sea el
único aplicable, es el del examen y rendición de cuentas (arts. 34 a 38). El perceptor
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de subvenciones para el Tribunal es ante todo y sobre todo un cuentadante, un obli-
gado a rendir cuentas. En el ámbito del control interno la situación no es muy dis-
tinta, empezando por la propia calificación del control sobre los perceptores de las
subvenciones, que se configura como «control de carácter financiero», idea sobre la
que gira asimismo la reglamentación en este punto de la ley. El art. 34 del Real Decre-
to 2188/1995, de 28 de diciembre, de control interno, comienza por recordarnos que
el objeto de este control financiero es comprobar «la adecuada y correcta obtención,
utilización y disfrute de las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas percibidas,
así como la realidad y regularidad de las operaciones con ellas financiadas».

Todo esto, sin duda, es necesario. Pero, tanto el examen de la legislación cita-
da como el de los informes de control, muestran una clara hipertrofia de los con-
troles financieros en perjuicio de los controles físicos y sobre los resultados referi-
dos estos últimos al cumplimiento de los objetivos de las ayudas.

El examen y revisión de los justificantes directos del gasto realizado puede ser un
procedimiento válido de control en unos casos, pero existen otros en que no es sufi-
ciente —piénsese en las subvenciones para cubrir déficit de explotación o para finan-
ciar un fracción de un programa o actividad— o bien en que, aún siéndolo, resulta
claramente descartable por su costo o su menor eficacia. Me van a permitir referirme
a dos ejemplos concretos que pueden mostrar claramente lo que pretendo transmitir.

El primero se da en el ámbito del Ministerio de Sanidad. Este Ministerio otor-
ga unas subvenciones por trasplantes de órganos cuya justificación no se basa en la
aportación de justificantes de gasto, sino en acreditar la realidad del trasplante. Me
parece evidente que si el módulo se establece correctamente las garantías de la
correcta aplicación de los fondos son plenas y que el costo de este seguimiento se
reduce considerablemente con respecto a la alternativa clásica, que no podría ser
otra que la llevanza por el perceptor de una contabilidad analítica y su auditoría por
los órganos de control.

El segundo ejemplo lo brindan los nuevos controles en el campo de las ayudas
en la política agrícola de la Unión Europea. La reforma de la PAC de 1992 intro-
dujo un sistema generalizado de ayudas, por superficie o cabeza de ganado, en sus-
titución de los anteriormente existentes de protección de los precios agrarios. Con
el nuevo sistema los controles a posteriori, documentales y financieros, se han sus-
tituido por controles físicos —sobre el terreno— y por un control administrativo
universal de carácter previo, basado en los datos catastrales.
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En este nuevo régimen de justificación el control tanto interno como externo
han derivado hacia la fiscalización de sistemas y procedimientos, en detrimento de
los procedimientos tradicionales de control basados en las cuentas39.

El segundo aspecto del seguimiento al que me refería anteriormente es el con-
trol de los resultados, tan necesario como olvidado, aun cuando base legal para su
implantación no falta.

La Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas en su art. 38 dispone que
el examen de cuentas que deban rendir los perceptores «se extenderá tanto a la
comprobación de que las cantidades de que se trate se han aplicado a las finalida-
des para las que fueron concedidas como a sus resultados» y el TRLGP en su art.
81.6 dice que los órganos concedentes efectuarán «la evaluación de los objetivos a
conseguir» a través de las normas y procedimientos que se establezcan.

Pues bien, si la comprobación de los resultados constituye un fin del control,
esto puede conseguirse por diversas vías, de las cuales los controles financieros no
son la única y acaso tampoco la más idónea, al menos en ciertos ámbitos. Fre-
cuentemente dichos resultados no pueden reflejarse en los estados contables ni en
los justificantes del gasto, entendidos en sentido estricto.

A estos efectos cobra especial relevancia diferenciar, como se hace en el Infor-
me sobre el Fraude en España, entre los sistemas de control financiero y de cum-
plimiento, dirigidos específicamente a asegurar que los recursos asignados han sido
aplicados correctamente de acuerdo con la normativa reguladora, de los de conse-
cución real de la finalidad buscada y de obtención de los resultados pretendidos40.

La política de subvenciones sólo está justificada en la medida en que se alcan-
cen efectiva y realmente los objetivos pretendidos. El cumplimiento formal de las
condiciones impuestas y la inversión correcta de los fondos evitará incurrir en res-
ponsabilidades administrativas, penales y contables, pero si no se alcanza la finali-
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dad pública perseguida, la gestión del gasto no respondería, como quiere el artícu-
lo 30 de la Constitución Española, a criterios de eficiencia y economía y, en con-
secuencia, debe ser eliminada o, en el mejor de los casos, reconducida la corres-
pondiente línea de ayudas. Así, a título de ejemplo, en una línea de ayudas que se
estableciera para la impartición de cursos de formación a personas con especiales
dificultades de acceso al empleo, no bastará con comprobar que el gasto se ha rea-
lizado (justificación documental) y que los cursos se han impartido (comprobación
física), sino que también habría de verificarse el número de alumnos que efectiva-
mente accedieron a un trabajo41.

En sede de fiscalización habría que valorar tanto la idoneidad al respecto de los
criterios de adjudicación establecidos en las convocatoria como el seguimiento de
los resultados por parte de la gestión, y si no existieran instrumentos de medición,
además de formular las recomendaciones pertinentes, sería interesante la práctica de
las pruebas que pongan de manifiesto, en cuanto sea posible, dichos aspectos.

Ciertamente en todas las líneas de subvención no resulta igualmente practica-
ble un control de esta naturaleza. Pero en algunas resulta no sólo posible, sino que
me atrevería a decir que debe revestir carácter prioritario sobre la justificación for-
mal. Tal sería el caso, entre otros, de las ayudas a la iniciativa social para que por
ésta se preste un servicio de responsabilidad pública o de interés público. El con-
trol de estas ayudas debe orientarse a comprobar el efectivo desarrollo de la activi-
dad prevista y el grado de cumplimiento de los objetivos planteados, es decir, en el
ejemplo propuesto la consecución de empleo por los participantes en los cursos.
Ciertamente, mientras la falta de desarrollo de la actividad debe desembocar en el
reintegro de la subvención, la falta de consecución de los objetivos habrá de pro-
ducir otras consecuencias, que pueden ir desde la supresión de la línea de ayuda, si
se revela ineficaz en su conjunto, hasta trascender a los criterios de valoración que
se establezcan en futuras convocatorias, de manera que se primen a las entidades
eficaces sobre las que no lo son. Todo esto nos dice que el establecimiento de un
control de resultados implica que toda la gestión subvencional se haga con esta
orientación: el establecimiento de las ayudas y su concreción en programas, las con-
vocatorias, la adjudicación y el seguimiento.
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En primer lugar, quiero hacer una presentación del Instituto de la Mujer. Es un
organismo autónomo de carácter administrativo, adscrito al Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales a través de la Secretaría General de Asuntos Sociales, con perso-
nalidad jurídica propia y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines,
rigiéndose por lo establecido en la Ley 16/83, de 24 de octubre, que lo creó en la
Ley General Presupuestaria, y en Ley 6/97 de 14 de abril de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado.

Entre sus fines, el Instituto de la Mujer tiene la promoción y el fomento de las
condiciones que hagan posible la igualdad social de ambos sexos y el fomento de la
plena participación de la mujer en la vida política, cultural, económica y social.
Como órganos rectores, tiene un Consejo Rector y la Directora General.

En cuanto a la estructura orgánica básica, se estructura en las siguientes Uni-
dades con nivel orgánico de Subdirección General: la Secretaría General, la Subdi-
rección General de Estudios y Cooperación y la Subdirección General de Progra-
mas.

Las líneas de subvención que gestiona el Instituto de la Mujer son las siguientes:

• La convocatoria de concesión de subvenciones sometidas al Régimen Gene-
ral del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y de sus Organismos autó-
nomos adscritos en las áreas de competencia del Instituto de la Mujer, a la
que me voy a referir para el seguimiento y el control del gasto.

• La convocatoria de ayudas destinadas a la realización de investigaciones y
estudios sobre las mujeres en el marco del Plan Nacional de Investigación
Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica 2000-2003. Los estudios de
la mujer y de género están incorporados a este plan nacional a través de una
acción estratégica denominada Fomento de la Igualdad de Oportunidades
entre Hombres y Mujeres dentro del área de socioeconomía.
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• La convocatoria de concesión de subvenciones destinadas a fomentar la rea-
lización de actividades y seminarios en el ámbito de la universidad relaciona-
das con las áreas de competencia del Instituto de la Mujer.

• La convocatoria de concesión de subvenciones a organizaciones no guberna-
mentales de desarrollo españolas para el seguimiento y apoyo de la ejecución
de proyectos de cooperación al desarrollo en el marco del programa de coo-
peración internacional «Mujeres y Desarrollo».

• La convocatoria de concesión de ayudas al empleo «Emprender en femeni-
no» para fomentar la inserción laboral por cuenta propia de las mujeres.

• La convocatoria de ayudas públicas destinadas a la edición de publicaciones
relacionadas con la mujer.

Estas son todas las líneas de subvenciones que gestionamos. A continuación,
me referiré a la convocatoria del Régimen General en la que explicaré el segui-
miento que se hace desde el Instituto y el control.

La convocatoria del Régimen General es anual y regulada por Orden Ministe-
rial de bases para todas las subvenciones del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, que se complementa con una Resolución de convocatoria de cada uno de los
centros directivos adscritos al mismo. La convocatoria, la resolución de la Directo-
ra General del Instituto de la Mujer, especifica como requisitos, además de los
generales que establecen las bases reguladoras, específicos para las entidades que
sean estatutariamente de mujeres o bien mixtas que trabajen habitualmente en
temas de la mujer. En cuanto a los programas prioritarios a financiar, son progra-
mas que fomenten la participación social de la mujer y que fomenten la igualdad
de oportunidades entre hombres y mujeres en las diez áreas del Plan de Igualdad
de Oportunidades entre Hombres y Mujeres que tuvo su vigencia en el año 2000.

No se aprecian grandes variaciones en los diferentes ejercicios respecto del cré-
dito disponible, del número de solicitudes y programas presentados y del número
de entidades beneficiarias y programas subvencionados, excepto en el año 2000 en
el que el crédito se incrementó en un 12,6%.

La fase de convocatoria de concesión de subvenciones es muy laboriosa, pues
se trata de un procedimiento de concurrencia competitiva que está sometido a pla-
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zo para resolver y obliga a hacerlo en un espacio de tiempo limitado, para verificar
los datos contenidos en todas y cada una de las solicitudes, así como el cum-
plimiento de los requisitos para ser admitidas a trámite. En esta fase del proce-
dimiento es necesario tramitar el requerimiento de subsanación de errores de más
del 90% de las entidades (la mayoría son entidades que año tras año solicitan una
subvención y, aún así, nos obligan a la solicitud de requerimientos). Una vez que
se ha procedido a la elaboración de programas, se ha reunido la Comisión de Valo-
ración y se produce la resolución de la concesión de la Dirección General, se comu-
nica a las entidades subvencionadas la concesión y, antes de proceder al reco-
nocimiento de la obligación, se les manda con la resolución la obligación de
mandar una memoria.

Esta memoria se ha empezado a incorporar en las subvenciones del año 2000 y
en el 2001. No puede hacerse una evaluación porque no se ha llegado a la gestión
de los gastos de las subvenciones del año 2000. Sí puedo decir que ingenuamente
pensaba que al presentar la memoria a la subvención concedida, se evitarían las
modificaciones a los programas que anteriormente entraban por cientos. Pues en el
año 2000 han seguido viniendo modificaciones a los programas subvencionados
por cientos. No sé si en el año 2001 la cosa mejorará, pero de momento la única
experiencia, que no es muy positiva, es ésta.

Por lo que respecta a la fase de seguimiento, es una fase más del proce-
dimiento de la gestión de las subvenciones y en ella se pretende establecer el
mayor grado de colaboración posible con las entidades subvencionadas para
mejorar el desarrollo de los programas y así conseguir el cumplimiento más efi-
caz posible de la finalidad fijada por el propio Instituto de la Mujer para estas
subvenciones, sin perder de vista que el objetivo principal de los programas sub-
vencionados revierta en el colectivo al que se dirigen las actividades propuestas en
las memorias de los programas subvencionados. En esta fase se intenta tener un
conocimiento lo más cercano posible del desarrollo de las actividades que inte-
gran los programas subvencionados, así como de los problemas que pueden plan-
tearse a lo largo de su ejecución, colaborando con las ONG en la solución de los
mismos con el apoyo técnico necesario para su correcta realización y consecución
de los objetivos propuestos.

El Instituto de la Mujer tiene previsto un plan de visitas a las sedes sociales de
las entidades subvencionadas. Esta acción se ejecuta generalmente en la segunda
mitad del primer trimestre del año siguiente al que se concede la subvención, con
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el fin de que esta fase haya finalizado antes de que se inicie la recepción de las soli-
citudes concurrentes a la convocatoria siguiente. Debido a la escasez de recursos
humanos, no es posible realizar el seguimiento a todas las entidades subvenciona-
das, aunque la Intervención General del Estado en su informe de auditoría nor-
malmente nos suele presionar para el aumento del número de visitas de segui-
miento. Es necesario establecer unos criterios de selección de las entidades que son
objeto de seguimiento, que suelen ser los siguientes: entidades subvencionadas con
una cuantía superior a tres millones de pesetas que no hayan sido objeto de con-
trol financiero por la IGAE en el ejercicio anterior, entidades no subvencionadas
en convocatorias anteriores independientemente de la cuantía otorgada, entidades
con cuantías inferiores que no han sido visitadas en ejercicios anteriores y entida-
des que hayan presentado incidencias en justificación. Estos criterios pueden variar
y adecuarse a las necesidades de cada ejercicio. Las visitas se realizan por el perso-
nal técnico de la unidad previo estudio del expediente, incluidas las modificacio-
nes que hayan sido autorizadas durante la ejecución del programa. Con tiempo
suficiente se anuncia a la entidad objeto del seguimiento el día y la hora en la que
se pretende realizar la visita mediante oficio notificado con acuse de recibo, al
tiempo que se especifica la información y documentos que deben poner a dispo-
sición del personal técnico para su valoración. De cada una de las visitas, a las que
se va con un cuestionario que se va cumplimentado sobre la marcha, se elabora un
informe que se incluye en el expediente con el fin de que el informe pueda ser ela-
borado con la mayor exactitud, disponiéndose de un guión orientativo para la
recogida de información.

Si analizada la información facilitada en la visita de seguimiento en concor-
dancia con la documentación del expediente de concesión, se observan deficiencias
o incorrecciones en la ejecución de los programas, además de advertir de las mis-
mas en el momento de las mismas, se acusa notificación por escrito con el fin de
que se subsanen y corrijan las deficiencias detectadas y se reflejen en el expediente
para ser tenido en cuenta a la hora de revisar la justificación.

Por lo que respecta a la fase de valoración de la aplicación en las subvenciones
otorgadas, revisión de la justificación del gasto, esta acción corresponde a la últi-
ma fase de la gestión de las convocatorias de subvenciones del régimen general; en
ella se determina el archivo de los expedientes o, en su caso, la iniciación de ofi-
cio del procedimiento administrativo de reintegro. El Instituto de la Mujer tiene
establecido para esta fase un sistema de trabajo exhaustivo y completo, aunque no
cuenta como sería deseable con una unidad específica que desarrolle esta función,
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sino que recae en la misma unidad y en el mismo equipo que realiza las tareas de
las etapas anteriores, es decir, convocatoria, concesión y seguimiento. Estamos
hablando de un equipo que actualmente consta de tres personas y, cuando está al
completo, son cinco. Este aspecto puede ser positivo dado que se tiene cono-
cimiento bastante exacto de los programas y las entidades beneficiarias, sin embar-
go retrasa otra serie de acciones. El equipo dedica a la fase de revisión poco más
de dos meses en cada ejercicio, parte de noviembre, diciembre y enero, por lo que
se produce un retraso considerable en la valoración y revisión de los justificantes
de las subvenciones concedidas. Actualmente, se está iniciando la revisión de las
subvenciones concedidas en el año 1998 y no se ha iniciado la de las subvencio-
nes otorgadas en el año 1999 a excepción de las que han sido objeto de control
financiero por la IGAE. En relación con las subvenciones concedidas en el año
2000, no ha concluido el período de ejecución de los programas, es decir, que el
equipo compuesto, como he dicho anteriormente, por tres personas y si está com-
pleto por cinco, controla y coordina acciones que corresponden a cuatro o cinco
convocatorias diferentes.

La revisión que se realiza es completa y exhaustiva de todos y cada uno de los
expedientes, tanto de las memorias finales para determinar que se han cumplido
las condiciones impuestas y si ha logrado la consecución de los objetivos propues-
tos, como de todos los justificantes de gasto a fin de comprobar que todos ellos
corresponden a las actividades del programa y que están suficientemente acredita-
dos, que reúnen los requisitos formales establecidos en la legislación vigente, que
corresponden al período de ejecución del programa y que se han imputado de for-
ma correcta y adecuada a las partidas autorizadas. Si la justificación no se consi-
dera completa y correcta se tramita el oportuno requerimiento de subsanación de
defectos que se notifica a la entidad mediante correo certificado y con acuse de
recibo, autorizando un plazo de veinte días para que proceda a la subsanación de
los mismos. Una vez cumplido este trámite, se analiza la documentación y las ale-
gaciones formuladas por la entidad a fin de determinar si procede notificar el
archivo del expediente o, por el contrario, iniciar de oficio el procedimiento admi-
nistrativo de reintegro total o parcial de la subvención percibida. Para este proce-
dimiento, la orden de bases reguladora establece un plazo de resolución de seis
meses, garantiza en todo caso el derecho del interesado a la audiencia y prevé la
caducidad del procedimiento si no se hubiese dictado y notificado la resolución
expresa en el plazo establecido, circunstancia que obliga a la unidad responsable a
llevar un control riguroso de la evolución del procedimiento y de expedientes afec-
tados.
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Con el fin de facilitar a las entidades la ejecución del gasto, les enviamos un
manual de instrucciones de justificación de gastos en el que se incluye la normati-
va aplicable, cómo tienen que imputar cada gasto, cómo se puede gastar, qué se
imputa a dietas, qué dietas se pueden imputar y, al final de todo, está el Convenio
colectivo para que cuando sea personal laboral aplique las normas del Convenio
colectivo o el específico de la persona contratada.

Para terminar, mencionar que además de este manual, se han hecho dos cursos
de formación de gestión a entidades subvencionadas para que mejoren su gestión.
Sí puedo decir que en estos últimos años ha mejorado lentamente la gestión, y
nuestra idea es hacer todos los años un curso específico de formación de gestión de
subvenciones.
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Ilmo. Sr. D. Manuel Gómez Martínez
Interventor General de la Junta de Andalucía

¿Qué tiene que ver esto de la Base de Datos de Subvenciones, con los Fondos
Europeos y con el Control? Sería una primera pregunta, no para iniciado, sino sí
para no iniciados. Cuando termine mi breve intervención, creo que quedará per-
fectamente demostrado cuál es la justificación de que sobre esta materia me haya
ofrecido a hablar hoy. Porque resumidamente, el contar con una Base de Datos de
Subvenciones, con un determinado contenido, con unas determinadas funciones,
es una obligación que imponen las normas europeas a los Estados miembros que
disfruten de fondos comunitarios.

Me propongo muy brevemente, responder muy esquemáticamente a estas cua-
tro preguntas: ¿por qué se crea, por qué se tiene que crear una Base de Datos de
Subvenciones?, ¿para qué, con qué finalidad? ¿qué contenido debe tener? y ¿cómo
funciona?, en estas dos últimas preguntas me detendré específicamente en la expe-
riencia que estamos desarrollando desde la Intervención General de la Junta de
Andalucía.

A la pregunta de ¿por qué se crea una Base de Datos de Subvenciones?, encon-
tramos respuesta en distintas normas con un diferente grado de imperatividad, tan-
to en la normativa europea fundamentalmente, como en otros instrumentos como
en la propia normativa nacional. En un primer momento, las normas, los regla-
mento que regulan la Disposiciones Generales, sobre la gestión de los fondos
estructurales imponen a los Estados miembros que disfruten de estos fondos, que
cumplan con las normas del tratado, con el conjunto de políticas y acciones comu-
nitarias y por tanto con las de la competencia y además establecen determinadas
normas y reglas de incompatibilidad en la financiación de las distintas acciones por
los fondos comunitarios.

Más específicamente, dentro del marco vigente 2000-2006 y del propio pro-
grama operativo integrado en Andalucía, verán como existen ya menciones com-
pletamente precisas sobre el tratamiento de la existencia de la Base de Datos y por
supuesto la Orden, ya conocida y citada varias veces en estas Jornadas, de 13 de



enero de 2000 del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre la creación de la Base
de Datos Nacional y la integración en ella de la información sobre subvenciones del
resto de las Administraciones Públicas.

Más específicamente, me refería a las Disposiciones Generales sobre los fondos
estructurales, Reglamento 1260 que contiene, al menos cuatro menciones que tie-
nen que ver de una forma más o menos directa con la materia de la Base de Datos.
En el artículo 12 se dice que las acciones financiadas con fondos estructurales,
deben ser compatibles con el tratado y deben ser compatibles con las políticas y
acciones comunitarias. Ya una mención expresa, el artículo 18 dice que cada pro-
grama operativo debe incluir las medidas para comprobar la conformidad de los
regímenes de ayuda del tratado, es decir, tiene que haber medidas específicas que
nos permitan comprobar esto.

En el artículo 29 se dice que la participación de los fondos respetará los lími-
tes de intensidad de la ayuda y la acumulación establecidos para las ayudas estata-
les y el artículo 37 dice, que los informes anuales y finales de las formas de inter-
vención incluirán las medidas adoptadas por los Estados para garantizar la
compatibilidad con las políticas comunitarias.

Sobre la cuestión concreta de la incompatibilidad en la financiación de los dis-
tintos instrumentos financieros, el propio Reglamento 1260, en su artículo 28 esta-
blece la ya conocida regla de que para un determinado período una actuación sólo
podrá contar al mismo tiempo con la participación financiera de un fondo a la vez
y el Reglamento 1164 del 94 sobre el fondo de cohesión, una regla análoga de que
ninguna partida de gasto podrá contar simultáneamente con ayuda del fondo de
cohesión y de otro fondo estructural. Las ya conocidas reglas del Tratado sobre
Ayudas de Estado, de los artículos 87, 89 actuales, son también fundamentos de la
obligación para los Estados miembros de crear una Base de Datos de Subvenciones.

Paso ya de puntillas de esta materia, que considero ya más conocida para citar
más concretamente los recientes Reglamentos dictados en ejecución al desarrollo de
estas normas del tratado sobre exención por categorías. En los Reglamentos 68, 69
y 70 del 2001, sobre ayudas a formación de MÍNIMIS y de las ayudas estatales a
las PYMES, se establece ya concretamente que los Estados miembros deben man-
tener registros detallados de los regímenes de ayudas y de las ayudas individuales
concedidas, no sólo de las ayudas individuales, sino además también de los regí-
menes de ayudas.
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Estos tres mismos Reglamentos establecen que los registros contendrán la infor-
mación necesaria para determinar que se cumplen las condiciones de exención de
la obligación de comunicación, es decir, que tienen que ser registros dinámicos, no
pueden ser estáticos meramente de recogida de información sino que además deben
permitir a los gestores de subvenciones detectar cuándo se pueden producir incum-
plimientos de las normativas sobre ayudas de Estado y la obligación adicional esta-
blecen estos Reglamentos, de que los registros se mantengan durante un plazo de
diez años.

Como les decía, en el propio programa operativo integrado de Andalucía 2000-
2006, está entrecomillada en la diapositiva que pueden ver, la obligación de que las
ayudas que se concedan por la Administración de la Junta de Andalucía, Organis-
mos Autónomos y Empresas, se harán constar en una Base de Datos, es decir, ya
no se habla de registros, sino la propia terminología que encabeza mis palabras de
esta tarde, Bases de Datos.

La propia Orden de enero de 2000, por la que se crea la Base de Datos Nacio-
nal, viene a ser otro de los fundamentos de la necesaria existencia de esta Base de
Datos por todos los gestores públicos de subvenciones. Esta Orden muy breve-
mente, ella misma se refiere a su propio fundamento, la normativa europea ya cita-
da y en el artículo 81 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, es un
asunto que a veces se olvida, el principio de que las ayudas concedidas no podrán
superar costes de la actividad subvencionada, otro de los principios que abonan la
necesidad de contar con un mecanismo que controlen este criterio; este artículo, no
me conozco con detalle la legislación comparada de las Comunidades Autónomas,
sí les puedo decir que en el ordenamiento de Andalucía existe una norma análoga
a ésta. El Reglamento 2188 del 95, sobre control interno de la IGAE, establece la
obligación de remitir información a la IGAE, sobre subvenciones concedidas y la
formación en la propia IGAE de una Base de Datos Nacional.

Además del fundamento, me interesa detenerme brevemente en el tema de la
eficacia de la existencia de esta Orden y cómo vincula de manera distinta a los
Órganos dependientes de la Administración Central, sobre los que ejerce una efi-
cacia directa, ya que todos están obligados a la remisión de los datos a la Base de
Datos Nacional, y al resto de las Administraciones Públicas. En esta materia el
legislador, ha optado por la vía de los convenios, por la vía del pacto con el resto
de las Administraciones Públicas. Me gustaría dejar aquí indicadas dos cuestiones
relacionadas con esta materia: la primera de ellas habría sido posible en cuestiones
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que no puedo responder en su integridad, pero que me parecen de gran interés y
de gran actualidad, ya les diré por qué. En primer lugar si habría sido posible que
el Estado hubiera ido algo más lejos y no se hubiera limitado a establecer la vía del
pacto, para vincular al resto de Administraciones Públicas concedentes de subven-
ciones, para integrar una Base de Datos Nacional y digo esto porque seguramente,
dentro de la teoría sobre la trasposición al derecho nacional de la normativa comu-
nitaria, es probable que se pudiera haber ido algo más lejos, puesto que si las Nor-
mas Comunitarias ofrecen una verdadera obligación del Estado miembro de contar
con una Base de Datos, pues realmente esa es una cuestión que queda bien. A mí
me parece que en este punto, el Estado ha sido muy escrupuloso en el reparto de
competencias y ha optado por la vía de coordinación libre, bueno no tengo crítica
que hacer, pero simplemente es una cuestión para el debate.

Y la segunda es el contenido de la información, hasta dónde debe llegar, o podría
llegar la vinculación de las demás Administraciones Públicas en cuanto al conteni-
do. Todo el contenido que establece la Orden podría ser obligatorio, o sólo aquél
que fuera necesario para cumplir con las normas de acumulación de ayudas, entre
todas estas exigencias que hemos visto anteriormente. Yo creo que lo obligado sólo
podría ser la primera parte y la segunda podría ser voluntaria, es decir, la Comuni-
dad Autónoma o la Corporación Local voluntariamente puede ofrecer toda la infor-
mación de esas subvenciones, pero sólo estaría obligada a transmitir a la Base de
Datos Nacional la necesaria para cumplir estrictamente con las Normas Europeas.

De todo esto se colige que los fines fundamentales de la Base de Datos, es el
control de las ayudas de Estado, servir de herramienta para el control de las nor-
mas sobre ayudas de Estado y por tanto, mediante la integración de la Base de
Datos Nacional, lo que permite es intercambio de información entre todos los
agentes que actúan en materia de concesión de subvenciones y aquí se refleja una
finalidad adicional, es que como saben el nuevo marco tiene una exigencia en cuan-
to a la información facilitada en los momentos de las certificaciones, de gastos y
pagos, mucho más compleja que el marco anterior y la existencia de una Base de
Datos completa vendría a facilitar las labores de certificación de los Órganos res-
ponsables.

En lo que se refiere al contenido, me centro en la Base de Datos que estamos
configurando en la Junta de Andalucía, a través de la IGAE. La Base de Datos
nuestra básicamente, contiene información sobre las Normas reguladoras y las con-
vocatorias de subvenciones, muy esquemáticamente la información que se refleja
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ahí, es el contenido que se refleja en la vía positiva y sobre las subvenciones conce-
didas. Sobre esto me detengo muy brevemente, para decirles que la Junta de Anda-
lucía desde el año 96, la IGAE dentro de una faceta más de sus funciones de con-
trol, emite preceptivamente informe a todas las normas reguladores de la concesión
de subvenciones y a las convocatorias, es decir, se trata de una competencia de
informe preceptivo, no vinculante que venimos ejerciendo desde hace cinco años y
que facilitará esta labor de integrar toda la información relativa a las normas regu-
ladores de la Base de Datos. Sobre las subvenciones concedidas pues, todo el ámbi-
to de una subvención, desde que se solicita, hasta que se justifica y se realiza el con-
trol financiero por las posibles incidencias sancionadoras en expedientes
administrativos o penales.

¿Cómo funciona la Base de Datos?, estos cuatro elementos que aparecen en la
diapositiva lo muestran. Me voy a detener muy brevemente en los dos primeros,
las normas reguladoras de las subvenciones concedidas y el intercambio de infor-
mación.

Los autores principales del funcionamiento de esta Base, protagonista lógica-
mente, que tienen atribuida la función de gestión y dirección de la Base de Datos,
es la Intervención General de la Junta de Andalucía y en esto me formaría otra pre-
gunta, que también dejaría así encima de la mesa, acerca de si habría cabido otra
solución, es decir, por qué la Base de Datos Nacional se adscribe a la IGAE, por-
qué cuando una Comunidad Autónoma adopta una iniciativa parecida también lo
hace. Básicamente dos respuestas, yo creo que cabrían otras soluciones, pero es evi-
dente que este tema de la Base de Datos, ahora les explicaré como funciona la nues-
tra muy directamente ligada al sistema contable y por tanto desde la perspectiva del
Centro Directivo de la Contabilidad, es uno de los fundamentos transcribir la Base
de Datos, pero hay otra cuestión que también me gustaría resaltar, en definitiva la
verificación del cumplimiento de la legislación europea, en materia de ayudas de
Estado, no deja de ser un elemento más de la función interventora, es decir, noso-
tros no debemos sólo limitarnos a verificar la adecuación a la legalidad de las pro-
puestas de la legalidad nacional, sino también de la legalidad europea y esto no deja
de ser una herramienta en el ejercicio de la función interventora.

En este diagrama he pretendido hacerles ver cómo funciona el mecanismo que
vamos a poner en marcha. Comienza como una propuesta contable del gestor, que
el sistema analiza con los parámetros que le hemos previsto, el de porcentajes de
ayuda, de acumulación de ayudas y entonces merece, por parte del sistema un jui-
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cio automático de aprobación o desaprobación. En el supuesto de que el sistema
permita que se tramite la propuesta, porque la considere conforme con la normati-
va europea sobre ayudas de Estado, pasará a la Intervención competente para que
se fiscalice la propuesta. En el supuesto de que se detecte, por ejemplo incompati-
bilidad de fondos o que se sobrepasen a los porcentajes máximos autorizados, se
producirá un rechazo y ese rechazo motivará probablemente la baja del gestor, pues-
to que para matizar en un sector informático unas normas tan prolíferas y que más
serán seguramente en el futuro sobre el tema de ayudas de Estado, es imposible al
100%, el propio sistema prevé ciegamente, el rechace a priori, supuesto que real-
mente no tengan por qué, ya que no incumplen la normativa europea. Entonces no
se permite que el expediente se remita a la Intervención General de la Junta de
Andalucía, de tal forma que el gestor debe justificar, por qué la ayuda que propo-
ne acumulada a otra que ha detectado el sistema no es incompatible, entonces ese
juicio de la Intervención General puede a su vez también merecer dos decisiones,
una favorable que llevaría el expediente a fiscalizar en su integridad a la Interven-
ción competente o el rechazo y ratificando los criterios aplicados por el sistema.
Aún ante ese rechazo, todavía el gestor podría utilizar la vía de la discrepancia ante
el Consejo de Gobierno.

Y por último en esta diapositiva que les muestro, pretendo explicar cómo se
articula el mecanismo de rechazo, muy esquemáticamente. Todo parte de que el sis-
tema identifique un mismo beneficiario a través de su NIF, en un mismo Munici-
pio, para un mismo objeto subvencionable, este último elemento de la cadena es el
más complejo, tabulación de los objetos subvencionables, no nos podemos detener,
pero eso nos ha exigido un análisis muy detenido del asunto. Cuando se detecta un
mismo beneficiario, para un mismo Municipio, para un mismo objeto subvencio-
nable, siempre que se trate de propuestas que en su clasificación económica se refie-
ren los artículos 44, 47, 74 y 77, es decir, limitado a transferencias, subvenciones a
empresas públicas o empresas privadas, y siempre que se trate de determinados
tipos de expedientes tipificados en el Sistema Contable, se tiene que tratar de sub-
venciones regladas, de subvenciones nominativas y de un supuesto que existe,
supongo que en todos los ordenamientos, pero en el andaluz se llaman subvencio-
nes excepcionales y que se trate de una propuesta dentro del procedimiento admi-
nistrativo de propuestas de resolución de concesión, normalmente tramitada en fase
AD o en fase B, cuando se producen todas esas circunstancias el sistema examina
si hay una colusión de fuentes de financiación, de formas de intervención o si se
supera la intensidad máxima o el importe máximo previsto y la propuesta la recha-
za o la trata favorablemente.
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BASE DE DATOS
DE AYUDAS Y

SUBVENCIONE

BASE DE DATOS
DE AYUDAS Y

SUBVENCIONES

XIV Jornadas de Presupuestación,XIV Jornadas de Presupuestación,
Contabilidad y ControlContabilidad y Control Público.Público.
“Las ayudas y subvenciones“Las ayudas y subvenciones
públicas y su control”públicas y su control” II.G.A.E.G.A.E Madrid, noviembre de 2001Madrid, noviembre de 2001
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Reglamento
1260 /1999

Disposiciones
Generales

Fondos
Estructurales

Art. 12

Art. 18

Art. 29

Art. 37

Compatibilidad

Tratado

Políticas y
Acciones
Comunitarias

Cada Programa Operativo incluirá
medidas para comprobar la confor-
midad de los regímenes de ayuda
previstos en el art. 87 del Tratado

Cada Programa Operativo incluirá
medidas para comprobar la confor-
midad de los regímenes de ayuda
previstos en el art. 87 del Tratado

La participación de los Fondos res-
petará los límites de intensidad de
la ayuda y de acumulación estable-

cidos para las ayudas estatales

La participación de los Fondos res-
petará los límites de intensidad de
la ayuda y de acumulación estable-

cidos para las ayudas estatales

Los informes anuales y finales de
las formas de intervención inclui-
rán las medidas adoptadas para
garantizar la compatibilidad con

las políticas comunitarias

Los informes anuales y finales de
las formas de intervención inclui-
rán las medidas adoptadas para
garantizar la compatibilidad con

las políticas comunitarias
44
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OBLIGACIÓN DE CREAR UNA BASE DE DATOS DE SUBVENCIONES

Incompatibilidad
en la financiación

Reglamento 1260/1999
Disposiciones Generales

Fondos Estructurales

Art. 28: Para un periodo determinado, una actuación sólo
podrá contar al mismo tiempo con la participación
financiera de un fondo a la vez

Art. 28: Para un periodo determinado, una actuación sólo
podrá contar al mismo tiempo con la participación
financiera de un fondo a la vez

Reglamento 1164/1994
Fondo de Cohesión

Art. 9: Ninguna partida de gasto podrá contar
simultáneamente con ayudas del Fondo de Cohesión
y de otro Fondo Estructural

Art. 9: Ninguna partida de gasto podrá contar
simultáneamente con ayudas del Fondo de Cohesión
y de otro Fondo Estructural
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OBLIGACIÓN DE CREAR UNA BASE DE DATOS DE SUBVENCIONES

TRATADO
C. E.

Art. 87

Art. 88

Art. 89
El Consejo podrá adoptar Reglamentos que
exencionen a determinadas categorías de ayudas
de la obligación de notificación a la Comisión

El Consejo podrá adoptar Reglamentos que
exencionen a determinadas categorías de ayudas
de la obligación de notificación a la Comisión

- Exige a los Estados Miembros que infor-
men a la Comisión de los proyectos dirigidos
a conceder ayudas con la suficiente antela-
ción para presentar observaciones.
- Si la Comisión considera que el proyecto
es incompatible con el Mercado Común se
suspende la ayuda hasta que se sustancie
un procedimiento en el que intervienen el
Consejo y el Tribunal de Justicia, en su caso

Seran incompatibles con el Mercado Común
las Ayudas de Estado que falseen la compe -
tencia favoreciendo a determinadas empre -
sas o producciones

Seran incompatibles con el Mercado Común
las Ayudas de Estado que falseen la compe-
tencia favoreciendo a determinadas empre-
sas o producciones

66
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OBLIGACIÓN DE CREAR UNA BASE DE DATOS DE SUBVENCIONES

Reglamentos
de exención

por categorías

- Reglamento (CE) nº 68/2001 de la Comisión, de 12 de
enero de 2001, relativo a la aplicación de los arts. 87 y
88 del Tratado CE a las ayudas a la formación

- Reglamento (CE) nº 68/2001 de la Comisión, de 12 de
enero de 2001, relativo a la aplicación de los arts. 87 y
88 del Tratado CE a las ayudas de mínimis

- Reglamento (CE) nº 68/2001 de la Comisión, de 12 de
enero de 2001, relativo a la aplicación de los arts. 87 y
88 del Tratado CE a las ayudas estatales a las PYMES

1. Los Estados Miembros deberán mantener registros detalla-
dos de:
- los regímenes de ayudas dispensados de notificación
- las ayudas individuales concedidas

2. Los registros contendrán la información necesaria para de-
terminar que se cumplen las condiciones de exención de la
obligación de comunicación

3. Los registros se deben mantener durante un plazo de 10  años
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OBLIGACIÓN DE CREAR UNA BASE DE DATOS DE SUBVENCIONES

Programa
Operativo
Integrado

de Andalucía
(Complemento)

“... Las ayudas que se concedan por
la Administración de la Junta de An-
dalucía, Organismos Autónomos y
Empresas se harán constar en una
base de datos...”

88
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OBLIGACIÓN DE CREAR UNA BASE DE DATOS DE SUBVENCIONES

Orden MEH 13/01/00
Base de Datos Nacional

Fundamento

Eficacia/
Vinculación

CC. AA. Y
CC. LL.

Administración
Central

RD 2188/95
Control

Interno IGAE

Art. 81
TR LG Presup.

Normativa
Europea

- Sobre Fondos Estructurales
- Sobre competencia
- Sobre control y lucha contra

el fraude

- Sobre Fondos Estructurales
- Sobre competencia
- Sobre control y lucha contra

el fraude

Las ayudas concedidas no
podrán superar el coste de
la actividad subvencionada

Las ayudas concedidas no
podrán superar el coste de
la actividad subvencionada

- Establece la obligación de
remitir información a la IGAE
sobre subvenciones concedidas

- Establece la formación por la
IGAE de una Base de Datos
Nacional

- Establece la obligación de
remitir información a la IGAE
sobre subvenciones concedidas

- Establece la formación por la
IGAE de una Base de Datos
Nacional

Eficacia directaEficacia directa

A través de conveniosA través de convenios
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Consejería de Economía y Hacienda

FINES DE
LA BASE

DE DATOS

Control
Ayudas

De Estado

MAC
2000/2006

Integración
B. de Datos

Nacional

Herramienta
para el Control

Facilita la
certificación

Permite
intercambio

de información

1010
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CONTENIDO
DE LA BASE
DE DATOS

Normas
Reguladoras/
convocatorias

Subvenciones
concedidas

- Objeto
- Beneficiarios
- Gastos subvencionables
- Tipo de ayuda
- Intensidad máxima
- Cuantía máxima
- Acumulación
- Presupuesto
- Decisión CE
- Reglamento Exención

- Solicitudes
- Resoluciones de concesión
- Pagos
- Reintegros
- Sanciones
- Procesos penales
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Consejería de Economía y Hacienda

FUNCIONAMIENTO
DE LA

BASE DE DATOS

Normas
Reguladoras

Intercambio
de información

Consultas
y listados

Subvenciones
concedidas

1212
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ACTORES
PRINCIPALES

Invitado

Secundario

Co-Protagonista

Protagonista

Gestores
Externos

I.G.A.E.

Gestor de la
Subvención

I.G.J.A.
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Consejería de Economía y Hacienda

NORMAS
REGULADORAS

Mantenimiento

Momento

Órgano
Competente

Publicación
Oficial

- Alta
- Baja
- Modificación
- Consulta

I.G.J.A.
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Consejería de Economía y Hacienda

ARTICULACIÓN
DEL MECANISMO

DE RECHAZO

Mismo
Beneficiario/

Municipio/
Objeto

Reglas de
Validación

Clasificación
Económica

Tipo de
Expediente

Art.44-47-74-77Art.44-47-74-77

- Reglada
- Excepcionales
- Nominativas

- Reglada
- Excepcionales
- Nominativas

Fase del
Procedimiento

y Contable

Propuesta de
Resolución

Fase AD ó D

Propuesta de
Resolución

Fase AD ó D

- Fuente de Financiación
- Forma de Intervención
- Intensidad Máxima
- Importe Máximo

- Fuente de Financiación
- Forma de Intervención
- Intensidad Máxima
- Importe Máximo
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Si la subvención
está ya

registrada

Si no está
registrada

la subvención

Si la propuesta
contiene varios

beneficiarios

El sistema vuelve a mostrar la
pantalla de recogida de datos
para modificar alguno

El sistema vuelve a mostrar la
pantalla de recogida de datos
para modificar alguno

El sistema muestra la pantalla
de recogida de datos

El sistema muestra la pantalla
de recogida de datos

El sistema mostrará la pantalla
de recogida de datos para cada
uno de los beneficiarios

El sistema mostrará la pantalla
de recogida de datos para cada
uno de los beneficiarios

ALTA DE PROPUESTASALTA DE PROPUESTAS
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EDICIÓN DE PROPUESTASEDICIÓN DE PROPUESTAS

Si no es de los
artículos 44 y 74,

47 y 77

Si es de los
artículos 44 y 74,

47 y 77

La propuesta se aprueba
automáticamente

La propuesta se aprueba
automáticamente

Se comprueba si existen subvenciones
de diferentes fondos

Se comprueba si existen subvenciones
de diferentes fondos

Se comprueba si la suma de los
importes supera el porcentaje
máximo permitido

Se comprueba si la suma de los
importes supera el porcentaje
máximo permitido
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EDICIÓN DE PROPUESTAS DE

ARTS. 44, 74, 47 Y 77

EDICIÓN DE PROPUESTAS DE
ARTS. 44, 74, 47 Y 77

Si existen ayudas
de diferentes

Fondos

Si se supera el
porcentaje máximo

permitido

Si no se supera el
porcentaje máximo

permitido

La propuesta se RECHAZA
automáticamente

La propuesta se RECHAZA
automáticamente

La propuesta quedará pendiente de
aprobación o rechazo tras el posible
informe de la IGJA

La propuesta quedará pendiente de
aprobación o rechazo tras el posible
informe de la IGJA

La propuesta se aprueba
automáticamente

La propuesta se aprueba
automáticamente
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El último informe anual del Tribunal de Cuentas Europeo referido al año
2000, revela que el 80% del presupuesto comunitario es gestionado directamente
por los Estados miembros. De este porcentaje, el 45% se destinó a financiar la
política agrícola común y el 35% restante se destinó a cofinanciar las acciones
estructurales.

Por otro lado, los informes anuales del Tribunal de Cuentas Europeo y en
especial en lo que hace referencia a los fondos estructurales, han venido señalan-
do la alta tasa de errores detectados en sus visitas de control a los Estados miem-
bros.

Esta situación denunciada por el Tribunal en sus informes y el hecho de que la
Comisión sea responsable ante el Parlamento de la buena gestión del presupuesto
comunitario, han condicionado el contenido de los últimos reglamentos comuni-
tarios aprobados tanto por la Comisión como por el Consejo en materia de fondos
estructurales.

Así, los reglamentos comunitarios sobre fondos estructurales aprobados a par-
tir del año 1997 están dirigidos a:

• Mejorar la gestión de los fondos que la Comisión pone a disposición de los
Estados miembros;

• Que los Estados miembros realicen un número de controles sobre las acciones
cofinanciadas a lo largo del periodo cuyo porcentaje sobre los gastos elegibles
permita certificar que los fondos han sido gestionados de forma correcta;

Y son estos dos aspectos las grandes novedades del reglamento comunitario
aprobado en 1997 y de aplicación a los fondos gestionados en el segundo marco
comunitario, y éste sigue siendo el espíritu de los nuevos reglamentos aprobados
para su aplicación en el periodo 2000-2006.

Ilmo. Sr. D. Tomás Ramos Segovia
A.N. Jefe de División de Control Financiero de Fondos Comunitarios. IGAE



En mi exposición trataré de dar, a partir de cuatro puntos, una idea general de
las obligaciones que el reglamento 2064/97, relativo al control financiero por los
Estados miembros de las operaciones cofinanciadas por los Fondos estructurales, ha
impuesto a los órganos de control externo de los Estados miembros y de cómo su
aplicación se está llevando a cabo en España.

El reglamento 2064 de la Comisión se aprobó en octubre de 1997 en el mar-
co del denominado SEM 2000, o iniciativa comunitaria de buena gestión finan-
ciera para el año 2000.

Este reglamento, actualmente de aplicación para el cierre de todas las formas de
intervención del segundo marco define, de un modo más detallado a como antes se
definían, las obligaciones de los Estados miembros en materia de control financiero.

Así, el citado reglamento establece en primer lugar la necesidad de comprobar la efi-
cacia de los sistemas de gestión y control de los órganos gestores, así como de realizar
controles sobre proyectos específicos basados en un análisis de riesgo, de modo que la
muestra de controles a efectuar a lo largo del periodo, es decir del año 1994 al año
1999, sea representativa de todo el programa. Por otro lado, al menos el 5% del gasto
elegible del periodo y para cada forma de intervención en cuestión debe ser controlado.

En segundo lugar, determina los aspectos que deberán ser objeto de verificación
en los controles que se lleven a cabo, tales como la documentación que soporta los
gastos incurridos, la elegibilidad de los gastos certificados, la cofinanciación efecti-
va de los proyectos, etc.

En tercer lugar y al objeto de garantizar el tratamiento efectivo de las irregula-
ridades puestas de manifiesto en los controles, se establece un procedimiento para
comunicar aquellas irregularidades detectadas que, en un tiempo determinado, no
hubieran sido adecuadamente atendidas por el órgano gestor.

Por último, el reglamento determina que un órgano independiente del órgano
de gestión, deberá certificar la validez del saldo final que se solicita para el cierre de
cada forma de intervención.

La aplicación de este reglamento ha obligado a los órganos de control de los
Estados miembros a adecuar sus procedimientos, sus objetivos, así como el ámbito
de los controles a las exigencias del mismo.
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Para ver cómo se aplica en España este reglamento, voy a referirme en primer
lugar al texto refundido de la Ley General Presupuestaria.

El artículo 18.2 del citado texto legal determina que es la Intervención Gene-
ral de la Administración del Estado (IGAE) el órgano competente para establecer
la necesaria coordinación de los controles, manteniendo las necesarias relaciones
con los órganos de las Comunidades Europeas, de los Entes Territoriales y de la
Administración del Estado.

Con base a esa competencia y para cumplir lo dispuesto en el reglamento
2064/97, la IGAE ha impulsado la coordinación con las Intervenciones Generales
de las Comunidades Autónomas con objeto de aplicar de forma homogénea el
reglamento comunitario en todo el territorio nacional.

Desde su entrada en vigor el primer objetivo de la IGAE fue conocer el núme-
ro total de formas de intervención que habían sido aprobadas en España para los
cuatro fondos estructurales para el periodo 1994-1999.

La IGAE elaboró y coordinó con las Intervenciones Generales de las Comuni-
dades Autónomas la documentación que recogiera la llamada pista de auditoría, es
decir, el circuito financiero y documental de cada unidad que interviene en la ges-
tión de las ayudas estructurales.

La documentación elaborada de la pista de auditoría no sólo se refiere a los
órganos gestores de la Administración central, sino también incluye la descripción
de la actividad de los órganos gestores de las Comunidades Autónomas en la ges-
tión de los fondos estructurales.

El reglamento establece, no sólo, que deben hacerse controles, sino que la selec-
ción de los mismos a lo largo del periodo de programación debe basarse en crite-
rios de análisis de riesgo.

Este análisis de riesgo debe tener en cuenta la concentración de proyectos
dependientes de determinadas autoridades de gestión, factores de riesgo identifica-
dos en controles nacionales o comunitarios anteriores, la muestra seleccionada debe
contemplar una adecuada variedad de proyectos y en la selección de estos proyec-
tos debe valorarse la importancia económica de los mismos.
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Además de los factores de riesgo antes citados, la muestra de proyectos elegida
a lo largo del periodo y para cada forma de intervención, ha de ser al menos igual
al 5% del importe de gasto elegible de dicha forma de intervención.

La segunda preocupación de la Comisión era la calidad de los informes reali-
zados por los Estados miembros. La falta de descripción del trabajo realizado, la fal-
ta de una clara metodología aplicada, la inexistencia de los elementos verificados en
el control, así como la inexistencia de la documentación analizada y que constituía
el soporte de los gastos incurridos y su elegibilidad, etc., marcaron el hecho de que
en el reglamento 2064/97 se atendiera esta preocupación.

Sobre este segundo aspecto al que ahora me voy a referir, la IGAE, al realizar
los controles sobre acciones cofinanciadas con fondos comunitarios, aplica las nor-
mas de auditoría del sector público, el Real Decreto 2188/95 y disposiciones pos-
teriores en cuanto a estructura y contenido de los informes.

Por otro lado, el tratamiento homogéneo de todos los informes que realizan
órganos dependientes de la IGAE en el ámbito nacional, se consigue mediante un
control de calidad del informe antes de que el mismo sea firmado y remitido al
beneficiario de la ayuda por la Intervención Delegada, Regional o Territorial
actuante, sin menoscabar ni su independencia ni su responsabilidad en el control.

Para que el tratamiento de la aplicación del reglamento sea homogéneo en todo
el territorio nacional, la IGAE ha elaborado programas de trabajo para una gran
cantidad de medidas que son aplicados tanto por los órganos de control de la IGAE
como por los órganos de control de las Intervenciones Generales de las Comuni-
dades Autónomas.

El tercer aspecto que les quiero comentar hace referencia a que la Comisión
quiso, a partir del reglamento, hacer un seguimiento puntual de los informes con
irregularidades que realizaran tanto la Comisión como los Estados miembros. De
ahí que el reglamento determine que todas las irregularidades detectadas, deben ser
resueltas de forma satisfactoria, y en el caso de que una irregularidad detectada no
sea corregida de forma apropiada a los seis meses de su comunicación al órgano ges-
tor, esta circunstancia debe comunicarse a la Comisión.

España a través de la IGAE ha venido comunicando a la Comisión aquellos
casos no resueltos de forma satisfactoria por el órgano gestor una vez transcurrido
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el tiempo establecido, no sólo a partir de los controles realizados por órganos
dependientes de la IGAE, sino también a partir de la comunicación hecha en este
sentido por las Intervenciones Generales de las Comunidades Autónomas.

Por último, me voy a referir a uno de los aspectos más novedosos del regla-
mento que, en mi opinión, lo constituye el hecho de que un órgano independien-
te del órgano gestor deba pronunciarse sobre la solicitud de saldo final en el
momento del cierre de cada forma de intervención.

La Comisión quiere tener seguridad de los controles efectuados, sus resultados,
así como el seguimiento dado a los controles. Por tanto el órgano independiente en
la declaración final tiene que tener en cuenta el resultado de los controles llevados
a cabo no sólo por el Estado miembro, sino también el resultado de los controles
realizados por la Comisión y por el Tribunal de Cuentas Europeo a lo largo del
periodo. En la declaración se debe hacer referencia al seguimiento que del resulta-
do de los controles ha hecho el órgano gestor.

En resumen, la Comisión quiere tener un elemento de confianza a través de
esta declaración final sobre la solicitud del saldo final.

En España esta declaración será realizada por la Intervención General de la
Administración del Estado para aquellas formas de intervención cuya gestión sea
nacional y por las Intervenciones Generales de las Comunidades Autónomas para
aquellas formas de intervención cuya gestión sea autonómica. Para aquellas formas
de intervención cuyo ámbito de gestión sea pluriregional y atendiendo al regla-
mento que determina que deberá elaborarse una declaración final por cada forma
de intervención, la IGAE, teniendo como base las declaraciones parciales de las
diferentes Intervenciones Generales de Comunidades Autónomas, elaborará una
declaración resumen de las declaraciones recibidas.

Para terminar, quiero decir que he querido presentar de forma muy rápida y en
un momento en que se están cerrando las formas de intervención del periodo
1994-1999 que, a mi juicio, constituyen las principales obligaciones que impone el
reglamento a los Estados miembros.

En mi opinión, en España, y desde el punto de vista de su aplicación por los
órganos de control, se han puesto las bases que permiten asegurar que el mismo
se está aplicando de forma homogénea en todo el territorio nacional. Me refiero
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a la selección de las muestras de beneficiarios objeto de control, las pruebas sus-
tantivas que hay que realizar en los controles, la consideración de gastos elegibles,
etc.

Si bien hay aspectos que aún son mejorables en la consecución de todos los ele-
mentos contenidos en el reglamento, entiendo que hay bases sólidas suficientes para
asegurar que en España, en lo que se refiere al control financiero realizado por las
Intervenciones Generales tanto de la Administración Central como de las Comu-
nidades Autónomas, el reglamento 2064/97 de la Comisión se está aplicando razo-
nablemente bien.

La Comisión de la Unión Europea y el Tribunal de Cuentas Europeo, han veni-
do realizando controles en los Estados miembros en los últimos años con objeto de
comprobar la aplicación del reglamento 2064/97.

El informe del Tribunal de Cuentas Europeo y el borrador de informe de la
Comisión referidos a la aplicación de dicho reglamento por los Estados miembros,
deben servir como elementos de referencia para corroborar lo que antes he dicho.

La evaluación final de su efectiva aplicación por parte de la Comisión y del Tri-
bunal de Cuentas Europeo permitirá sacar, a finales del próximo año, las primeras
conclusiones, lo que sin duda, unido al aprendizaje en estos años, servirá para
mejorar la aplicación del nuevo reglamento comunitario 438/01 ya aprobado para
el tercer marco.



Tomás Ramos Segovia empezaba su disertación diciendo que una de las razo-
nes, quizás la esencial que motiva el reglamento 2064 y de otra serie de reglamen-
tos que han venido apareciendo con posterioridad, en especial los que regulan las
acciones en los nuevos marcos comunitarios de apoyo para el período 2000-2006,
estaba en el alto porcentaje de errores detectados por parte del Tribunal de Cuen-
tas Europeo en la gestión de los fondos estructurales, en las operaciones financia-
das por fondos estructurales.

Esto efectivamente fue así y fue el Parlamento Europeo el que exigió a la Comi-
sión Europea que presentara un programa de acción para disminuir este porcenta-
je de errores. De hecho hay que decir, que el porcentaje que presenta en fondos
estructurales, es superior a la media, es quizás uno de los porcentajes de errores más
alto que nos estamos encontrando y que nos seguimos encontrando, porque pare-
ce ser que el Reglamento 2064 no ha dado todavía sus frutos, es decir, los últimos
controles realizados, este mismo año referidos a operaciones a pagos realizados en
el ejercicio 2000, continúan dando tasas de errores similares a las de todo el período
y ya llevamos dos años y algunos meses de aplicación de este reglamento.

Entonces qué es lo que ha pasado, qué es lo que está pasando. El Tribunal de
Cuentas también por demanda, por influencia del Parlamento Europeo, decidió en
un determinado momento, hace dos años, que no bastaba en nuestro informe anual
con presentar una fotografía de lo que estaba pasando, es decir, si había muchos
errores, si había pocos y qué tipo de errores había. Decidió que tenía que indicar
dónde se estaban produciendo esos errores y decidió que tenía que indicar también
por qué se estaban produciendo esos errores. En estos dos últimos años, por lo tan-
to, ha habido un cambio en el enfoque de la DAS, de la Declaración de Fiabilidad,
y la DAS ya no se apoya exclusivamente en control de operaciones, sino que se apo-
ya también en control de sistemas.

Uno de los sistemas que se ha controlado y que ha dado lugar a mención en el
informe anual relativo al año 99 y en el informe anual relativo al año 2000, que
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será objeto de pronta publicación y que se acaba de presentar ante al Parlamento
Europeo y el viernes de la semana pasada ante el Tribunal de Cuentas Español y
Parlamento Español, ha sido precisamente el sistema de Control Financiero en
Estados Miembros, el reglamento 2064.

Primer tema que nos encontramos, el Reglamento se publica a finales de 1997,
entra en vigor a finales de 1997, noviembre de 1997. Sin embargo, a pesar de
tener toda una serie de puntos, digamos que se prestan a diversas interpretaciones,
las orientaciones de la Comisión, interpretativas evidentemente, en relación a este
Reglamento, no aparecen hasta el año 99, hasta octubre del 99. Ello implica que
ya en una serie de Estados Miembros, se ha optado por una interpretación y por
una Organización determinada, que luego no va a casar con la interpretación que
da la Comisión a este Reglamento, pero es que en algunos casos ni siquiera casa
con normas de auditoría generalmente admitidas, es decir con normas INTOSAI
y con normas IFAC, ya sea para control público, ya sea para control en entidades
públicas.

La visión que tiene el Tribunal de Cuentas sobre el control financiero sobre
fondos estructurales en España, es una visión globalmente positiva, esto no quiere
decir que no se hayan observado problemas en España, se han observado también
y se han comunicado. España ha sido objeto de tres visiones de control, dos reali-
zadas por el Tribunal de Cuentas Europeo y una realizada por la Comisión, por A3.
En las tres misiones se han detectado problemas, pero también en las tres misiones,
se ha podido ver el esfuerzo de coordinación desarrollado por la IGAE y se ha podi-
do ver también el grado de avance en relación al cumplimiento del objetivo del 5%
de cara a emitir la certificación al cierre.

También tengo que decirles esto, con sus matizaciones, la opinión global es
positiva, esto no significa que no existan problemas. Como ustedes saben en Espa-
ña hay programas operativos en el anterior marco por Comunidades Autónomas,
hay subvenciones globales, hay toda una serie de formas de Intervención sobre las
cuales, sobre algunas de las cuales, todavía no se ha empezado siquiera el control,
globalmente es positivo, pero tiene sus problemas. En cualquier caso nuestra valo-
ración es bastante más positiva en relación a España, al esfuerzo que se ha realiza-
do en España, que al esfuerzo realizado en otros países.

En lo que estaba comentando anteriormente, problemas en cuanto a interpre-
tación, el reglamento no indica nada en relación a la independencia del Órgano de
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Control, del que realiza el control de las transacciones, del que realiza el control de
los sistemas; sí indica en relación a la independencia de quién va a emitir la certi-
ficación, pero no a los anteriores. Aquí hay dos tipos de Órganos, en España no
habéis optado por esto, en España los mismos que emiten la certificación son los
que están realizando los controles, si bien es cierto, que en algunas Comunidades
Autónomas se ha acudido a contratación de firmas de auditoría para realizar los
controles del 5%.

Las normas de auditoría generalmente admitidas, exigen esta independencia y
hemos visto en determinados países y la Comisión ha tenido ocasión de compro-
barlo, que son Entidades, Unidades dependientes de los beneficiarios finales, inclu-
so de los Órganos ejecutores de las acciones financiadas por fondos estructurales,
los que estaban realizando en control del 5%. Esto a nuestro entender, es un con-
trol no válido, a efectos de ser computado por 5%.

Segundo problema interpretativo que tenía el reglamento: el reglamento indi-
ca que para programas aprobados con anterioridad de la fecha de su entrada en
vigor, el esfuerzo de control se puede reducir proporcionalmente. Ha habido una
serie de países que han aplicado esta reducción proporcional, y ha habido otra
serie de países que han interpretado que antes del 97 no se tenía porqué contro-
lar nada, con lo cual el control realizado de esta forma, para esos programas, no es
representativo.

El Reglamento habla también de que el control tiene que realizarse bajo crite-
rios de riesgo, basado en un análisis de riesgo, pero a la vez ha de ser representati-
vo del conjunto. Esto tiene sus complicaciones, porque si no vamos exclusivamen-
te a una de las dos, evidentemente si nos basamos en criterios de riesgos, el control
no va a ser representativo, si primamos las operaciones de riesgo en el control, los
resultados finales no serán representativos del conjunto del programa operativo.
Ahora bien, cuando dice el Reglamento representatividad, no es una representati-
vidad estadística. El Reglamento no exige esta representatividad estadística, exige
que haya una mezcla adecuada en cuanto a operaciones controladas, de los proyec-
tos en función de su cuantía, es decir, proyectos de gran cuantía, proyectos de
pequeña cuantía y a lo largo de la vida del programa operativo, es decir, es más bien
un control orientado a estos tres temas y teniendo en cuenta los factores de riesgo.

Si se quiere conseguir una representatividad de tipo estadístico, la verdad es que
con este esquema la única solución es optar por un muestreo estratificado, porque
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ese muestreo permitiría también, introducir los factores de riesgo en los estratos
correspondientes, pero eso sí para después medir el efecto en relación al total del
programa, los resultados para ese estrato tendrían la ponderación correspondiente,
su importancia relativa en relación al conjunto de la población y el conjunto de las
medidas. Pero les vuelvo a repetir, el Reglamento no exige un muestreo estratifica-
do y las orientaciones dadas por la Comisión en los anexos 2 y 5 del manual de
auditoría de fondos estructurales, van más bien a una selección orientada; es decir,
se basan en la selección inicial por criterios de riesgo e importancia financiera y des-
pués se va llegando mediante sustituciones de unos proyectos por otros en la mues-
tra, a esa mezcla adecuada de proyectos de distintos tipos a lo largo de la vida del
programa, proyectos de distintas cuantías.

Evidentemente este resultado no permite ninguna extrapolación. Lo recalco por
una razón, vamos a ver cómo se miden los temas de cara a las correcciones finan-
cieras. El Reglamento de correcciones financieras y este propio Reglamento, indi-
can que se tienen que tener en cuenta los resultados. Este Reglamento cuando habla
de las certificaciones y el Reglamento 4.3.8, establecer que la persona que las emi-
ta se abstendrá de omitir opinión, cuando el error sea lo suficientemente elevado o
cuando se hayan detectado errores sistemáticos de determinada importancia.

Nadie nos dice lo que es error suficientemente elevado, nosotros estamos dan-
do opinión negativa a los pagos efectuados por la Comisión, año tras año, desde el
año 1994, a partir de un porcentaje de error del 1%. Esto quizás les pueda servir
de medida, también les puedo decir que el Parlamento defiende tolerancia cero.
Esto evidentemente, entiendo que no les puede servir de medida, porque significa-
ría controlar absolutamente todo.

¿Qué es lo que puede suceder en este caso?, pues que llegan ustedes a la certi-
ficación final y es una certificación que da una medida del error, que más bien
cuentan los errores que se han observado, la muestra que se ha realizado, los erro-
res que se han observado, pero esa medida no es extrapolable. Eso les permite tener
una opinión cualitativa, a efectos de la legalidad, regularidad en el programa. Bien,
esto ¿cómo se traslada a una corrección financiera?

La Comisión indica en sus respuestas al informe efectuado por el Tribunal
sobre este Reglamento, que en el caso de altas tasas de error, procederá a exigir un
aumento del número de controles. Si los controles se han efectuado adecuadamen-
te, un aumento del número de controles, únicamente seguirá indicando que el por-
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centaje de error es muy alto, tanto en la parte controlada, como también en la par-
te no controlada, con lo cual esto no serviría de mucho. Esto en cuanto problema
que presenta la interpretación del Reglamento.

Hay problemas también en cuanto a la aplicación, comentaba antes que en
España, hay determinadas Comunidades Autónomas, determinadas formas de
intervención en las que todavía no se ha empezado el control, pero es que les ten-
go que decir que hay países en los que todavía no se ha empezado el control, es
decir, que se ha empezado en forma mínima, como es el caso por ejemplo, de Ita-
lia, se ha empezado en forma mínima y sinceramente en el Tribunal estamos muy
preocupados, porque vemos que no se va a llegar, o vemos que el cierre de los pro-
gramas del período 94-99, se puede retrasar a infinitud y ya nos paso con Italia en
períodos anteriores a 1994.

Otro tema, ya mencionado anteriormente, es que hay países que pensaban que
no se tenía que controlar antes del 97. Hay países también que han pensado que
esta obligación de tener una mezcla de los distintos tipos de gasto era facultativa,
que no había ninguna obligación. El resultado es que los controles que se han
hecho en determinados países y España en algún caso, tiene este problema, en
algún programa operativo ha tenido este problema, por no haber una adecuada
mezcla de los distintos expedientes no se llega a una muestra representativa del pro-
grama. Hay otros Estados que lo tienen como caso general. Los programas opera-
tivos pueden tener pagos hasta finales de este año, si se decidió que ya estaba con-
trolado todo el programa operativo en el año 1999, evidentemente no se ha
controlado ni el 2000 ni el 2001, entonces se parte de un Presupuesto en el que las
acciones realizadas en 2000 y 2001 presentan el mismo perfil en cuanto a cum-
plimiento de la legalidad, que las acciones anteriores. Esto hay que demostrarlo,
porque si no se puede significará que el control realizado no es representativo y no
se puede emitir la certificación.

Llegamos al tema de las irregularidades, que ya se ha comentado. Este infor-
me especial tocaba también el tema de comunicación de irregularidades. Al igual
que en el caso del 2064, entendemos que la Intervención General ha desarrolla-
do una muy buena labor de coordinación y entendemos que, en general, España
está por encima de la media de países comunitarios. Como ustedes saben, hay
países comunitarios que por determinados fondos, no han comunicado todavía
ninguna irregularidad y el Reglamento de comunicación de irregularidades data
del año 1994.
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¿Qué es lo que sucede, que no ha existido ninguna irregularidad en siete años,
en esos Estados miembro?. En el Tribunal de Cuentas tenemos muchas dudas de
que esta sea la interpretación correcta. En España sin embargo, no fue así, se han
comunicado irregularidades por todos los fondos, pero estamos observando serios
problemas en cuanto al tema de recuperación. Hay Comunidades Autónomas y hay
Órganos Estatales que tardan un año en empezar el procedimiento de recuperación.
Y esos fondos, no son fondos nacionales, son fondos comunitarios financiados por
fondos nacionales. Esperemos que con la modificación del Reglamento financiero,
se modifique también la normativa en relación a interés de demora y se puedan exi-
gir éstos a los Estados miembros cuando suceden cosas como las que acabo de con-
tar.
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Voy a hablarles de la reforma administrativa y en particular de la gestión finan-
ciera, que se está desarrollando en estos momento en la Comisión Europea. Para
eso, el pasado 30 de octubre, es decir, hace 20 días exactamente, la Comisión
Europea ha aprobado un proyecto de modificación del Reglamento financiero apli-
cable al presupuesto general de las Comunidades Europeas. Aunque el documento
aprobado por la Comisión, ha sido establecido teniendo en cuenta la opinión del
Tribunal de Cuentas del 8 de marzo de este año, de la Resolución y modificacio-
nes adoptadas por el Parlamento Europeo el 31 del mismo mes y de las conclusio-
nes adoptadas por el Consejo de Ministros del 5 de junio pasado, no se puede con-
siderar este documento, nada más que como un documento de trabajo y no como
una proposición formal, de modificación del documento financiero en tanto no se
reciba la opinión formal del Parlamento Europeo.

Una vez recibida la opinión y efectuadas las modificaciones que eventualmen-
te pudieran producirse, el texto será enviado al Consejo para discusión y en su caso
aprobación, aprobación que como ustedes saben, debe hacerse con unanimidad,
por lo menos hasta el año 2006, eso es lo que fue acordado en Niza en la última
reunión.

El nuevo Reglamento financiero sería el marco reglamentario necesario para el
funcionamiento integral de la Reforma Administrativa y Financiera, en su dimen-
sión Gestión Financiera, adoptada por la Comisión en su libro blanco sobre las
medidas y acciones a llevar a cabo en el proceso de la Reforma Administrativa y
Financiera de la Comisión. Como ustedes saben, en el mes de marzo del año pasa-
do, la Comisión aprobó este libro blanco.

Si pudiéramos resumir brevemente el objetivo de la Reforma Administrativa de
la Comisión, en su aspecto insisto financieros, yo diría que es la descentralización
o una mayor descentralización de la gestión. Para ser incluso más preciso, diría que
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es la descentralización del control financiero de la gestión directa de los Fondos
comunitarios. ¿Por qué?, como ustedes saben, la organización de la gestión finan-
ciera en la Comisión europea y en todas las instituciones europeas, está basada en
la distribución de tres factores financieros: el ordenador y gestor, es una organiza-
ción copiada exactamente de la que había en Francia, y que es exactamente la que
hay en España, el ordenador y el gestor o el gestor, el Interventor que nosotros lla-
mamos el controlador financiero y el contable.

Factores que están recogidos en el tratado y cuyas funciones están definidas y
desarrolladas en el Reglamento Financiero. Se trata pues, de un sistema de autoriza-
ción previa centralizada, tanto para los compromisos, como para los pagos, que son
propuestos por los ordenadores y que a su vez son contabilizados y en el caso de los
pagos también ejecutados de forma centralizada por el contable de la Comisión.

La reforma propuesta por el libro blanco y recogida en el proyecto del nuevo
Reglamento financiero, consistiría en trasladar la función de control previo a las Direc-
ciones Generales que ordenan y gestionan los gastos comunitarios actualmente. Esta
sería la futura organización de la Comisión, que ya en parte se ha efectuado y que que-
daría así una vez que el Reglamento financiero fuera aprobado por el Consejo. Se tra-
taría de trasladar a los Comisarios y en particular a las Direcciones Generales, todas las
actividades de preparación, gestión y control de todos los compromisos y los pagos,
además en las Direcciones Generales se ha establecido una unidad de control. Ya la
reforma empezó el año pasado con una gran reorganización de control financiero. El
control financiero tenía dos actividades fundamentales: el control ex-ante, control pre-
vio y también la auditoría, entonces la parte de auditoría ha sido separada del control
ex-ante y ha sido trasladada a la Direcciones Generales, en particular en los fondos
estructurales y en la Dirección General de la Agricultura, que como saben son las que
gestionan los fondos tanto agrícolas, como los fondos estructurales.

Se va a crear un servicio de auditoría interna y se quedaría un servicio central
financiero para todo lo que es definir las reglas y procedimientos, la formación y la
asistencia a las Direcciones Generales Técnicas futuras. Además se crearía una
Comisión para el seguimiento de las auditorías efectuadas por el servicio de audi-
toría interna. Como ven ustedes desaparecería la actual Dirección de Control
Financiero, el control ex-ante o la autorización previa.

El servicio de auditoría interna, entre otras cosas tendrá la misión de auditar el
sistema de control interno establecido por las Direcciones Generales y el Servicio
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Central Financiero, que bajo la autoridad del Director General de Presupuestos,
será el encargado de definir y establecer las reglas y procedimientos para la aplica-
ción del Reglamento financiero, así como unificar posibles divergencias interpreta-
tivas que en una futura organización, cada vez más descentralizada, podrían pro-
ducirse. Como he dicho al principio, se trata fundamentalmente de la
descentralización del control de los gastos gestionados directamente por los servi-
cios de la Comisión, porque en efecto como ustedes saben, y ya se ha dicho al prin-
cipio en la primera intervención, la preparación, el seguimiento y ejecución de gran
parte de los fondos comunitarios se hace ya a nivel descentralizado por los Estados
Miembros.

En particular, los gastos agrícolas de la sección garantía del fondo del FEOGA,
Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria, son gestionados desde 1970, es
decir, desde hace 30 años, por los Estados Miembros y el propio Reglamento finan-
ciero establece en su título 8, que los gastos financiados por el FEOGA sección
garantía, son gestionados de acuerdo con el Reglamento específico, que es el actual
1258 del 99, por servicios u organismos contemplados en dicho reglamento, que
no son otros que los Organismos Pagadores que ustedes conocen, aprobados por los
Estados Miembros para la gestión y el control de estos fondos agrícolas. Como
también se ha dicho, los fondos agrícolas suponen para el presupuesto de este año
44.000 millones de Euros, que sobre los 96.900 millones representan el 47 ó el
50% que se ha dicho ya al principio de la sesión, es decir, la gestión y el control de
estos fondos están ya completamente descentralizados.

Además en la gestión de los fondos estructurales y el fondo de cohesión, que
suman para este año del orden de 32.000 millones, casi el otro 33% del presu-
puesto comunitario, ha habido un proceso de descentralización, desde su reforma
de 1987/88 con el acta única y que ha continuado en los Reglamentos que han ido
regulando los diferentes períodos de programación, hasta el actual Reglamento
1260 del 99, para el período que va desde 2000 al 2006. En efecto, estamos
hablando, como también se ha dicho, de la gestión de un montante del 77% del
presupuesto comunitario, que ya está gestionado de una manera descentralizada.

Es cierto que el grado de descentralización del Feoga-Garantía y el de los Fon-
dos Estructurales, como ustedes saben, es diferente. Estos últimos no tienen un
apartado específico, un título especial en el actual Reglamento financiero que así lo
disponga, como hemos visto en el caso del Feoga-Garantía. De todas formas, pode-
mos decir que la reforma administrativa y financiera de la Comisión es limitada en
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cuanto a su efecto sobre la gestión de los fondos descentralizados o gestionados de
una manera compartida por los Estados Miembros. En el caso del Feoga-Garantía,
yo creo que no va a cambiar casi nada de la situación actual, excepto la interven-
ción del control financiero en la etapa de las consultas interservicios actuales, tan-
to para los nuevos Reglamentos como para las eventuales correcciones financieras
al término de un control y que desaparecerán con la futura supresión del controla-
dor financiero en sus responsabilidad actuales.

Para los fondos estructurales y de cohesión, los cambios serían más importan-
tes, porque en el proyecto del nuevo Reglamento financiero, el nuevo artículo 53
establece tres modalidades de ejecución del presupuesto: la gestión centralizada, la
gestión compartida o descentralizada y la gestión conjunta. Este mismo artículo
envía a las Disposiciones particulares del título 1 y 2 de la segunda parte de este
futuro Reglamento financiero y se trata de la gestión compartida de los fondos Feo-
ga-Garantía y de los fondos estructurales. Además, esto es muy importante, este
artículo establece en su punto 6, que en el caso de gestión compartida y descentra-
lizada, la Comisión pone en marcha según las disposiciones específicas, procedi-
mientos de liquidación de cuentas y mecanismos de correcciones financieras, que le
permitan asumir sus responsabilidades finales en la ejecución del presupuesto
comunitario.

Este es el cambio que más va a afectar a la futura gestión de los fondos gestio-
nados por los Estados Miembros y en todo caso a los fondos estructurales, porque
para los fondos del Feoga-Garantía, los procedimientos de liquidación de cuentas
ya existen y, en principio, no deberían cambiarse. Para el futuro de los Fondos
estructurales, quizás la pregunta que hay que responder es si el Reglamento del
Consejo sobre las disposiciones generales sobre fondos estructurales 1260/99 y los
Reglamentos de aplicación de la Comisión sobre los fondos estructurales, tales
como el 438/2001 relativos a los sistemas de gestión y de control de dichos fondos
y el 448/2001 sobre sistemas de correcciones financieras aplicables a los fondos
estructurales, son suficientes para cumplir con el requisito del nuevo artículo o del
futuro artículo 53 o del futuro Reglamento financiero o si sería necesaria una adap-
tación o un nuevo Reglamento sobre la liquidación de cuentas específico para estos
fondos estructurales.

A nadie escapa la importancia de esta nueva exigencia del futuro Reglamento
financiero y la incidencia que en los procedimientos de certificación de gastos de
los Estados Miembros, pudiera producir, sin hablar de las repercusiones financieras
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que de ella pudieran emanar. Durante toda la tarde hemos estado hablando de que
en la actual reglamentación se pide la certificación, pero al final del período. La pre-
gunta es si con la nueva reglamentación, se va a exigir una certificación anual.

En la reglamentación actual el procedimiento de liquidación de cuentas ya es
aplicado a ciertos fondos estructurales, por ejemplo el desarrollo rural. Ustedes
saben que estas ayudas son financiadas, bien por la sección orientación del Feoga
en las regiones del objetivo uno, bien por la sección garantía del Feoga en las regio-
nes fuera del objetivo uno y estas ayudas siguen el sistema y los procedimientos de
esta sección del Feoga, es decir, en este momento ya existe el mismo tipo de medi-
das que son gestionadas de dos maneras diferentes y una de ellas va a tener rápida-
mente una especie de liquidación de cuentas.

Permítanme que termine mi intervención diciendo que quizás la pregunta tal y
como yo la he planteado, de que si será necesario o no un nuevo Reglamento, si
los actuales Reglamentos son suficientes para responder al futuro Reglamento
financiero, y en particular a este nuevo artículo 53, quizás no sea la adecuada, pero
lo que sí es cierto, es que no hay una respuesta única y que una reflexión se está
produciendo en este momento en los servicios de la Comisión para poder respon-
der a ella.
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